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Nulidad por inconstitucionalidad y/o Nulidad. 

1 

Bogotá Distrito Capital-Secretaría 

Ambiente. 

Distrital de 

HENRY ALBERTO GONZÁLEZ MOLINA, 
mayor de edad, identificado con la cédula de 

ciudadanía No. 79.40.267 de Bogotá 
tura, abogado titulado, con Tarjeta Profesional No. 75496 

del Consejo Superior

5  de la Judica, en mi condición de apoderado especial del Distrito 

Capital onfor el poder que adjnto, en ejercido de los medios de control a los que 

aluden clon artículosme con 135 y 137 del
u 
 Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, solicito se declare la nulidad por inconstitucionalidad y/o por 
ilegalidad de la totadad de Decet 934 d 2013, expedido por la Nación - Ministerio de 

Minas y Energía, de

li 
 acuerdo

l 
 con

r 
 los

o 
 hechos

e 
 y fundamentos de derecho que a continuación 

expongo: 

DECLARACIONES O CONDENAS 

Que se declare la nulidad por inconstitucionalidad y/o por ilegalidad del del Decreto 934 de 

20 
	
la 
por med 

68
io
5 de 

de la cual el Presidente de la República de Colombia, reglamenta el artículo 

	

de Ley 	
2001, el cual es del siguiente tenor: 

"DECRETO 934 DE 9 DE MAYO DE 2013 
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"Por el cual se reglamentan el artículo 37 de la Ley 685 de 2001" 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA, 

En uso de sus facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas por el numeral 11 del 
artículo 189 de la Constitución Política, y en desarrollo del artículo 37 de la Ley 685 de 2001, Y 

CONSIDERANDO: 

Que el artículo 80 de la Constitución Política de Colombia establece que el Estado planificará el manejo 
y aprovechamiento de los recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible. 

Que el artículo 332 de la Constitución Política de Colombia dispone que el Estado es propietario del 
subsuelo y de los recursos naturales no renovables. 

Que el artículo 339 de la Constitución Política de Colombia señala que en el Plan Nacional de Desarrollo 
se incluirán los propósitos y objetivos nacionales de largo plazo, las metas y prioridades de la acción 
estatal a mediano plazo y las estrategias y orientaciones generales de la política económica, social y 
ambiental que serán adoptadas por el gobierno. 

Que la Ley 1450 de 2011, Ley del Plan dispuso 
que 

uno de los tres pilares sobres los cuales se 
fundamenta la Prosperidad Democrática es contar con una estrategia de crecimiento sostenido basado 
en una economía más competitiva, más productiva y más innovadora, y con sectores dinámicos que 
jalonen el crecimiento, como es el caso del sector minero. 

Que adicionalmente el artículo 360 de la Constitución Política de Colombia establece que la ley 
determinará las condiciones para la explotación de los recursos naturales no renovables. 

Que las competencias hacen referencia al conjunto de materias que se atribuyen a los órganos del 
Estado y, entre ellos, a los entes territoriales. y que las facultades, potestades o atribuciones se 
refieren a los poderes jurídicos que el ordenamiento otorga a los diversos órganos o a una parte de ellos en el Estado. 

Que los artículos 151 y 288 de la Constitución Política de Colombia disponen que la ley orgánica de 
ordenamiento territorial, establecerá las competencias de los municipios en esta materia. 

Que el Ordenamiento Minero no hace parte del ordenamiento territorial y, por ende, de las 
competencias o facultades de las entidades territoriales, a que hacen referencia los artículo 151 y 288 de la Constitución Política de Colombia. 

Que el artículo 109 de la Ley 1450 de 2011 dispuso 
que es la autoridad minera la competente para 

elaborar y expedir el Plan de Ordenamiento Minero con base en las políticas, normas, determinantes y 
directrices establecidas en materia ambiental y ordenamiento del territorio, expedidas por el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Territorial. 

Que la actividad minera de conformidad con el artículo 1° de la Ley 685 de 2001, debe ser estimulada 
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para lograr el aprovechamiento de los recursos naturales del subsuelo, el cual se debe realizar en 
forma armónica con los principios y normas de explotación racional de los recursos naturales no 
renovables y del ambiente, dentro de un concepto integral de desarrollo sostenible y del 
fortalecimiento económico y social del país. 
Que en desarrollo del artículo 58 de la Constitución Política, el artículo 13 del Código de Minas declaró 
como de utilidad pública e interés social la industria minera en todas sus ramas y fases. 

Que la Ley 388 de 1997 en su artículo 5° dispuso que el ordenamiento del territorio municipal y 
distrital comprende un conjunto de acciones políticoadministrativas y de planificación física 
concertadas, emprendidas por los municipios o distritos y áreas metropolitanas, en ejercicio de la 
función pública que les compete, pero dentro de los límites fijados por la Constitución y las leyes. 

Que de acuerdo con el artículo 37 de la Ley 685 de 2001 y con excepción de las facultades de las 
autoridades nacionales y regionales que se señalan en los' artículos 34 y 35 de dicha ley, se dispone 
que ninguna Autoridad regional, seccional o local podrá establecer zonas del territorio que queden 
permanente o transitoriamente excluidas de la minería. 

Que esta prohibición comprende los planes de ordenamiento territorial de que trata el artículo 38 del 
Código de Minas, que en forma expresa dispone que en la elaboración, modificación y ejecución de los 
planes de ordenamiento territorial, la autoridad competente se sujetará a la información geológico- 
minera disponible sobre las zonas respectivas, así como lo dispuesto en el Código de Minas sobre 
zonas de reservas especiales y zonas excluibles de la minería. 

Que en el mismo sentido se ha pronunciado la Honorable Corte Constitucional en su sentencia C-891 
de 2002 en la cual expresó: "De conformidad con el citado texto legal, la decisión de establecer zonas 
excluidas de la minería compete exclusivamente a las autoridades ambiental y minera (artículos 34 y 
35, en concordancia con el artículo 122 de la Ley 685 de 2001) labor ésta que se enmarca en el 
ámbito de sus funciones constitucionales y legales. Al respecto, ya la Corte se pronunció en la 
sentencia C-418/02 sobre la constitucionalidad del artículo 122 ibídem, según el cual es la autoridad 
minera la encargada de señalar y delimitar, dentro de los territorios indígenas, las zonas mineras 
indígenas, en la inteligencia de que se deberá respetar la participación de las comunidades en dicha 
labor de identificación de las respectivas zonas." 

Que por lo tanto, se hace necesario reglamentar el artículo 37 de la Ley 685 de 2001, para determinar 
cómo se armonizarán las competencias para el Ordenamiento Minero con las del ordenamiento del 
territorio, en cabeza de otros órganos del Estado. 

Que en mérito de lo expuesto, 

DECRETA: 

Artículo 1°._ La decisión de establecer zonas excluidas y restringidas de minería compete 
exclusivamente, y dentro de los límites fijados en los artículos 34 y 35 de la Ley 685 de 2001, a las 
autoridades minera y ambiental, quienes actuarán con base en estudios técnicos, económicos, sociales 
y ambientales y dando aplicación al principio del desarrollo sostenible. 
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PARÁGRAFO. Para efectos de la aplicación del artículo 37 de la Ley 685 de 2001 y de este decreto, se 
entenderá que la autoridad ambiental es el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, las 
Corporaciones Autónomas Regionales, las de Desarrollo Sostenible y los Distritos Especiales de 
acuerdo con lo establecido en la Ley 768 de 2002 o quien haga sus veces y la autoridad minera o 
concedente, la Agencia Nacional de Minería o quien haga sus veces. 

Artículo 2°._ Dado el carácter de utilidad pública e interés social de la minería, a través del 
Ordenamiento Territorial no es posible hacer directa ni indirectamente el Ordenamiento Minero, razón 
por la cual los planes de ordenamiento territorial, planes básicos de ordenamiento territorial o 
esquemas de ordenamiento territorial de los municipios y distritos, no podrán incluir disposiciones que 
impliquen un ordenamiento de la actividad minera en el ámbito de su jurisdicción, salvo previa 

aprobación de las autoridades nacionales. 

Parágrafo 1.-En desarrollo de la anterior prohibición, los Concejos Municipales y las Asambleas 
Departamentales no podrán establecer zonas del territorio que queden permanentemente o 
transitoriamente excluidas de la minería mediante acuerdos municipales u ordenanzas 
departamentales respectivamente, por exceder el ámbito de sus competencias. 

Parágrafo 2.-Las prohibiciones que se establezcan en los mencionados instrumentos de ordenamiento 
del territorio en violación de la ley, no podrán ser oponibles, aplicadas o exigidas a las actividades 

mineras, por ninguna autoridad. 

Artículo 3.-Como efecto de lo dispuesto en los artículos anteriores, los certificados de uso del suelo 
expedidos por las autoridades departamentales o municipales, que prohiban o señalen como 
incompatible el ejercicio de actividades mineras, no podrán ser reconocidos como exclusiones o 
limitaciones, por parte de las autoridades para el trámite y obtención de licencias, permisos, 
concesiones o autorizaciones de cualquier naturaleza que se requieran para el ejercicio de la actividad 

minera en el territorio de su jurisdicción. 

Artículo 4.-El presente decreto rige a partir de su publicación. 

Publíquese y cúmplase' 

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN 
Presidente de la República 

FEDERICO RENGIFO VÉLEZ 
Ministro de Minas y Energias 

DESIGNACIÓN DE LAS PARTES 

Es parte demandada la Nación- Ministerio de Minas y Energía, representada legalmente por el 
Doctor Juan Manuel Santos Calderón y/o el doctor Federico Rengifo Vélez, o quienes lo sean 

1 Publicado en el Diario Oficial No. 98785 del 9 de mayo de 2013. 
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o hagan sus veces. 

Es parte demandante el Distrito Capital-Secretaría Distrital de Ambiente, representado 
legalmente por el Secretario General y el Subdirector Distrital de Defensa Judicial y 
Prevención del Daño Antijurídico, conforme a las atribuciones contenidas en el Decreto 
Distrital 655 de 2011, especialmente en los artículos 4°, numeral 11 y 5°. 

PRETENSIONES 

Pretensión Principal: Que se declare la nulidad de la totalidad del Decreto 934 de 2013, 
por violar de manera arbitraria y protuberante la Constitución Política de Colombia al invadir 
la órbita de la autonomía municipal respecto de regular el uso del suelo y adoptar las 
medidas que considere necesarias para defender su patrimonio ecológico, así como por no 
haber surtido el proceso de consulta previa con las comunidades étnicas, desconocer los 
principios de rigor subsidiario y no regresividad consagradas en normas de carácter superior y 
las competencias de los Ministerios del Interior y de Ambiente y Desarrollo Sostenible en la 
expedición del Acto administrativo demandado. 

Con fundamento en el parágrafo del artículo 135 de la Ley 1437 de 2011, se solicita hacer 
extensivo el pronunciamiento de nulidad a las demás disposiciones de orden Constitucional 
que puedan resultar vulnerada por el Decreto 934 de 2013. Asimismo, que se pronuncie 
sobre las normas que, a juicio del Honorable Magistrado, conformen unidad normativa con 
aquellas otras demandadas que declare nulas por inconstitucionales. 

Pretensión subsidiaria: 

Que se declare la nulidad de la totalidad del Decreto 934 de 2013, por desconocer de 
manera arbitraria y protuberante el principio ambiental de Rigor Subsidiario y el de no 
regresividad, por no haber surtido el proceso de consulta previa con las comunidades étnicas 
y por desconocer las competencias de los Ministerios del Interior y de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible en la expedición del Acto administrativo demandado. 

FUNDAMENTOS FÁCTICOS — HECHOS 

Por ser relevante para el análisis del problema jurídico puesto a consideración de esa 
Honorable Corporación, me permito hacer un recuento de los principales hechos en el asunto 

2sentencia C-415/12 
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que convoca la atención de la Sala. Así entonces, tenemos que: 

1. El día de mayo de 2013 el gobierno nacional expidió el Decreto 934 "Por el cual se 
reglamenta el artículo 37 de la Ley 685 de 2001", publicado en el Diario Oficial 48785 del 9 de 
mayo de 2013. 

2. El mencionado acto administrativo regula las competencias de las autoridades mineras y 
ambientales en materia de ordenamiento minero, excluyendo a los entes territoriales. 

3. En el acto administrativo citado se adoptan disposiciones que se consideran violatorias 
de las facultades constitucionales y legales con que cuentan los entes territoriales, y 
concretamente los municipios y distritos, en relación con la autonomía territorial para 
regular el uso del suelo y adoptar normas necesarias para el control, la preservación y 
defensa del patrimonio ecológico y la de las autoridades ambientales en los procesos de 
concertación de los Planes de Ordenamiento Territorial; exceso de la facultad 
reglamentaria al referirse a aspectos que no son del ámbito de este tipo de normas ni de 
su competencia; el derecho a la consulta previa y el principio rigor subsidiario. 

Lo anterior, teniendo en cuenta que se establecen una serie de disposiciones que privilegian 
una actividad sectorial y altamente impactante como es la minería sobre las facultades 
constitucionales y legales con que cuentan los entes territoriales, con b que se limita la 
posibilidad de hacer efectivos los fines esenciales del Estado. 

La administración del Distrito Capital, luego de cumplidos los requisitos y surtidas las etapas 
previstos en las Leyes 388 de 1997 y 507 de 1999, entre ellas la de concertación del 
componente ambiental ante la CAR y la Secretaria Distrital de Ambiente, presentó ante el 
Concejo Municipal el Proyecto de Acuerdo de modificación excepcional del Plan de 
Ordenamiento Territorial de Bogotá, el día 3 de mayo de 2013. En dicho proyecto se prohíbe 
la minería en todo el territorio capitalino y se establecen los escenarios de transición, con 
fundamento en los soportes técnicos y jurídicos que se presentan como Anexo de la presente 
demanda. 

NORMAS VIOLADAS 

REGIMEN CONSTITUCIONAL Y LEGAL DE LA ACTIVIDAD SECTORIAL DE LA 
MINERÍA. 



ALCALCIA MAYOR 
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Bloque De Constitucionalidad'  

El Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo —0IT-, por tratarse de un 
tratado internacional sobre derechos humanos ratificado por Colombia hace parte del Bloque 
de Constitucionalidad. La Corte Constitucional ha sido reiterativa en su importancia y alcance, 
con el fin de que se garantice el derecho fundamental de las comunidades étnicas a participar 
de las decisiones que los afectan. 

Por lo mencionado, el Decreto 934 de 2013, además, está en contravía del principio de 
progresividad y no regresión consagrado en los artículos 2.1 del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Políticos y Culturales -PIDESC 4, 1.1 del Protocolo de San Salvador' y 26 
de la Convención Americana de Derechos Humanos' y, en tal sentido, las medidas que 
disminuyen la protección que haya alcanzado un derecho social son contrarias a los 
instrumentos de Derecho Internacional Humanitario en los que el Estado colombiano es 
signatario. 

Adicionalmente, en la nota aclaratoria del artículo 11 de la Convención para la 
confección de informes periódicos, aprobada por la Asamblea General de la OEA, se definen 
las medidas regresivas como t..) todas aquellas disposiciones o políticas cuya aplicación 
signifique un retroceso en el nivel de goce o ejercicio de un derecho protegido." 

También, dicho principio ha sido objeto de pronunciamiento a la luz de los criterios 
dados por los Principios de Limburgo de 1987 y las Directrices de Maastricht de 1997, que 
fungen como recomendaciones de implementación y comprensión de los derechos 
consagrados en el PIDESC. 

3 El artículo 93 de la C.P. establece que, ''Los derechos y deberes consagrados en esta Carta se interpretarán de conformidad con los 
tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia". 

4 "1 Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a adoptar medidas, tanto por separado como mediante la 
asistencia y la cooperación internacionales, especialmente económicas y técnicas, hasta el máximo de los recursos de que disponga, para 

,r,aLprarte, por todos los medios apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas legislativas. la  plena efectividad de 
los derechos aqui reconocidos." (Subrayado fuera de texto) 
5 ''Los Estados partes en el presente Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos se comprometen a adoptar 

las medidas necesarias tanto de orden interno como mediante la cooperación entre los Estados, especialmente económica y técnica, hasta 

el máximo de los recursos disponibles y tomando en cuenta su grado de desarrollo a fin de /arar prornente  y de conformidad con 

la legislación interna, la plena efectividad de los derechos que se reconocen en el presente Protocolo."(Subrayado fuera de texto) 

6 "Los Estados Partes se comprometen a adoptar providencias, tanto a nivel interno como mediante la cooperación internacional. 
especialmente económica y técnica para lograr pronresivamente la plena efectividad de los derechos que se derivan de las normas 
económicas sociales v sobre educación ciencia y cultura, contenidas en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, 
reformada por el Protocolo de Buenos Aires, en la medida de los recursos disponibles, por via legislativa u otros medios apropiados". 
(Subrayado fuera de texto) 
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Constitución Política de Colombia  

El artículo 1 de la Constitución Política, que define a Colombia como un Estado Social 
de Derecho organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de 
sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la 
dignidad humana, en el trabajo y en la solidaridad de las personas que la integran y en la 
prevalencia del interés general. 

El artículo 2 de la Constitución Política que establece que ton fines esenciales del Estado: 
servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, 
derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que 
los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la 
independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y asegurar la 
convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo (...)". 

El artículo 4, que prescribe: "La Constitución es norma de normas. En todo caso de 
incompatibilidad entre la Constitución y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones 
constitucionales". 

El artículo 6, según el cual los servidores públicos son responsables ante las 
autoridades por infringir la Constitución y las leyes y por omisión o extralimitación en el 
ejercicio de sus funciones. 

El artículo 8 que impone la obligación del Estado y a las personas de proteger las 
riquezas culturales y naturales de la Nación. 

El artículo 9 que establece la relación inescindible entre soberanía y el respeto a la 
autodeterminación de los pueblos y en el reconocimiento de los principios del derecho 
internacional aceptados por Colombia. 

El artículo 29, que consagra el debido proceso, el cual se aplicará a toda clase de 
actuaciones judiciales y administrativas. 

El artículo 40, en el que se consagra el derecho a participar en la conformación, 
ejercicio y control político mediante la participación democrática (numeral 2), entre otras 
formas. 

El artículo 58, en tanto que desconoce que el interés privado deberá ceder al interés 
público o social, así como que la propiedad es una función social que implica obligaciones y, 
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en consecuencia, le es inherente una función ecológica. 

El artículo 79 que garantiza el derecho a gozar de un ambiente sano y la participación 
de la comunidad en las decisiones que puedan afectarlo; así mismo, impone al Estado el 
deber de proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar las áreas de especial 
importancia ecológica y fomentar la educación para el logro de estos fines. 

El artículo 80, según el cual el Estado planificará el manejo y aprovechamiento de los 
recursos naturales, para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, restauración o 
sustitución. También, tiene el deber de prevenir y controlar los factores de deterioro 
ambiental, imponer las sanciones legales y exigir la reparación de los daños causados. 

El artículo 93, de acuerdo con el cual "los tratados y convenios internacionales, que reconocen 
los derechos humanos y que prohíben su limitación en los estados de excepción prevalecen en el orden 
interno", y en tal sentido "los derechos y deberes consagrados en la Carta, se interpretarán de conformidad 
con los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados". 

El numeral 8. del artículo 95, es cual determina que el ejercicio de los derechos y 
libertades reconocidos en esta Constitución implica responsabilidades, y en virtud de lo cual 
son deberes de la persona y del ciudadano "Proteger los recursos culturales y naturales del país y 
velar por la conservación de un ambiente sano" 

El artículo 115, en el cual se consagra lo relacionado al Presidente de la República y la 
conformación y constitución del Gobierno Nacional. Adicionalmente, determina que "Ningún 
acto del Presidente, excepto el de nombramiento y remoción de Ministros y Directores de Departamentos 
Administrativos y aquellos expedidos en su calidad de Jefe del Estado y de suprema autoridad 
administrativa, tendrá valor ni fuerza alguna mientras no sea suscrito y comunicado por el Ministro del 
ramo respectivo o por el Director del Departamento Administrativo correspondiente, quienes, por el mismo 
hecho, se hacen responsables". 

El artículo 150, según el cual corresponde al Congreso hacer las leyes, mediante las 
cuales, entre otras, ejerce la función (7) de determinar la estructura de la administración 
nacional y crear, suprimir o fusionar ministerios, departamentos administrativos, 
superintendencias, establecimientos públicos y otras entidades del orden nacional, señalando 
sus objetivos y estructura orgánica; reglamentar la creación y funcionamiento de las 
Corporaciones Autónomas Regionales dentro de un régimen de autonomía; así mismo, crear 
o autorizar la constitución de empresas industriales y comerciales del estado y sociedades de 
economía mixta. 

El artículo 208, según el cual los ministros y los directores de departamentos 

   

Carrera 8 No. 10-65 

tel. 381 30 00 

www. bogota.gov.co  

  

ISO BOMintlt 
GP 1000. 200 

VPIIITAS 
tandicatial BOGOTÁ 

   

   



N-CALS.& MAYOR 

SEGPETARb1GEMEIIM 

administrativos son los jefes de la administración en su respectiva dependencia, bajo la 
dirección del Presidente de la República. 

El artículo 209, según el cual "La función administrativa está al servicio de los intereses 
generales y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, 
celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la delegación y la desconcentración de 
funciones. Las autoridades administrativas deben coordinar sus actuaciones para el adecuado cumplimiento 
de los fines del Estado. La administración pública, en todos sus órdenes, tendrá un control interno que se 
ejercerá en los términos que señale la ley". 

El artículo 287, en el que la Carta Política establece que las entidades territoriales 
gozan de autonomía para la gestión de sus intereses, dentro de los límites constitucionales y 
legales y en tal virtud entre otros, tienen derecho a gobernarse por autoridades propias, 
ejercer las competencias que les correspondan, administrar los recursos y establecer los 
tributos necesarios para el cumplimiento de sus funciones. 

El artículo 288, por medio del cual se determina que las competencias de Nación y 
entidades territoriales se distribuirá mediante la ley orgánica de ordenamiento territorial 
establecerá la distribución de competencias entre la Nación y las entidades territoriales; 
también, que tales competencias ''verán ejercidas conforme a los principios de coordinación, 
concurrencia y subsidiariedad en los términos que establezca la ley". 

El artículo 311, que instituye al municipio como "entidad fundamental de la división político-
administrativa del Estado" a la cual le corresponde "prestar los servicios públicos que determine la ley, 
construir las obras que demande el progreso local, ordenar el desarrollo de su territorio,  promover la 
participación comunitaria, el mejoramiento social y cultural de sus habitantes y cumplir las demás 
funciones que le asignen la Constitución y las leyes". 

El artículo 313, que determina las funciones de los Concejos en tanto que desconoce 
que le corresponde reglamentar los usos del suelo y dictar las normas necesarias para el 
control, la preservación y defensa del patrimonio ecológico y cultural del municipio 
(Numerales 7. y 9.). 

El artículo 322, en el que se establece que 'A las autoridades distritales corresponderá 
garantizar el desarrollo armónico e integrado de la ciudad y la eficiente prestación de los servicios a cargo 
del Distrito; a las locales, la gestión de los asuntos propios de su territorio". 

El artículo 330 y parágrafo, que dispone que de conformidad con la Constitución y las 
leyes, los territorios indígenas estarán gobernados por consejos conformados y 
reglamentados según los usos y costumbres de sus comunidades y que la explotación de los 
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recursos naturales en los territorios indígenas se hará sin desmedro de la integridad cultural, 
social y económica de las comunidades indígenas. En las decisiones que se adopten respecto 
de dicha explotación, el Gobierno propiciará la participación de los representantes de las 
respectivas comunidades. 

CONCEPTO DE LA VIOLACIÓN 

A continuación me permito exponer las censuras y normas violadas por el Decreto 934 del 
2013: 

El desarrollo de las actividades mineras trasciende el ámbito de lo netamente minero y se 
traslada a lo ambiental y territorial, de manera tal que el decreto en cuestión no puede ser 
visto como un mero acto administrativo aislado e inocuo que se refiere a una actividad 
particular y concreta -como es la minería- por cuanto restringe el accionar de los municipios y 
departamentos frente a la misma y las afectaciones que ésta ocasiona en el territorio. 

Es ese contexto, debe señalarse que las actividades mineras generan deterioro grave al 
medio ambiente razón por la cual, para su explotación, se requiere de la obtención previa de 
una licencia ambiental, instrumento que no ha sido eficaz para evitar el daño y los conflictos 
que está ocasionando la minería en Colombia. Los títulos mineros se otorgan en Colombia sin 
necesidad de la existencia de un plan de ordenamiento minero, y de hecho desconociendo el 
ordenamiento ambiental y territorial y de hecho los legítimos intereses locales y regionales 
del país. 

La formulación del plan de ordenamiento minero por parte del Ministerio de Minas y Energía, 
desconociendo las realidades locales y los procesos de ordenamiento territorial que por 
mandato constitucional le corresponden a los municipios y distritos, se traduciría en la 
adopción de determinaciones que afectan directamente al suelo sin la intervención de los 
entes a los que les corresponde dicha regulación y conllevaría a que el territorio se ordenara 
de hecho por una entidad que no cuenta con la facultad constitucional y legal para ese fin. 

Las actividades mineras no se desarrollan exclusivamente en el subsuelo como pretende el 
decreto demandado y, además, no debe olvidarse que conforme al numeral 3 del artículo 3 
del Decreto 2811 de 1974 -por el cual se dicta el Código Nacional de Recursos Naturales 
Renovables y de Protección al Medio Ambiente- "La tierra, el suelo y el subsuelonson objeto 
de regulación por dicha norma, de manera tal que estamos frente a un recurso natural 
renovable, que está compuesto por las aguas subterráneas, organismos vivos, raíces de 

  

Carrera 8 No. 10-65 
tel. 381 30 00 
tatvw.bogota.gov.co  BOGOTÁ 

irtrictkla 

 



ISO MB 
NTC GPt 2009 

MUTAS 
CeMet" 

Carrera 3 Nc. 1C-65 

tel. 33130 00 

.(vInv.begota.gov.co  BOGOTA 
Ul IntiCILIO 

AL CALIMA MAYOR 

SE,RF -41.C.ENERAL 

arboles, etc., y no solo minerales, y por lo mismo, se debe manejar de manera integral con 
los demás recursos naturales renovables, especialmente con el suelo, con el que forma una 
sola unidad. 

El hecho que el Estado sea propietario del subsuelo en los términos del Artículo 332' de la 
Constitución Política, no significa en ningún caso que al subsuelo no se le apliquen las demás 
normas que regulan los recursos naturales en el país, como es el Decreto ley 2811 de 1974, 
como se apreció previamente. 

De hecho, frente al régimen de propiedad de los recursos naturales renovables, no debe 
perderse de vista que, a semejanza de los recursos naturales no renovables, el artículo 42 del 
Decreto ley 2811 de 1974 dispone que "Pertenecen a la nación los recursos natura/es 
renovables y demás elementos ambientales regulados por este Código que se encuentren 
dentro del territorio Nacional, sin perjuicio de los derechos legítimamente adquiridos por 
particulares y de las normas especiales sobre baldíos" y, sobre dichos recursos, el Estado 
ejerce dominio eminente, tal y como lo señaló la Corte Constitucional a través de la Sentencia 
C-126/98 8 . 

Es decir que es el Estado, quien a través de las normas correspondientes regula el régimen 
aplicable a los recursos naturales renovables y no renovables. En ese orden de ideas, para 
explorar y explotar los minerales existentes en el suelo y en el subsuelo',  se requiere de la 
suscripción de un contrato de concesión minera (título minero) y de la obtención previa de los 
permisos (exploración) y licencias ambientales correspondientes (explotación). El artículo 95 
del Código de Minas reconoce expresamente que los minerales también se encuentran en el 
suelo y que igualmente su explotación depende de un título minero, aspecto que desconoce 

7 Articulo 332. El Estado es propietario del subsuelo y de los recursos naturales no renovables, sin perjuicio de los derechos adquiridos y 

perfeccionados con arreglo a las leyes preexistentes 

el llamado "dominio eminente del Estado", el cual comprende todas aquellas facultades inherentes a la soberanía que tiene cl Estado sobre 

su territorio y sobre los bienes en él contenidos, a fin de conservar el orden jurídico y cumplir las funciones constitucionales que le han sido 
atribuidas. Esto significa que ese dominio eminente no es carácter económico, como el derecho de propiedad, sino que tiene naturaleza 
jurídico-política, pues la Nación no es "dueña" del territorio, en el sentido de ser su propietaria, sino que le «pertenece", por cuanto ejerce 
soberanía sobre estos espacios físicos, ya que el territorio es el ámbito espacial dé validez de las normas estatales. Por ende, el dominio 
eminente sobre el territorio previsto por el artículo 102 es perfectamente compatible con el reconocimiento de la propiedad privada sobre 

tierras o recursos naturales renovables. 

9 Código de minas. Artículo 14. Mulo minero. A partir de la vigencia de este Código, únicamente se podrá constituir, dedarar y probar el 

derecho a explorar y explotar minas de propiedad estatal, mediante el contrato de concesión minera, debidamente otorgado e inscrito en el 

Registro Minero Nacional. (...) 
Artículo 95. Naturaleza de la explotación. La explotación es el conjunto de operaciones que tienen por objeto la extracción o 

captación de los minerales yacentes en el suelo o subsuelo del área de la concesión, su acopio, su beneficio y el cierre y abandono de los 
montajes y de la infraestructura. El acopio y el beneficio pueden realizarse dentro o fuera de dicha área. 

El beneficio de los minerales consiste en el proceso de separación, molienda, trituración, lavado, concentración y otras operaciones 
similares, a que se somete el mineral extraído para su posterior utilización o transformación. 
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el decreto demandado. 

Así mismo, para aprovechar, usar y/o afectar los recursos naturales renovables se requiere de 
la obtención de los modos previstos en el artículo 51 del Decreto ley 2811 de 1974, como son 
los permisos, concesiones, asociaciones y autorizaciones. 

No obstante, es evidente que para hacer uso de los recursos naturales renovables y no 
renovables, existe un referente inicial de obligatorio acatamiento como son las disposiciones 
existentes en relación con la planificación y ordenamiento ambiental y territorial que 
corresponde efectuar a las autoridades ambientales y los municipios y distritos que son, en 
últimas, los que determinan el uso que se puede dar al suelo y, consecuentemente, los 
proyectos que se pueden o no desarrollar en el territorio, conforme se desprende de los 
artículos 80 y 313 de la Constitución Política. 

En ese orden, corresponde al Estado por medio de las entidades públicas que lo conforman, 
concretamente las ambientales formular y adoptar los instrumentos a través de los cuales se 
efectúan los procesos de planificación, zonificación, ordenamiento y determinación del 
régimen de uso a que se deben someter los recursos naturales, lo que se realiza mediante la 
ordenación de las cuencas hidrográficas, de los bosques, de los páramos manglares, 
humedales, de la declaratoria de áreas protegidas, etc., disposiciones estas que se deben 
incorporar obligatoriamente en los planes de ordenamiento territorial que les corresponde 
adoptar a los municipios y distritos. Esto, atendiendo a que todas esas decisiones previas son 
determinantes del ordenamiento territorial, tal y como se dispone en el artículo 10 de la Ley 
388 de 1997. 

Pretender que el subsuelo y el suelo son unidades diferentes, y que por tal motivo se les 
aplica un régimen de ordenamiento y planificación por separado, no es coincidente con la 
realidad jurídica y fáctica de los mismos. En ese sentido, considerar que al subsuelo le es 
aplicable el plan de ordenamiento minero como se señala en el Decreto 934 de 2013 y al 
suelo el ordenamiento ambiental del territorio y los planes de ordenamiento territorial, 
conforme se dispone en los artículos 80 y 313 de la Constitución Política y en las Leyes 99 de 
1993, 388 de 1997, 507 de 1999, 1450 de 2011, es un contrasentido debido a que se trata de 
la misma unidad. 

Partir del supuesto que al subsuelo y al suelo les aplican instrumentos de planificación, 
ordenación y gestión diferentes, lleva a desconocer los fines esenciales del Estado y el 
dominio eminente que éste ejerce sobre el territorio y los bienes allí existentes y, además, a 
fraccionar la planificación de los recursos naturales que compete al Estado. Así mismo, 
conlleva a un desconocimiento del deber de coordinación de las actuaciones estatales 
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previstas en los artículos 209 y 288 de la Carta. 

La explotación de minerales no solo se realiza en el subsuelo; ya arriba se expuso como el 
artículo 95 del Código de Minas expresamente señala que se pueden explotar los minerales 
existentes en suelo y subsuelo. 

La minería, sea a cielo abierto o subterránea, conlleva la necesidad de efectuar descapote del 
suelo, eliminar la cobertura boscosa, perforar el suelo, disponer en él los minerales que se 
extraen (acopio) así como los otros minerales que no son del interés del minero y que se 
disponen sobre el suelo en botaderos; en el suelo se benefician y transforman los minerales, 
se construyen vías, campamentos, talleres, parqueaderos, casinos; se vierten aguas, de 
disponen residuos sólidos, peligrosos y escombros; se presenta pérdida de biodiversidad y de 
paisaje, abatimiento del nivel freático; se afecta la calidad del aire, se incrementa la 
variabilidad climática, se generan nuevas dinámicas sociales, se cambian los modelos de 
producción de un área, se presenta desplazamiento de propietarios de predios e, incluso, se 
generan nuevos asentamientos con los trabajadores de la mina; se afecta el empleo, la 
producción de alimentos, se incrementa el costo de la vida, los arriendos, el valor de las 
viviendas, etc., aspectos estos que les corresponde asumir a los municipios y distritos -entre 
otros impactos- de manera tal que no puede concebirse la actividad minera, aislada del 
ordenamiento del suelo y del territorio. 

Considerar que el subsuelo se puede planificar y ordenar de manera aislada del suelo, 
equivaldría a suponer, por ejemplo, que lo que se debe proteger y conservar de las áreas que 
conforman el sistema de parques nacionales naturales solo sería el suelo, y que en el 
subsuelo se podría realizar todo tipo de actividades, incluyendo las prohibidas -como la 
minería-, lo que llevaría a ocasionar graves daños e incluso la destrucción del área protegida 
y de los valores que son objeto de conservación y ameritaron su declaratoria. Esto 
desconocería lo dispuesto por la Corte Constitucional en la Sentencia C-649/97 en la cual, 
entre otras cosas, expresó que por la importancia que revisten estas áreas y conforme a lo 
dispuesto en el artículo 63 de la Constitución Política, las mismas se declaran a perpetuidad y 
no pueden ser objeto de sustracción, ni siquiera por el legislador. 

La "unidad" que conforman suelo y subsuelo, es asimilable a lo que ocurre entre el recurso 
biológico y el recurso genético contenido en el primero. Sobre este aspecto, es claro que, si 
bien puede existir un régimen jurídico "diferente" aplicable entre los dos "recursos", debido a 
que sobre el recurso biológico puede existir propiedad pública y privada, y sobre el recurso 
genético solo puede existir propiedad del Estado, no se puede regular el uno sin el otro pues 
el recurso genético está contenido en el biológico y son inescindibles. 
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En ese sentido, el Decreto 934 de 2013 al afirmar que el ordenamiento minero no hace parte 
del ordenamiento territorial y que por tal razón los departamentos y municipios no pueden 
regular la exclusión de zonas para la minería, desconoce el mandato constitucional previsto 
en los artículos 80 y 313 de la Constitución Política y, además, la misma norma en que se 
fundamentan los planes de ordenamiento minero. 

Lo anterior, atendiendo que fue el artículo 38 de la Ley 685 de 2001, modificado por el 
artículo 4 de la Ley 1382 de 2010, declarada inexequible por la Corte Constitucional mediante 
la Sentencia C-366 de 2011  cuyos efectos fueron diferidos por el término de dos (2) años, es 
decir hasta el 11 de mayo de 2013, el que disponía: 

ARTÍCULO 4°. Adicionase el artículo 38 de la Ley 685 de 2001, Código de Minas, con los siguientes 
incisos: 

El Ministerio de Minas y Energía elaborará, dentro de los tres (3) años siguientes a la vigencia de la 
presente ley, el Plan Nacional de Ordenamiento Minero. En cuya elaboración y adopción deberá tener  
en cuenta las políticas normas determinantes y directrices establecidas en materia ambiental y de  
ordenamiento del territorio expedidas por el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo territorial. 

El plan Nacional de Ordenamiento Minero se deberá coordinar con el Ministerio de Ambiente, Vivienda 
y Desarrollo Territorial, dados los efectos sobre el ambiente la localización de la población y las  
posibilidades de uso ambiental del suelo En todo caso el Plan Nacional de Ordenamiento Minero 
Incluirá un análisis ambiental estratégico del territorio. (Subrayado fuera de texto). 

Según lo visto, el plan de ordenamiento minero a que se refiere el Decreto 934 de 2013 -y en 
el que se expresa que está por fuera del ordenamiento territorial- tuvo su origen en la norma 
declarada inexequible por la Corte Constitucional; no obstante, debe subrayarse que el 
artículo 4 de la Ley 1382 de 2010, tal y como ocurre hoy día con el artículo 109 de la Ley 
1450 de 2011, se señala expresamente que este plan debe sujetarse a las disposiciones que 
existan en materia ambiental y de ordenamiento del territorio, siendo que este último le 
corresponde a los municipios y distritos por mandato constitucional. 

Hoy día el artículo 109 de la Ley 1450 de 2011, que sirve de soporte legal al decreto 
demandado, dispone: 

PLAN NACIONAL DE ORDENAMIENTO MINERO. La Autoridad Minera elaborará, dentro de los tres (3) 
años siguientes a la vigencia de la presente ley, el Plan Nacional de Ordenamiento Minero, en cuya 
elaboración y adopción deberá tener en cuenta las políticas, normas, determinantes y directrices 
establecidas en materia ambiental y de ordenamiento del territorio, expedidas por el Ministerio de 
Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial o quien haga sus veces (Subrayado fuera de texto) 
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Como se puede apreciar, esta norma es coincidente con el artículo 38 de la Ley 685 de 2001, 
modificada por el artículo 4 de la Ley 1382, en el sentido que para elaborar el Plan de 
Ordenamiento Minero, se deberán tener en cuenta aspectos ambientales y de ordenamiento 
del territorio, lo cual no puede ser de otra manera por el grave impacto que ocasionan las 
actividades extractivas sobre el suelo, el territorio, los recursos naturales renovables y los 
habitantes. 

Pretender que el ordenamiento minero, con la proliferación de títulos, solicitudes y áreas 
estratégicas para la minería que existen hoy día en el país, se puede realizar por fuera del 
ordenamiento ambiental y territorial, conllevaría a que el país se ordenará con fundamento en 
esa actividad sectorial y no en los instrumentos de ordenamiento ambiental y territorial que 
tienen su razón de ser en la Constitución Política. 

Este aspecto es evidenciado por la Contraloría General de La República de Colombia, en el 
estudio denominado Minería en Colombia: Fundamentos para superar el modelo extractivista. 
Capítulo 1. Derechos, minería y conflictos. Aspectos normativos. Rodrigo E. Negrete Montes. 
Bogotá. 2013, que entre otras cosas señaló: 

La implementación del modelo extractivista de los recursos naturales no renovables, impulsado por los 
últimos gobiernos, se ha concretado en gran medida en la proliferación de títulos mineros y, de 
manera consecuente, en el incremento de actividades mineras en gran parte del territorio nacional. 

Esta situación ha conllevado a que se privilegien estas actividades extractivas por parte de diferentes 
entidades del Estado sobre otro tipo de actividades productivas, e incluso sobre los derechos 
fundamentales y colectivos de los colombianos, lo que ha convertido a la minería en una actividad 
generadora de conflictos sociales, ambientales, económicos y culturales en varias regiones del 
territorio nacional. 

A pesar de la grave afectación ambiental y social generada por la minería, en Colombia los títulos 
mineros se otorgan sin ningún tipo de rigor técnico, ni jurídico, basados en el principio de que "quien 
es primero en el tiempo, es primero en el derecho", es decir, que no existe una cualificación del 
explotador minero y, por consiguiente, no existe un proceso de selección del mejor postor. Esto, salvo 
lo concerniente a las denominadas áreas estratégicas mineras, donde de acuerdo con el Código de 
Minas, para su adjudicación se debe surtir un proceso de selección objetiva, el cual aún no cuenta con 
suficiente desarrollo. 

Las actividades mineras, tanto a cielo abierto como subterránea, legal e ilegal, se desarrollan en 
muchos casos en ecosistemas estratégicos para la conservación ambiental, como páramos, bosques, 
humedales, ríos, zonas de inundación, selvas, zonas de nacimiento de aguas y de recargas de 
acuíferos, ocasionando la pérdida de importantes áreas para la conservación ambiental y la vida de los 
habitantes del territorio, incluidos las comunidades negras, indígenas, colonos, campesinos. 
Adicionalmente, la actividad minera causa graves impactos en las áreas urbanas, como ocurre en el 
sector del valle medio del Río Tunjuelo, en el perímetro urbano del Distrito Capital. 
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Además del grave impacto que estas actividades (exploración y explotación minera) generan al agua, 
al suelo, al aire, a la biodiversidad y al paisaje, no son objeto de un control riguroso 

por parte de las entidades mineras, ambientales y territoriales, a lo que se suma que por ser 
consideradas de utilidad pública e interés social por el artículo 13 del Código de Minas -Ley 685 de 
2001-, están ocasionando una serie de conflictos sociales en muchas regiones del país, por cuanto 
diversas entidades estatales están privilegiando a dichas actividades sobre los derechos fundamentales 
de las comunidades y, por lo tanto, desconociendo la jerarquía de derechos previsto en el 
ordenamiento jurídico. 

A finales de diciembre de 2012, en Colombia habían sido suscritos 9.400 títulos mineros, cubriendo 5,6 
millones de hectáreas De estos, 3.760 están en explotación y abarcan cerca de 2,1 millones de 
hectáreas, un área cercana al 1,8 por ciento del territorio nacional. 

Se estima que en la actualidad existen más de diecinueve mil (19.000) solicitudes mineras por 
resolverá, que sumados a las otorgadas y a las declaradas áreas estratégicas mineras en el Amazonas4 
(Departamentos de Amazonas, Guainía, Guaviare, Vaupés, Vichada) y el Pacífico (Departamento de 
Chocó (Riosucio, luradó, Carmen del Darién) que según la Resolución 045 del 20 de junio de 2012 de 
la Agencia Nacional de Minería, suman una extensión cercana a 22,3 millones de hectáreas, se puede 
señalar que en el país las áreas con interés minero abarcan cerca de cuarenta (40) millones de 
hectáreas de las ciento catorce(114) millones de hectáreas que conforman el territorio continental. 

Lo anterior conlleva a que más de una tercera parte del territorio continental de Colombia cuenta con 
título minero está solicitado para titulación o está destinado para el desarrollo minero a través de las 
áreas estratégicas mineras, lo que de por sí es una cifra alarmante, más aún cuando Colombia es el 
país con mayor biodiversidad por kilómetro cuadrado del planeta, y cuando las normas e instrumentos 
que regulan estas actividades no son lo suficientemente efectivas para proteger, resguardar y 
mantener de manera adecuada los recursos naturales renovables y los derechos fundamentales de los 
habitantes del país. 

De igual forma, el grave impacto ambiental que está ocasionando la minería ha sido 
evidenciado por la Corte Constitucional a través de la Sentencia C-339/02, mediante la cual, 
entre otras cosas, señaló los impactos más representativos que ocasionan estas actividades: 

Es un hecho evidente que la industria extractiva produce una gran cantidad de desechos y 
desperdicios. El proceso de transformación de grandes masas de materiales para el aprovechamiento 
de los minerales útiles deja forzosamente materiales residuales que deterioran el entorno físico de la 
región en la cual se adelantan las labores afectando el paisaje y los suelos agrícolas. En los Estados 
Unidos de Norteamérica por lo menos 48 sitios "Superfund" (sitios de limpieza de residuos peligrosos, 
financiados por el gobierno federal) fueron anteriormente operaciones mineras. Resulta especialmente 
ilustrativo el estudio realizado por el Environmental Law Institut Mecanismos para regular el Impacto 
Ambiental de la Minería en los Estado Unidos: Capítulo V del libro "Consideraciones de un régimen 
jurídico ambiental para la minería en Argentina.. Estudio Analítico número 5. 1995" sobre el impacto 
ambiental ocasionado con la extracción de minerales: 
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Cada vez que un mineral es extraí o de la superficie o del subsuelo, un elemento estructural es 
removido. A menos de que sean con roladas cuidadosamente, las técnicas superficiales de extracción 
pueden causar inestabilidad en las pendientes y erosión del suelo. En el caso de la minería del 
subsuelo, la capa superficial del si io explotado puede moverse y/o hundirse en un movimiento 
geológico conocido como "hundimiento". En la superficie, esto puede causar sumideros u hoyos. 
Debido al colapso del estrato y las fr duras dentro de las rocas del estrato, el agua superficial puede 
filtrarse a través de la cavidad de la mina y disminuir el nivel de agua freática. Los niveles de agua 
freática pueden además ser interrumpidos o eliminados. El bombeo necesario para mantener el área 
de extracción limpia durante las operaciones mineras puede disminuir los niveles de agua freática. 
Estos esquemas de flujo distorsionados no pueden ser mejorados necesariamente durante la 
recuperación. 

H drenaje de la mina ocasionado por la sobrecarga de explosivos u otros materiales removidos para 
tener acceso al mineral, puede contener sedimento, metal y sulfuro. El drenaje ácido de la mina se da 
cuando la pirita se descompone por medio de la exposición al oxígeno y agua atmosféricos. El agua 
ácida, en cambio, puede ocasionar la colación de metales pesados de las rocas a su alrededor. La 
contaminación del agua causada por el drenaje ácido o la contaminación metalúrgica, puede ocurrir al 
mismo tiempo de la extracción y continuar filtrándose desde las minas, túneles, y jales. por cientos de 
años, después de que la extracción ha finalizado.(...). 

En ese sentido, es evidente que si bien las normas nacionales como el Código de Minas 
señalan que el otorgamiento de títulos mineros y de licencias ambientales está atribuida a 
autoridades mineras y ambientales, como la Agencia Nacional de Minería -ANM- y la 
Autoridad Nacional de Licencias Ambientales —ANLA-, corporaciones autónomas regionales y 
demás autoridades ambientales, no es menos cierto que no se puede desligar el impacto que 
la actividad minera genera sobre el ambiente y los recursos naturales renovables y sobre las 
comunidades asentadas en los sitios donde se desarrollan los proyectos y, consecuentemente, 
de los procesos de ordenamiento territorial y de defensa del patrimonio ecológico que 
corresponde a los municipios y distritos. 

Por mandato constitucional y legal, es a los municipios y distritos a quienes corresponde 
regular el uso del suelo y, consecuentemente, son estos quienes deben asumir todos los 
conflictos que está generando la minería en su territorio. 

A diferencia de lo que se señala en la parte motiva del Decreto demandado en cuanto 
expresa que el ordenamiento minero no hace parte del ordenamiento territorial y, por ende, 
de las competencias o facultades de las entidades territoriales, la realidad constitucional, legal 
y fáctica del país demuestra lo contrario. En ese sentido se debe expresar que los procesos 
de ordenamiento minero y la titulación minera, no son ajenos al proceso de ordenamiento 
ambiental y territorial que se adelanta en el país, como se reitera a continuación. 
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De acuerdo con lo anterior, además de lo dispuesto en los artículos de la Constitución Política 
antes citados, la Ley 388 de 1997 señala lo siguiente: 

Artículo lo: Objetivos. La presente Ley tiene por objetivos: 

2. El establecimiento de los mecanismos que permitan al municipio, en ejercicio de su autonomía, 
promover el ordenamiento de su territorio, el uso equitativo y racional del suelo, la preservación y 
defensa del patrimonio ecológico y cultural localizado en su ámbito territorial y la prevención de 
desastres en asentamientos de alto riesgo, así como la ejecución de acciones urbanísticas eficientes. 

4. Promover la armoniosa concurrencia de la Nación, las entidades territoriales, las autoridades 
ambientales y las instancias y autoridades administrativas y de planificación, en el cumplimiento de las 
obligaciones constitucionales y legales que prescriben al Estado el ordenamiento del territorio, para 
lograr el mejoramiento de la calidad de vida de sus habitantes. 

..) 
Artículo 2°.- Principios. El ordenamiento del territorio se fundamenta en los siguientes principios: 
1. La función social y ecológica de la propiedad. 
2. La prevalencia del interés general sobre el particular. 
3. La distribución equitativa de las cargas y los beneficios. 

Artículo 30: Función pública del urbanismo. El ordenamiento del territorio constituye en su conjunto 
una función pública, para el cumplimiento de los siguientes fines: 
1. Posibilitar a los habitantes el acceso a las vías públicas, infraestructuras de transporte y demás 
espacios públicos, y su destinación al uso común, y hacer efectivos los derechos constitucionales de la 
vivienda y los servicios públicos domiciliarios. 
2. Atender los prorésos de cambio en el uso del suelo y adecuarlo en aras del interés común, 
procurando su utilización racional en armonía con la función social de la propiedad a la cual le es 
inherente una función ecológica, buscando el desarrollo sostenible. 
3. Propender por el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, la distribución equitativa de 
las oportunidades y los beneficios del desarrollo y la preservación del patrimonio cultural y natural. 
4. Mejorar la seguridad de los asentamientos humanos ante los riesgos naturales. 

Artículo 5°.- Concepto. El ordenamiento del territorio municipal y distrital comprende un conjunto de 
acciones político-administrativas y de planificación física concertadas, emprendidas por los municipios o 
distritos y áreas metropolitanas, en ejercicio de la función pública que les compete, dentro de los 
límites fijados por la Constitución y las leyes, en orden a disponer de instrumentos eficientes para 
orientar el desarrollo del territorio bajo su jurisdicción y regular la utilización, transformación y 
ocupación del espacio, de acuerdo con las estrategias de desarrollo socioeconómico y en armonía con 
el medio ambiente y las tradiciones históricas y culturales 

Artículo 60: Objeto. El ordenamiento del territorio municipal y distrital tiene por objeto 
complementar la planificación económica y social con la dimensión territorial, racionalizar las 
intervenciones sobre el territorio y orientar su desarrollo y aprovechamiento sostenible, mediante: 
1. La definición de las estrategias territoriales de uso, ocupación y manejo del suelo, en función de los 
objetivos económicos, sociales, urbanísticos y ambientales. 
2. El diseño y adopción de los instrumentos y procedimientos de gestión y actuación que permitan 
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ejecutar actuaciones urbanas integrales y articular las actuaciones sectoriales que afean la estructura 
del territorio municipal o distrital. 
3. La definición de los programas y proyectos que concretan estos propósitos. 
El ordenamiento del territorio municipal y distrital se hará tomando en consideración las relaciones 
intermunicipales, metropolitanas y regionales; deberá atender las condiciones de diversidad étnica y 
cultural, reconociendo el pluralismo y el respeto a la diferencia; e incorporará instrumentos que 
permitan regular las dinámicas de transformación territorial de manera que se optimice la utilización de 
los recursos naturales y humanos para el logro de condiciones de vida dignas para la población actual 
y las generaciones futuras 
Artículo 90.- Plan de Ordenamiento Territorial. El plan de ordenamiento territorial que los municipios 
y distritos deberán adoptar en aplicación de la presente Ley, al cual se refiere el artículo 41 de la Ley 
152 de 1994, es el instrumento básico para desarrollar el proceso de ordenamiento del territorio 
municipal. Se define como el conjunto de objetivos, directrices, políticas, estrategias, metas, 
programas, actuaciones y normas adoptadas para orientar y administrar el desarrollo físico del 
territorio y la utilización del suelo. 

A su vez, el artículo 10 de la Ley 388 de 1997, sobre las "Determinantes de los planes de 
ordenamiento territorial" dispone que: 

En la elaboración y adopción de sus planes de ordenamiento territorial los municipios y distritos 
deberán tener en cuenta las siguientes determinantes, que constituyen normas de superior jerarquía, 
en sus propios ámbitos de competencia de acuerdo con la Constitución y las leyes: 

1. Las relacionadas con la conservación y protección del medio ambiente, los recursos naturales la 
prevención de amenazas y riesgos naturales, así: 

a) Las directrices, normas y reglamentos expedidos en ejercicio de sus respectivas facultades legales, 
por las entidades del Sistema Nacional Ambiental, en los aspectos relacionados con el ordenamiento 
espacial del territorio, de acuerdo con la Ley 99 de 1993 y el Código de Recursos Naturales, tales 
como las limitaciones derivadas de estatuto de zonificación de uso adecuado del territorio y las 
regulaciones nacionales sobre uso del suelo en lo concerniente exclusivamente a sus aspectos 

ambientales; 
b) Las regulaciones sobre conservación, preservación, uso y manejo del medio ambiente y de los 
recursos naturales renovables, en las zonas marinas y costeras; las disposiciones producidas por la 
Corporación Autónoma Regional o la autoridad ambiental de la respectiva jurisdicción, en cuanto a la 
reserva, alindamiento, administración o sustracción de los distritos de manejo integrado, los distritos 
de conservación de suelos, las reservas forestales y parques naturales de carácter regional; las normas 
y directrices para el manejo de las cuencas hidrográficas expedidas por la Corporación Autónoma 
Regional o la autoridad ambiental de la respectiva jurisdicción; y las directrices y normas expedidas 
por las autoridades ambientales para la conservación de las áreas de especial importancia 

ecosistémica; 
c) Las disposiciones que reglamentan el uso y funcionamiento de las áreas que integran el sistema de 
parques nacionales naturales y las reservas forestales nacionales: 
d) Las políticas, directrices y regulaciones sobre prevención de amenazas y riesgos naturales, el 
señalamiento y localización de las áreas de riesgo para asentamientos humanos, así como las 
estrategias de manejo de zonas expuestas a amenazas y riesgos naturales. 
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2. Las políticas, directrices y regulaciones sobre conservación preservación y uso de las áreas e 
inmuebles consideradas como patrimonio cultural de la Nación y de los departamentos, incluyendo el 
histórico, artístico y arquitectónico, de conformidad con la legislación correspondiente. 

3. El señalamiento y localización de las infraestructuras básicas relativas a la red vial nacional y 
regional, puertos y aeropuertos, sistemas de abastecimiento de agua, saneamiento y suministro de 
energía, así como las directrices de ordenamientos para sus áreas de influencia. 

4. Los componentes de ordenamiento territorial de los planes integrales de desarrollo metropolitano, 
en cuanto se refieran a hechos metropolitanos, así como las normas generales que establezcan los 
objetivos y criterios definidos por las áreas metropolitanas en los asuntos de ordenamiento del 
territorio municipal, de conformidad con lo dispuesto por la Ley 128 de 1994 y la presente Ley". 

Nótese que en las determinantes del ordenamiento territorial, se incluyen no solo "políticas, 
directrices y regulaciones, normas y reglamentos': sino actividades particulares y concretas, 
como son las "infraestructuras básicas relativas a la red vial nacional y regional, puertos y 
aeropuertos, sistemas de abastecimiento de agua, saneamiento y suministro de energía': que 
tal y como lo reconoce expresamente el Consejo de Estado en el fallo del 18 de marzo de 
2010 -al que nos referiremos a continuación-, son las únicas actividades que no pueden ser 
prohibidas en los POT por tratarse de determinantes del ordenamiento territorial. 

La Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, Consejo de Estado. Consejero 
ponente: Rafael E. Ostau de Lafont Pianeta. Bogotá, D.C., 18 de marzo de 2010. Radicación 
número: 11001-03-24-000-2005-00185-01. Actor: Laura Andrea Guillem, Demandado: 
Tribunal Administrativo de Boyacá. Referencia: Acción de nulidad sobre el Decreto 2201 de 
2003 10  a través del cual se reglamentó el artículo 10 de la Ley 388 de 1997, expresó .  

Leído dichos textos, salta a la vista que el primero y en lo que concierne a la elaboración de los planes 
de ordenamiento territorial por los municipios y distritos, reitera el carácter de Estado Unitario acogido 
por el Constituyente Colombiano desde 1886 y la consecuente sujeción de las decisiones territoriales a 

10 Decreto 2201 de 2003. Articulo lo. Los proyectos, obras o actividades considerados por el legislador de utilidad pública e interés 
social cuya ejecución corresponda a la Nación, podrán ser adelantados por esta en todo el tenitorio nacional, de manera directa o indirecta a 
través de cualquier modalidad contractual, previa la expedición de la respectiva licencia o del correspondiente instrumento administrativo de 
manejo y control ambiental por parte de la autoridad ambiental correspondiente. 

Parágrafo. De igual manera, se podrán ejecutar los proyectos, obras o actividades que sean considerados de utilidad pública e 
interés social que no requieran de la obtención previa de licencias o demás instrumentos administrativos de manejo y control ambiental. 

Artículo 2°. Los planes, planes básicos o esquemas de ordenamiento territorial de los municipios y distritos en ningún caso serán 
oponibles a la ejecución de proyectos, obras o actividades a los que se refiere el artículo primero del presente decreto. 

Artículo 3°. La decisión sobre la ejecución de los proyectos, obras o actividades a que se refiere el artículo primero, deberán ser 
informados por la autoridad correspondiente al municipio o distrito en cuya jurisdicción se pretenda realizar. 

Los interesados en los proyectos, obras o actividades deberán entregar a los municipios y distitos la información pertinente sobre 
tales actividades, con el fin de que sea incorporados en el proceso de formulación, concertación, adopción, revisión y ajuste de los planes, 
planes básicos o esquemas de ordenamiento territorial de los municipios y distritos. 
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la normativa nacional, conformada por la ley y la Constitución Política, al prever que tales planes los 
han de adoptar dentro de sus propios ámbitos de competencia, de acuerdo con la Constitución y 
las leyes. 

Que como concreción de ello, advierte del carácter de norma de superior jerarquía que tienen las 
determinantes señaladas en sus numerales transcritos, pudiéndose observar sin necesidad de 
comentarios adicionales que esas "determinantes" son aspectos de interés social y general para la 
sociedad colombiana y que para la protección desarrollo o satisfacción de los mismos,  ellas comportan 
obras que son susceptibles de ser declaradas de utilidad pública o social por el legislador, como es el 
caso por ejemplo de las determinantes señaladas en el numeral 3° del comentado artículo 10, pues se 
refiere al señalamiento y localización de las infraestructuras básicas relativas a la red vial 
nacional y regional, puertos y aeropuertos, sistemas de abastecimiento de agua, 
saneamiento y suministro de energía, así como las directrices de ordenamientos para sus 
áreas de influencia. 

En ese orden, se evidencia que el decreto enjuiciado se enmarca en ese artículo 10 toda vez que en 
lo referente a "Los proyectos, obras o actividades considerados por el legislador de utilidad pública e 
interés social cuya ejecución corresponda a la Nación.", no hace más que explicitar la primacía de la 
voluntad del legislador y la consecuente relación de subordinación a ésta, así como la coordinación y 
previsión o planeación que el ordenamiento jurídico, en especial el precitado artículo 10, le impone a 
los municipios y distritos para la elaboración de sus respectivos planes de ordenamiento territorial. 

En otras palabras, el Decreto le está dando desarrollo a las determinantes señaladas en el artículo 10 
de la Ley 388 de 1997, en cuanto se trate de los mencionados asuntos, obras o actividades que 
correspondan a esas determinantes, cuya ejecución le corresponda a la Nación, los cuales deben ser 
tenidos como norma de superior jerarquía en la elaboración de los planes de ordenamiento territorial 
por los municipios en virtud de dicho artículo y no del decreto. 

Conviene recabar que los proyectos, obras o actividades considerados por el legislador de utilidad 
pública, indicados en el artículo 1° del decreto acusado, no pueden ser más que del contenido y para 
los objetos o fines señalados en las cuatro determinantes del reglamentado artículo 10, lo que significa 
que no gozan de la preeminencia prevista en este artículo 10 de la Ley 388, los proyectos, obras o 
actividades que no guarden relación o no se enmarquen en esas cuatro determinantes, que en 
resumen son: 

• Las relacionadas con la conservación y protección del medio ambiente, los recursos naturales y 
la prevención de amenazas y riesgos naturales, 
• Las políticas, directrices y regulaciones sobre conservación, preservación y uso de las áreas e 
inmuebles consideradas como patrimonio cultural de la Nación y de los departamentos, incluyendo el 
histórico, artístico y arquitectónico, de conformidad con la legislación correspondiente. 
• El señalamiento y localización de las infraestructuras básicas relativas a la red vial nacional y 
regional, puertos y aeropuertos, sistemas de abastecimiento de agua, saneamiento y suministro de 
energía, así como las directrices de ordenamientos para sus áreas de influencia; y 
• Los componentes de ordenamiento territorial de los planes integrales de desarrollo 
metropolitano, en cuanto se refieran a hechos metropolitanos, así como las normas generales que 
establezcan los objetivos y criterios definidos por las áreas metropolitanas en los asuntos de 

11. 



ALCALDIA MAYOR 
DE noorrrA  D.C.  

ordenamiento del territorio municipal, de conformidad con lo dispuesto por la Ley 128 de 1994 y la 
presente ley. 

De suerte que el Decreto pudo o no haberse expedido y de todos modos tales asuntos siguen siendo 
parte de las normas de superior jerarquía constituidas por las aludidas determinantes, ya que en 
ellas de suyo están comprendidos "Los proyectos, obras o actividades considerados por el legislador de 
utilidad pública e interés social cuya ejecución corresponda a la Nación", por cuanto unos y otras 
usualmente están referidos a aspectos ambientales, de prevencion y protección de la población, 
conservación del patrimonio ambiental, cultural, arquitectónico, etc o a infraestructuras básicas 
relativas a la red vial nacional y regional, puertos y aeropuertos, sistemas de 
abastecimiento de agua, saneamiento y suministro de energta. 

Así las cosas, es claro que el decreto acusado guarda una relación directa, material e ineludible con el 
artículo 10 de la Ley 388 de 1997, y constituye un reglamento del mismo en la medida en que lo 
explícita y le da desarrollo en cuanto se refiere a los planes, obras y actividades que el legislador tenga 
declarados como de utilidad pública e interés social, cuya ejecución corresponda a la Nación, y en que 
unos y otras siempre van a tener relación con los planes de ordenamiento territorial toda vez que 
cualquier parte del territorio nacional es a su vez parte del territorio bajo la jurisdicción de un 
determinado municipio o distrito, por la división de aquél en éstos entes territoriales, pasando por los 
departamentos. 

Ahora bien, el comentado artículo 1 0  del Decreto en cuestión, parece ocuparse de una materia ajena 
al artículo 10 de la Ley 388 de 1998, pero puede entenderse así por cuanto lo concerniente a la 
contratación estatal y a las licencias ambientales o mecanismos de control ambiental, tienen su 
regulación en normatividades diferentes a las de la ley aquí reglamentada. 

Por ende, lo consignado en dicho artículo 1° no es en modo alguno una reglamentación de la forma de 
contratación de las obras que él se indican, sino una simple aclaración de que para efectos de su 
ejecución en las condiciones jurídicas señaladas en el artículo 10 de la Ley 388 de 1998, no interesa si 
los proyectos, obras o actividades de marras se desarrollan directamente por la Nación o por 
delegación, concesión suya o cualquier forma indirecta; como tampoco interesa la modalidad 
contractual utilizada, según el caso, que lo será atendiendo la normatividad pertinente de contratación 
estatal 

Así mismo, que podrán ejecutarse bajo el amparo del referido artículo 10 tanto cuando requieran 
licencia u otro "instrumento administrativo de manejo y control ambiental", como cuando no lo 
requieran según la ley lo cual de suyo es la normatividad ambiental la que lo ha de señalar en cada 
caso concreto. 

Todo ello implica que en cualquier caso, esos proyectos, obras y actividades se regirán por la 
normatividad de contratación estatal y la de control ambiental vigentes. 

En cuanto se refiere a la violación del artículo 20 de la misma ley, se infiere entonces que el Decreto 
no lo contraría, por la sencilla razón de que en virtud de lo establecido en el artículo 10 ya comentado, 
todo plan de ordenamiento territorial está sujeto a las normas superiores que en ese artículo se 
señalan y el Decreto no hace más que hacer una reglamentación de las mismas, en especial, de las 
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determinantes enunciadas. 

El Decreto no está señalando que los proyectos, obras y actividades de que él se ocupa se ejecuten 
por fuera o en contravía de los planes de Ordenamiento Territorial, sino que está dándole desarrollo al 
aludido artículo 10 en cuanto a la sujeción o armonización que tales planes le deben a esos proyectos, 
obras y actividades que se enmarcan en las determinantes que se fijan en la ley. 

Es claro, entonces, el Consejo de Estado al señalar cuáles son las actividades que priman 
sobre el POT, dentro de las cuales no se encuentra la minería. Al respecto se identifican varias 
situaciones: 

La primera, es que se listan expresamente actividades sectoriales como son las viales, 
portuarias y aeroportuarias y servicios públicos domiciliarios, actividades estas que 
cuentan con su propia regulación y que son consideradas por las normas que las 
regulan como de utilidad pública e interés social. 

La segunda situación, es que por su trascendencia, las actividades viales, portuarias y 
aeroportuarias son del orden nacional o regional; es decir, que desbordan el ámbito de 
competencia de los municipios y distritos y en tal sentido, son fomentadas y 
desarrolladas directa o indirectamente por entidades del orden nacional y regional, no 
por los municipios y distritos. Así mismo, las otras actividades relacionadas con 
"sistemas de abastecimiento de agua, saneamiento y suministro de energía" son 
servicios públicos a la luz de lo dispuesto en la Ley 142 de 1994, y como tal tienen una 
clara incidencia de utilidad pública e interés social. 

La tercera situación, tiene que ver con que las actividades mineras no se encuentran 
expresamente listadas en el artículo 10 de la Ley 388 de 1997, de manera tal que el 
legislador no las consideró de tal importancia que pudieran primar sobre los POT y no 
le es dable al ejecutivo modificar la ley agregando actividades que no se encuentran 
en ese listado positivo. Igualmente, las actividades mineras que afectan directamente 
el suelo municipal o distrital son ejecutadas directamente por particulares, quienes se 
lucran de la explotación de los recursos naturales no renovables y no son consideradas 
como servicio público que generen un beneficio social evidente. De hecho, es de 
público conocimiento que el carbón, el níquel, los minerales metálicos, como el oro, 
cuya explotación afecta gravemente al territorio, se exportan casi en su totalidad. 

Por otra parte, en el artículo 14 de la Ley 388 de 1997 se dispone: 

Artículo 140 .- Componente rural del plan de ordenamiento. El componente rural del plan de 
ordenamiento territorial es un instrumento para garantizar la adecuada interacción entre los 
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asentamientos rurales y la cabecera municipal, la conveniente utilización del suelo rural y las 
actuaciones públicas tendientes al suministro de infraestructuras y equipamientos básicos para el 
servicio de los pobladores rurales. 

Este componente deberá contener por lo menos: 

1. Las políticas de mediano y corto plazo sobre ocupación del suelo en relación con los asentamientos 
humanos localizados en estas áreas. 
2. El señalamiento de las condiciones de protección, conservación y mejoramiento de las zonas de 
producción agropecuaria, forestal o  minera. 
3. La delimitación de las áreas de conservación y protección de los recursos naturales paisajísticos, 
geográficos y ambientales, incluyendo las áreas de amenazas y riesgos, o que formen parte de los 
sistemas de provisión de los servicios públicos domiciliarios o de disposición final de desechos sólidos o 
líquidos. 
4. La localización y dimensionamiento de las zonas determinadas como suburbanas, con precisión de 
las intensidades máximas de ocupación y usos admitidos, las cuales deberán adoptarse teniendo en 
cuenta su carácter de ocupación en baja densidad, de acuerdo con las posibilidades de suministro de 
servicios de agua potable y saneamiento, en armonía con las normas de conservación y protección de 
recursos naturales y medio ambiente. 
5. La identificación de los centros poblados rurales y la adopción de las previsiones necesarias para 
orientar la ocupación de sus suelos y la adecuada dotación de infraestructura de servicios básicos y de 
equipamiento social. 
6. La determinación de los sistemas de aprovisionamiento de los servicios de agua potable y 
saneamiento básico de las zonas rurales a corto y mediano plazo y la localización prevista para los 
equipamientos de salud y educación. 
7. La expedición de normas para la parcelación de predios rurales destinados a vivienda campestre, las 
cuales deberán tener en cuenta la legislación agraria y ambiental. (Subrayado fuera de texto). 

Como se puede apreciar, de acuerdo con la Ley 388 de 1997 la regulación de los usos del 
suelo es integral e involucra, de manera lógica, decisiones sobre el posible desarrollo de 
actividades que, como las mineras, afectan el territorio. 

Por su parte, el artículo 35 de la Ley 685 de 2001 -Código de Minas- se refiere a las zonas de 
minería restringida y al respecto dispone: 

Articulo 35. Zonas de minería restringida. Podrán efectuarse trabajos y obras de exploración y de 
explotación de minas en las siguientes zonas y lugares, con las restricciones que se expresan a 
continuación: 

a) Dentro del perímetro urbano de las ciudades o poblados, señalado por los acuerdos municipales 
adoptados de conformidad con las normas legales sobre régimen municipal, salvo en las áreas en las 
cuales estén prohibidas las actividades mineras de acuerdo con dichas normas; (...) 

Sobre este aspecto, la Corte Constitucional, a través de la Sentencia C-339 de 2002, elaboró 
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un análisis jurídico imprescindible para el entendimiento de la problemática. Los temas objeto 
de estudio giraron en torno al derecho a un ambiente sano como construcción conjunta entre 
Estado y particulares, el impacto ambiental y el conflicto entre minería y conservación de la 
biodiversidad, entre otros, y manifiesta que debe existir interdependencia solidaria, toda vez 
que la actuación global es un imperativo racional y físico donde deben confluir el accionar del 
Estado en todas sus ramas e involucrar aspectos ambientales, territoriales, culturales y 
sociales, aspecto este que analizaremos posteriormente. Señaló el Alto Tribunal: 

"6. Artículo 35. Zonas de minería restringida. 

..) 
El artículo 35 objeto de análisis es una norma general permisiva, que permite la exploración y 
explotación minera pero con limitaciones o restricciones. Pretende recoger las normas constitucionales 
explicadas en la primera parte de esta sentencia, que limitan la actividad minera al bien común, al plan 
de desarrollo, al derecho a un medio ambiente sano y la protección de biodiversidad en general. 

6.1. Literal a). Zonas urbanas. 

El actor considera inconstitucional la expresión "de acuerdo con dichas normas" contenida al final del 
literal a) del artículo 35 al remitirse únicamente a normas de carácter municipal, con lo cual se 
desconocerían las normas de superior jerarquía en materia ambiental. 

Nuevamente, el demandante realiza una interpretación equivocada de la norma, al establecer un 
supuesta prevalencia o preponderancia inexistente de la norma demandada sobre las demás. Esta 
Corporación en anterior oportunidad señaló la interdependencia que debe existir entre las normas 
ambientales y las propias del ordenamiento territorial, para explicar que aunque existe un ámbito 
global de la protección ambiental, la actuación local es un imperativo racional y físico en razón a la 
imposibilidad de actuar globalmente. Es así como se interrelacionan las autoridades ambientales 
nacionales y regionales con las autoridades territoriales, departamentales y municipales en una total 
solidaridad jurídica. En dicha oportunidad se dijo: 

"Pues bien, en aras de la consecución de los presupuestos constitucionales que propugnan por un 
medio ambiente sano, el legislador expidió las Leyes 99 de 1993 y 388 de 1997. La primera creó el 
Ministerio del Medio Ambiente, reorganizó el sector público encargado de la gestión y conservación del 
medio ambiente e instituyó el Sistema Nacional Ambiental (SINA). La segunda modificó las Leyes 9a de 

1989 y 38  de 1991 buscando armonizarlas, en materia de medio ambiente, con las nuevas 
orientaciones constitucionales, con la Ley Orgánica del Plan de desarrollo (Ley 152 de 1994), con la 
Ley Orgánica de Áreas Metropolitanas (Ley 128 de 1994) y con la precitada Ley 99 de 1993. 

A través de la Ley 99 de 1993, se establecieron entonces los fundamentos de la política ambiental 
colombiana dentro del propósito general de asegurar el desarrollo sostenible de los recursos naturales, 
proteger y aprovechar la biodiversidad del país y garantizar el derecho de los seres humanos a una 
vida saludable y productiva en armonía con la naturaleza (art. 1°). En este contexto, se reconoció al 
Ministerio del Medio Ambiente como el organismo rector de la gestión ambiental correspondiéndole 
definir las políticas y regulaciones a las que queda sometida la recuperación, conservación, protección, 
ordenamiento, manejo, uso y aprovechamiento de los recursos naturales renovables y el medio 
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ambiente (art. 2°). 

En igual medida, se reorganizo el Sistema Nacional Ambiental (SINA) como el conjunto de 
orientaciones, normas, actividades, recursos programas e instituciones que permiten la aplicación 
práctica de aquellos objetivos que propenden por la protección del patrimonio natural de la Nación y el 
mantenimiento de un ambiente sano. Desde el punto de vista de su organización jerárquica, el SINA 
quedó integrado, en orden descendente, por el Ministerio del Medio Ambiente, las Corporaciones 
Autónomas Regionales, los departamentos y distritos o municipios (art. 4°). 

En lo que toca con las Corporaciones Autónomas Regionales éstas se constituyen en entes 
corporativos de carácter público, con autonomía administrativa y financiera, patrimonio propio y 
personería jurídica, encargadas de administrar, dentro del área de su jurisdicción, el medio ambiente y 
los recursos naturales renovables para asegurar su desarrollo sostenible (art. 23). En el marco general 
de sus funciones, se les reconoce entonces como las máximas autoridades ambientales a nivel de sus 
respectivas jurisdicciones, asignándoles la labor de participar con los demás organismos y entes 
competentes en los respectivos procesos de planificación y ordenamiento territorial, con el propósito 
de que el factor ambiental sea tenido en cuenta frente a las decisiones que se adopten en tales 
procesos (art. 31). En la misma medida les corresponde a las corporaciones autorizar las concesiones, 
permisos, autorizaciones y licencias ambientales requeridas para el desarrollo y ejecución de cualquier 
actividad —industrial, forestal, portuaria, de explotación y exploración, de obra, etc- que de acuerdo 
con la ley o los reglamentos pueda afectar el medio ambiente, alterar el normal desarrollo sostenible 
de los recursos naturales renovables o, en su defecto, introducir modificaciones notorias al paisaje. 
(arts. 31, 49 y 50). 

Por su parte, la Ley 388 de 1997 actualizó las normas existentes sobre planes de desarrollo municipal 
(Ley 9a de 1989) y sobre el sistema nacional de vivienda de interés social (Ley 3a de 1991), 
estableciendo los mecanismos que le permiten a los municipios, en ejercicio de su autonomía, 
promover el ordenamiento de su territorio, el uso equitativo y racional del suelo, y la preservación y 
defensa del patrimonio ecológico localizado en su jurisdicción (art. 1°). 

Haciendo referencia expresa al concepto de ordenamiento territorial, se dispuso en la ley que el mismo 
comprende el conjunto de acciones político-administrativas y de planificación física emprendidas por 
los municipios o distritos y áreas metropolitanas, tendientes a disponer de instrumentos eficaces para 
orientar el desarrollo del territorio bajo su jurisdicción y, de esta manera, regular la utilización, 
transformación y ocupación del espacio, en armonía con las estrategias de desarrollo socioeconómico y 
de conservación del medio ambiente (art. 5°). 

Se fijan en la preceptiva legal citada, las competencias en materia de ordenamiento territorial 
correspondiéndole a la Nación el señalamiento de la política general en ese campo, al nivel 
departamental la elaboración de las directrices y orientaciones para la organización de su territorio, al 
nivel metropolitano la formulación de los planes integrales de desarrollo metropolitano y, a los 
municipios y distritos, la adopción de los planes de ordenamiento territorial en armonía con las políticas 
nacionales, departamentales y metropolitanas (art. 7°). 

Dentro de ese contexto, se define igualmente el plan de ordenamiento territorial (POT) como "el 
conjunto de objetivos directrices políticas, estrategias, metas, programas, actuaciones y normas 
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adoptadas para orientar y administr r el desarrollo físico del territorio y la utilización del suelo" (art. 
9°). También se instituyen los d nominados planes parciales, entendiendo como tal aquellos 
instrumentos mediante los cuales se desarrollan y complementan las normas que integran los planes 
de ordenamiento territorial cuando s trata de determinadas áreas del suelo urbano, áreas incluidas en 
el suelo de expansión urbana y aq ellas que deban desarrollarse mediante unidades de actuación 
urbanística, macroproyectos u otras o eraciones urbanas especiales (art. 19). 

A partir de la finalidad asignada a los planes de ordenamiento, se dispone su adopción obligatoria y se 
prohibe a los agentes públicos o privados la realización de actuaciones urbanísticas por fuera de las 
previsiones contenidas en éstos, en los planes parciales y, en general, en las normas que los 
complementan y adicionan. En este sentido, para efectos del otorgamiento de licencias urbanísticas y 
para la definición de programas y proyectos de los planes de desarrollo de los municipios, las 
autoridades administrativas deberán tener en cuenta, entre otros, los criterios ambientales fijados en 
los planes de ordenamiento territorial (arts. 20 y 21). 

En atención a que la administración del medio ambiente en todo el territorio nacional está a cargo de 
las Corporaciones Autónomas Regionales —ejercido a nivel de sus respectivas jurisdicciones-, y a que 
los planes de ordenamiento territorial buscan fijar las políticas y directrices sobre desarrollo físico del 
territorio y uso del suelo, el artículo 24 de la propia Ley 388 regula lo relativo a las instancias de 
consulta y concertación que deben surtir los POT a efecto cumplirse el respectivo control ambiental. Se 
dispone en la norma que, con anterioridad a la presentación del proyecto al Concejo distrital o 
municipal para su correspondiente aprobación, el POT debe ser sometido a la consideración de la 
respectiva Corporación Autónoma Regional para que, dentro de los 30 días siguientes proceda a dar 
su consentimiento en aquello que guarda relación con los asuntos exclusivamente ambientales. En el 
artículo 27 se regula el mismo trámite en tratándose de los planes parciales, los cuales deben ser 
conocidos por la autoridad ambiental competente para que emita concepto dentro de los 8 días 
siguientes." 

Conforme con lo anterior, la restricción de la minería en el perímetro urbano de las ciudades y poblados 
se encuentra sujeta a las normas ambientales y de ordenamiento territorial vigentes agregando  una 
exclusión de la explotación y exploración minera en aquellas áreas donde las normas territoriales lo 
prohiban expresamente. 

Para la Corte es Sri 	 dentro del perímetro urbano de las ciudades 	 , 
donde no estén prohibidas las actividades mineras, estas actividades sólo podrán efectuarse previo 
cumplimiento de las normas ambientales. 

En el caso que nos ocupa le asiste la razón al demandante, en cuanto a que la expresión "de acuerdo 
con dichas normas" da lugar a varios sentidos normativos. Uno de ellos permitiría interpretar que 
únicamente se refiere a las normas de carácter municipal excluyendo las demás, lo cual atentaría 
contra la protección ambiental constitucional, al desconocer la relación armónica que deben existir 
entre la Constitución, las normas de ordenamiento territorial, las normas ambientales nacionales y 
departamentales y las de cada municipio. 

El otro sentido normativo que estaría de acuerdo con los postulados Constitucionales incluye las 
normas ambientales nacionales, regionales y municipales en concordancia con el Plan de 
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Ordenamiento Territorial, como se señaló en la sentencia C-431 de 2000. (subrayado fuera de texto). 

Como se puede apreciar, la Corte Constitucional expresamente reconoce, como también lo 
hace el artículo 35 de la Ley 685 de 2001 -Código de Minas-, Que mediante los POT es  
factible prohibir la minería en el suelo urbano de los municipios y distritos,  aspecto 
que de manera flagrante es desconocida por el decreto demandado al disponer que los 
Concejos Municipales y las Asambleas Departamentales no podrán establecer zonas del 
territorio que queden permanentemente o transitoriamente excluidas de la minería mediante 
acuerdos municipales u ordenanzas departamentales respectivamente, por exceder el ámbito 
de sus competencias. 

Por su parte, el artículo 37 del Código de Minas dispone: 

Artículo 37. Prohibición legal. Con excepción de las facultades de las autoridades nacionales y 
regionales que se señalan en los artículos 34 y 35 anteriores, ninguna autoridad regional, seccional o 
local podrá establecer zonas del territorio que queden permanente o transitoriamente excluidas de la 
minería. 

Esta prohibición comprende los planes de ordenamiento territorial de que trata el siguiente artículo. 

El artículo 37 referido, es uno de los soportes que esgrime el gobierno nacional para prohibir 
a los municipios y departamentos que a su vez excluyan actividades mineras, no obstante en 
el artículo en cuestión se hace referencia al artículo 35 que como vimos expresamente 

 señala que los municipios y distritos pueden en los POT prohibir la minería en el 
suelo urbano,  tal y como lo reitera la Corte Constitucional en la sentencia C-339 de 2002 
antes citada, lo que es desconocido por el Decreto 934 de 2013. 

Así mismo, olvida el gobierno nacional que en el mismo Código de Minas, en los artículos 155 
y siguientes, regula lo concerniente a una determinada actividad minera como es el barequeo 
y sobre el que dispone lo siguiente: 

Artículo 155 Barequeo. El barequeo, como actividad popular de los habitantes de terrenos aluviales 
actuales, será permitida, con las restricciones que se señalan en los artículos siguientes. Se entiende 
que esta actividad se contrae al lavado de arenas por medios manuales sin ninguna ayuda de 
maquinaria o medios mecánicos y con el objeto de separar y recoger metales preciosos contenidos en 
dichas arenas. Igualmente, será permitida la recolección de piedras preciosas y semipreciosas por 
medios similares a los que se refiere el presente artículo. 

Artículo 156. Requisito para el barequeo. Para ejercitar el barequeo será necesario inscribirse ante el 
alcalde, como vecino del lugar en que se realice y si se efectuare en terrenos de propiedad privada, 
deberá obtenerse la autorización del propietario. Corresponde al alcalde resolver los conflictos que se 
presenten entre los barequeros y los de éstos con los beneficiarios de títulos mineros y con los 
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propietarios y ocupantes de terrenos. 

Artículo 157. Lugares no permitidos. No se permitirá el barequeo en los siguientes lugares: 
a) En los que no pueden realizarse labores mineras de acuerdo con el artículo 34 y los numerales a), 
b), c), d) y e) del artículo 35 de este Código; 
b) En los lugares que lo prohíban el Plan de Ordenamiento Territorial, por razones  de trarsilidad  
seguridad pública ornato y desarrollo urbano .  
c) En los lugares donde operen las maquinarias e instalaciones de los concesionarios de minas, más 
una distancia circundante de trescientos (300) metros (Subrayado fuera de texto). 

Como se puede apreciar, el barequeo como actividad minera no se puede desarrollar en los 
lugares donde esté expresamente prohibido en el POT, aspecto este que también es 
desconocido por el decreto objeto de la presente demanda. 

Es decir, que el mismo Código de Minas en los artículos 35 y 157 reconoce expresamente que 
en los POT se puede prohibir la minería, no obstante en el artículo 37 se dispone que no es 
factible establecer dicha prohibición, con lo que se vislumbra una evidente contradicción en la 
misma norma sectorial, lo que levanta un manto de duda sobre el real alcance de la referida 
norma, que en todo caso no puede prevalecer sobre la Constitución Política, según se dispone 
en el artículo 4 de la Carta. 

Adicionalmente, como expresó el Consejo de Estado en fallo del 18 de marzo de 2010 al 
pronunciarse sobre la legalidad del Decreto 2201 de 2003, mediante el cual se reglamentó el 
artículo 10 de la Ley 388 de 1997, las únicas actividades que no podían ser prohibidas en los 
POT son las señaladas en dicha ley, dentro de las cuales no se encuentra la minería, a pesar 
de ser considerada por el artículo 13 del Código de Minas como una actividad de utilidad 
pública e interés social. 

Entonces, como se puede apreciar,  existe un nexo directo entre las actividades  
mineras, la conservación ambiental, el uso sostenible y el ordenamiento ambiental  
y territorial, razón por la cual el decreto demandado desborda el marco legal y  
constitucional en el que manifiesta sustentarse y, en tal virtud, debe ser declarado 
nulo. 

De acuerdo con lo expuesto previamente, y atendiendo la facultad constitucional y legal de 
los concejos municipales para regular y ordenar el uso del suelo y defender su patrimonio 
ecológico; la relación inescindible que existe entre suelo y subsuelo; la afectación que sobre 
el suelo -y en general sobre el territorio- ocasiona la actividad minera; la ausencia de consulta 
previa y otros aspectos de índole constitucional que se verán más adelante, es evidente que 
el Decreto 934 de 2013 desborda la Constitución Política y debe ser declarado nulo. 
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EL DECRETO VIOLA LA AUTONOMÍA DE LOS MUNICIPIOS Y DISTRITOS AL 
PROHIBIRLES QUE REGULEN EL USO DEL SUELO FRENTE AL DESARROLLO DE 
ACTIVIDADES MINERAS. 

SECCIÓN 1 DE LA AUTONOMÍA TERRITORIAL 

Al tenor de lo establecido en el artículo 311 de la Carta Política, el municipio es la entidad 
fundamental de la división político-administrativa del Estado lo que implica que sus decisiones 
responden a los intereses locales y propios que irradian y alimentan el amplio espectro 
nacional para la toma de medidas y elaboración de políticas que reflejen las necesidades de la 
población colombiana. Además, dicho artículo establece que le corresponde, entre otras 
funciones, ordenar el desarrollo de su territorio, promover la participación comunitaria, el 
mejoramiento social y cultural de sus habitantes y cumplir las demás funciones que le asignen 
la Constitución y las leyes. 

Mediante la Sentencia C-517 de 1992 la Corte Constitucional estableció que, a la luz de la 
Constitución de 1991, existe una marcada tendencia hacia la acentuación y profundización de 
la descentralización y la autonomía concedidas a las entidades territoriales y en especial, a los 
municipios: 

"Dada su relevancia para el estudio de los cargos formulados en la demanda, señalaremos 
seguidamente los principales aspectos en los cuales se manifiesta la primera de las tendencias 
mencionadas en relación con los municipios. 

Varias normas dan cuenta de la tendencia en cuestión. En efecto: 

lo. Se convierte al municipio en "la entidad fundamental de la división político-administrativa del 
Estado" (C.N. 311), con lo cual se debilita el acento marcadamente centralista de la Constitución de 
1886, que lo concebía como ente secundario y subordinado en importancia a las instancias central y 
departamental. En contraste, el ordenamiento constitucional actual lo concibe como la célula básica y 
primaria del Estado colombiano.  

2o. De manera congruente con su importancia, se asigna al municipio por cláusula general de 
competencia la satisfacción de las necesidades locales, tales como: " prestar los servicios públicos 
que determine la ley, construir las obras que demande el progreso local ordenar el desarrollo de su 
territorio,  promover la participación comunitaria, el mejoramiento social y cultural de sus habitantes..." 
(Art 311 C.N.) 

La estrategia de fortalecimiento de la descentralización y la autonomía consagradas en favor del 
municipio, en la Carta de 1991 comprendió las variables determinantes de la vida municipal. Es así 
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como en efecto, en el ámbito político se aprecia un visible fortalecimiento de la orticioación ciudadana 
y comunitaria en el municipio de modo aue se constituye en el espacio esencial del discurrir 
democrático. 

Con la elección popular de alcaldes y la consulta popular en el plano municipal (Acto Legislativo No. 
lo. de 1986), como también con la participación de representantes de la comunidad en las juntas 
administradoras locales y en las juntas directivas de las empresas de servicios públicos (Ley 11 de 
1986), se inició la apertura de espacios para el ejercicio de la democracia local. De esa manera, 
además de entidades encargadas de la prestación de servicios los municipios se convirtieron en  
lugares donde las comunidades determinan, deciden y resuelven los asuntos de su interés, en  aras de 
su propio desarrollo. 
(.. .1  
Igualmente, la Carta de 1991 refuerza la capacidad administrativa y operativa de los gobiernos locales 
para que puedan dar una respuesta adecuada a las necesidades y aspiraciones de sus comunidades, al 
asignarles competencias tales como las que el artículo 313 confiere a los concejos a saber: 

- Reglamentar las funciones y la eficiente prestación de los servicios a cargo del municipio (numeral 
lo.). 
- Adoptar los correspondientes planes y programas de desarrollo económico y social y de obras 
públicas (numeral 2o.). 

Se consagra así la planeación integral a partir de una concepción globalizante del municipio como 
unidad político-territorial y no únicamente como una competencia de ordenamiento físico del suelo 
urbano. 

4. EL REDUCTO MININO DE LA AUTONOMIA EN LA CONSTITUCION. 

(.-) 
De otra parte, es claro también que la garantía constitucional de la autonomía de las entidades 
territoriales tiene un contenido básico material, deducible de la Carta, el cual sirve de límite y guía a la 
acción del legislador, en su tarea de establecer la configuración concreta del mapa de competencias. 

Por eso es preciso a estas alturas, determinar en cuanto fuere posible los derechos propios que en 
virtud de la autonomía tienen las distintas entidades territoriales, vale decir, el reducto mínimo 
intocable que el legislador debe respetar en observancia de lo dispuesto por el Constituyente de 1991. 

a.- En primer lugar, las entidades territoriales tienen el derecho a gobernarse por autoridades propias. 
Este derecho se ejerce mediante el voto directo de los habitantes del respectivo territorio y de él se 
deriva la facultad de que gozan las autoridades electas para definir el ejercicio de la autonomía 
territorial y dentro de los límites del principio de unidad nacional, los destinos de la respectiva entidad. 
Con este fin se han creado mecanismos de participación ciudadana, como los contemplados en los 
artículos 40 y 103 de la Constitución Nacional. 

De lo anterior es claro que el Constituyente buscó mucho más que una mera descentralización 
administrativa. En efecto la elección de las autoridades propias y los mecanismos de participación 
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po 	 elementos especiales de la descentralización 	que dota a la entidad del derecho, 
dentro del principio de unidad, de manejar los asuntos ue conciernan a su territorio a su..blación  
de manera autónoma. Vale decir de definir con criterio político, la viabilidad de asuntos de interés  

úbhco dentro de los límites del ente territorial. 

Las autoridades de las entidades territoriales tienen entonces determinadas atribuciones políticas que 
en caso de conflicto con otros intereses deben ser tenidas en cuenta so pena de vulnerar la garantía 
de la autonomía territorial.  

b.- Las entidades territoriales, en virtud de la autonomía que les atribuye la Carta tienen derecho a 
ejercer las competencias que les corresponda. 

En general son la Constitución y la Ley Orgánica del Ordenamiento Territorial las encargadas de definir 
tales competencias. Así a falta de esta última en principio los entes territoriales tienen derecho a 
ejercer las competencias a las que se refiere la Carta.  

En materia municipal, además de las atribuciones políticas la Constitución señala, entre otras, las 
siguientes competencias: prestar los servicios públicos que determine la ley; construir las obras que 
demande el progreso local; ordenar el desarrollo de su territorio; promover la participación 
comunitaria, y promover el mejoramiento social y cultural de sus habitantes. (Art. 311 C. N.). 

De acuerdo con lo anterior es posible afirmar Que las autoridades munid. -les tienen la atribución  
política de decidir cuáles son las obras nue demanda el progreso social y cuales no, así como cuales  
son las medidas Que llevan a promover la participación comunitaria y el mejoramiento social y cultural.  
Si en la evaluación de conveniencia de determinadas medidas el interés del municipio se enfrenta a  
un interés departamental o nacional la tarea será en virtud de los principios de coordinación  
concurrencia y subsidiariedad resolver el conflicto en cada caso concreto.  

e.- Por último, es importante destacar que en virtud de las atribuciones anteriores, corresponde a las 
asambleas departamentales y a los concejos municipales adoptar los correspondientes planes y 
programas de desarrollo económico y social y de obras públicas. 

Así, según el art. 339 inc. 2 "Las entidades territoriales elaborarán y aprobarán de manera concertada 
entre ellas y el gobierno nacional planes de desarrollo, con el objeto de asegurar el uso suficiente de 
los recursos y el desempeño adecuado de las funciones que les hayan sido asignadas por la 
Constitución y la ley...".Será, en virtud de los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad, 
resolver el conflicto en cada caso concreto. 

Ahora bien, las competencias de los distintos entes territoriales, en un Estado unitario son ejercidas 
bajo los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad, tal y como lo dispone el art. 288 
arriba citado. En ningún caso puede entenderse que la ley pueda reducir a un ámbito mínimo el  
espacio de autonomía de las entidades territoriales.  

Así 	 io de coordinación no puede identificarse con el de control o tutela. Coordinación implica 
0~ción eficaz en la toma  de decisiones que es la única forma legítima, en un Estado 
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democrático, de llegar a una regul ción entre intereses diversos, así como la mejor manera  de 
ponderar aquellos intereses_gue  sean contradictorios.  

Igualmente, el principio de concurrencia evoca un proceso de participación imfle los entes 
autónomos. La concurrencia no puede significar imposición de hecho ni de derecho en el ejercicio  de 
las competencias para la defensa de los intereses resS 

Es claro que el principio de subsidiariedad está directamente relacionado con el  de 
com ementariedad en este caso como en los anteriores es es ialmente im rtante . a su 
apación_práctica que el apoyo funcional de un ente territorial a otro sea ejercido de tal forma  Que_ no 
lo  suplante en sus funciones o competencias.  (Subrayado fuera de texto) 

De lo anterior, se desprenden diferentes elementos que constituyen el pilar de la autonomía 
del municipio: 1. Los cuerpos colegiados de elección popular en el municipio es el espacio 
esencial para garantizar la participación democrática. 2. Dichos cuerpos colegiados transmiten 
la voluntad popular mediante el ejercicio de las facultades establecidas en el artículo 313. 3. 
Las comunidades deciden, por medio de los cuerpos colegiados de elección popular, los 
asuntos de su interés y su propio desarrollo. 4. A falta de competencias asignadas por la Ley 
Orgánica de Ordenamiento Territorial, los entes territoriales deben acogerse a las 
disposiciones constitucionales. 5. Si el interés del municipio se enfrenta a uno nacional, deben 
aplicarse los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad (artículo 288 de la 
Constitución Política). 

Por lo mencionado, el artículo 313 de la Constitución Política que faculta a los Concejos 
Municipales para reglamentar el uso del suelo y la defensa de su patrimonio ecológico impone 
que los Concejos Municipales y, en ese entendido, adoptar las determinaciones que 
consideren pertinentes como representantes de los intereses de los electores. 

En tal sentido, los entes territoriales -y en especial los municipios- cuentan con un régimen de 
autonomía que les permite adoptar determinaciones con relación a sus propios y particulares 
intereses, sin que le sea dable al ejecutivo limitar esa facultad en aras de privilegiar interés 
particulares y concretos, como es el caso de las empresas mineras. 

Así, en repetidas ocasiones, la Corte Constitucional ha señalado la relación inescindible que 
existe entre República Unitaria y la autonomía de sus entidades territoriales sin que por esto 
se traspasen los límites de las competencias establecidas en el ordenamiento jurídico. De 
conformidad con la Sentencia C-004 de 1993: 

La introducción del concepto de autonomía, que implica un cambio sustancial en las relaciones centro- 
periferia, debe en todo caso ser entendida dentro del marco general del Estado unitario. De esta 
forma, a la ley corresponderá definir y defender los intereses nacionales, y para ello puede intervenir 
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en los asuntos locales, siempre ue no se trate de materias de competencia exclusiva de las entidades 
territoriales. En cualquier caso hay que tener en cuenta que de lo que se trata es de armonizar los  
distintos intereses y no simplemente de delimitarlos y separarlos. Por esto, Generalmente las  
competencias que se ejercen en los distintos niveles territoriales no son excluventes, por el contrario 
dichas competencias, como lo señala  lápropia Constitución deben ejercerse dentro de los principios  
de coordinación concurrencia y subsidiariedad. 

c.- Autonomía de las entidades territoriales en la Carta de 1991 

En este contexto, es de resaltar la importancia que ha adquirido el nivel local en la organización 
política y territorial del Es El auge de las ideas sobre diversidad y la revaloración de las diferencias 
culturales y de la libertad y la identidad comunitaria local, han inspirado un tipo de relación centro-
periferia, en la cual lo local posee una relevancia política desconocida hasta el momento. No sobra 
agregar que esta valoración de las diferencias no es ajena a la importancia que los derechos 
económicos, sociales y culturales, -con todo su trasunto igualitario a partir del reconocimiento de las 
diferencias-, han adquirido en el ámbito de la protección de los derechos humanos durante las últimas 
décadas. 

Este nuevo componente ideológico ha determinado cambios radicales en materia de participación 
política. Buena parte de los procedimientos y contenidos de la democracia participativa tienen 
aplicación en las comunidades locales. 

4) La introducción del concepto de autonomía de las entidades territoriales dentro de una República 
unitaria puede generar -en el ejercicio concreto del poder público-, una serie de conflictos de 
competencia entre el nivel central y los niveles seccional o local. Por eso en el proceso de articulación 
de los distintos intereses deben tenerse en cuenta los principios que introduce la Carta y las reglas que 
de ellos se derivan. 

En este sentido esta Corte ha considerado Lue existen al menos cuatro r las de solución de  
conflictos de competencia entre los distintos niveles territoriales que brevemente pueden ser 
resumidas así:  
. Si en el ejercicio de sus competencias se enfrentan el interés nacional y el interés de la entidad 
territorial, a tal punto que no pueden ser articulables, prevalecerá aquel que concentre el mayor valor  
social.  
. Si bien la ley, manifestación por excelencia de la soberanía en un Estado unitario tiene en la 
Constitución un valor relevante, ésta no puede ir hasta el 'unto de anular la autonomía de las  
entidades territoriales o coartar sus legítimas expresiones. Se trata entonces de dar aplicación al 
principio de vaciamiento de competencias.  
. En materia macroeconómica se intensifica el alcance y peso de lo unitario, con la consiguiente 
debilidad del elemento autónomo. 
. Por último, la delimitación de competencias entre los distintos ordenes territoriales y entre las 
entidades entre sí, debe establecerse en función del interés económico y territorial subyacente. 

En conclusión esta Corte considera que la introducción del concepto de autonomía, que implica un 
cambio sustancial en las relaciones centro-periferia, debe en todo caso ser entendida dentro del marco 
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general del Estado unitario. De est forma, a la ley corresponderá definir y defender los intereses 
nacionales, y para ello puede interve ir en los asuntos locales, siempre que no se trate de materias de 
competencia exclusiva de las entida es territoriales. En cualquier caso, hay que tener en cuenta que 
de lo que se trata es de armoniz r los distintos intereses, y no simplemente de delimitarlos y 
separarlos. Por esto, generalmente la competencias que se ejercen en los distintos niveles territoriales 
no son excluyentes, Por el contrario chas competencias, como lo señala la propia Constitución, deben 
ejercerse dentro de los principios de oordinación, concurrencia y subsidiariedad. 

SECCIÓN 2: PARTICIPACIÓN DEMOCRÁTICA 

En igual sentido, es pertinente tener en cuenta lo manifestado por el Alto Tribunal 
Constitucional en la Sentencia C-535 de 1996, en cuanto al núcleo esencial de la autonomía y 
su alcance en las decisiones que le compete a las entidades territoriales: 

La unidad de la nación y la autonomía territorial 

3- El artículo lo. de la Carta introduce el concepto de autonomía de las entidades territoriales como 
elemento integrante de una República unitaria y descentralizada. La unidad así expresada no puede 
entonces confundirse con centralismo y hegemonía pues la forma de Estado unitaria no choca con el 
reconocimiento de la diversidad territorial, que se expresa en la consagración de la autonomía local, 
por lo cual "es la concepción de la unidad como el todo que necesariamente se integra por las partes y 
no la unidad como bloque monolítico"[1]. Por ello la autonomía de la que gozan las diferentes 
entidades territoriales no es un mero traspaso de funciones y responsabilidades del centro a la 
periferia sino que se manifiesta como un poder de dirección política, que le es atribuido a cada 
localidad por la comunidad a través del principio democrático, y en especial al municipio que se 
constituye en la entidad territorial fundamental de la división político-administrativa del Estado (CR art. 
311). De esa manera se busca la gestión eficiente de los intereses propios, yo que el municipio es el 
ente idóneo_para solucionar los problemas locales en la medida en que conoce realmente las 
necesidades a satisfacer, y tiene el interés para hacerlo por hallarse en una relación cercana con la  
comunidad. Así  al acercar la acción estatal al ciudadano, se fortalece la legitimidad a través de la  
gestión territorial.  

4- La autonomía no se agota entonces en la facultad de dirección política pues las entidades 
territoriales no solamente tienen derecho a gobernarse por autoridades propias sino que deben,  
además gestionar sus propios intereses con lo cual se concreta un poder de dirección administrativa  
(CP. art. 287). La autonomía está además ligada a la soberanía popular y a la democracia participativa, 
pues se requiere una participación permanente que permita que la decisión ciudadana se ex_prese 
sobre cuales son las necesidades a satisfacer y la forma de hacerlo (CP art. 10  20  y 30 ). El poder de 
dirección  del 	gozan las entidades territoriales se convierte  así en pieza angular del desarrollo de la  

autonomía. A través de este poder, expresión del principio democrático, la comunidad puede elegir una  

cipdón  distinta a la del poder  central. La satisfacción de intereses propios requiere la posibilidad  de guíe 
existan en cada localidad opciones políticas diferentes, lo cual no atenta  contra el principio de unidad 
pues cada entidad territorial hace parte de un todo que reconoce la diversidad.  

Li 
El núcleo esencial de la autonomía está constituido, entonces, en primer término, por aquellos 
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elementos indispensables a la propia configuración del concepto, y especialmente por los poderes de 
acción de que gozan las entidades territoriales para poder satisfacer sus propios intereses 

De lo expuesto, se concluye que la autonomía de los entes territoriales referida en la 
Constitución Política reviste una especial importancia como la manifestación de la realidad 
local del país, en tanto eje de la expresión democrática que determina el comportamiento y 
evolución de los intereses de la sociedad colombiana. La injerencia del gobierno nacional en 
asuntos que tocan intereses colectivos de una determinada localidad debe ser objeto del más 
riguroso control a fin de evitar la disminución en las garantías sociales previamente 
alcanzadas. 

Tal y como lo señala la Corte Constitucional en la Sentencia C-795 de 2000, la autonomía 
territorial y la participación democrática están íntimamente ligadas, toda vez que las normas 
derivadas de los procesos de adopción de acuerdos y ordenanzas derivan de la elección 
popular, esto es, de la voluntad de los habitantes del ente territorial. Al respecto, dicha 
sentencia manifiesta que: 

13- Ahora bien, Colombia es una república unitaria, descentralizada y autonómica (CP art. 10). Estos 
principios constitutivos del Estado colombiano tienen una gran significación, por cuanto implican, como 
esta Corporación ya lo ha reconocido en diversas sentencias, que las entidades territoriales tienen 
derechos y competencias propios que deben ser protegidos dentro del marco de una república  
unitaria. de las interferencias de otras entidades y, en especial de la Nación'.  Esto, a su vez, se articula 
con la eficiencia de la administración y la protección de los mecanismos de participación ciudadana, 
puesto que la autonomía territorial permite un mayor acercamiento entre la persona y la administración 
pública. Al respecto, ha manifestado esta Corte: 

"La fuerza de la argumentación a favor de la autonomía regional, seccional y local radica en el nexo 
con el principio democrático y en el hecho incontrovertible de ser las autoridades locales las que mejor 
conocen las necesidades a satisfacer, las que están en contacto más íntimo con la comunidad y, sobre 
todo, las que tienen en últimas el interés, así sea político, de solucionar los problemas locales. Es el 
auto-interés operando, con tanta eficiencia como puede esperarse que lo haga el de cualquier actor 
económico en la economía de mercado. Cada Departamento o Municipio será el agente más idóneo 
para solucionar las necesidades y problemas de su respectivo nivel. Por esto el artículo 287 habla de la 
"gestión de sus intereses". Y esa es la razón por la cual se considera al municipio la piedra angular del 
edificio territorial del Estado (artículo 311 C.P.) 

Es así que las decisiones de orden nacional que pueden llegar a afectar a los intereses 
propios de los municipios -y en este caso del Distrito Capital- deben responder a criterios de 
proporcionalidad según el objeto perseguido a fin de no vulnerar el reducto mínimo de la 
autonomía inherente a las entidades territoriales. Al respecto, la Corte Constitucional, en la 
Sentencia C-1258 de 2001 señaló que: 
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6. La autonomía representa n rango variable, que cuenta con límites mínimos y máximos 
fijados por la Constitución Política, dentro de los cuales actúan los entes territoriales. 

En tal virtud, el límite mínimo de la autonomía territorial, garantizado por la Constitución,  
constituye su núcleo esencial está int rado 'ir el cortunto de derechos atribuciones y 
facultades reconocidas en la Carta Política a las entidades territoriales y a sus autoridades, para  
el eficiente cumplimiento de las funciones y la prestación de los servicios a su cargo. Hacen 
parte de este atributo, por ejemplo, los derechos de las entidades territoriales consagrados en el 
artículo 287 de la Carta Política, las atribuciones asignadas a sus autoridades en los artículos 
300, 305, 313 y 315 y los principios y sistemas específicos de articulación administrativa 
(planeación, coordinación, concurrencia y subsidiariedad, entre otros). 

El límite máximo de la autonomía territorial tiene una frontera política entendida como aquel 
extremo que al ser superado rompe los principios de organización del Estado para convertirse en  
independiente, en algo diferente de aquella unidad a la cual pertenecen las entidades 
territoriales. En nuestro medio, el límite máximo lo señala el artículo 1° de la Constitución al 
establecer que Colombia es una república unitaria. 

De lo anterior, es preciso señalar que la facultad autonómica del Distrito Capital para regular 
el uso del suelo en el marco del Plan de Ordenamiento Territorial está dentro de ese límite 
mínimo constitucional que el gobierno nacional no puede transgredir, por lo que no es 
adecuado afirmar que la Capital de la República está quebrantando los principios de 
organización del Estado al establecer en el proyecto de modificación del POT la prohibición de 
la minería. 

Todo lo contrario, cada una de las determinantes establecidas para los procesos de 
planificación y ordenamiento territorial han sido debidamente observadas por el D.C., entre 
ellos el proceso de concertación del componente ambiental con las autoridades ambientales 
competentes, de manera tal que la prohibición de regular el uso del suelo con relación a la 
actividad minera amparada en los planes de ordenamiento minero, vía decreto reglamentario, 
no puede erigirse como una norma de superior jerarquía que limite la potestad de los 
municipios para regular el uso de su suelo. 

SECCIÓN 3: FUNCIÓN PÚBLICA DEL ORDENAMIENTO DEL TERRITORIO 

El artículo 1° de la Carta Política recoge la fórmula del Estado Social de Derecho y orienta la 
actuación pública, ya no solo al exclusivo cumplimiento de las normas jurídicas como sucedía 
en el Estado Derecho, sino que la búsqueda de la justicia material se constituye como un fin 
superior. La jurisprudencia constitucional ha manifestado que ti Estado social de derecho hace 
relación a la forma de organización política que tiene como uno de sus objetivos combatir las penurias 
económicas o sociales y las desventajas de diversos sectores, grupos o personas de la población, prestándoles 
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asistencia y protección. Exige esforzarse en la construcción de las condiciones indispensables para asegurar a 
todos los habitantes del país una vida digna dentro de las posibilidades económicas que estén a su alcance'. 

La Corte Constitucional, en la Sentencia T-406 de 1992, al respecto, señaló que: 

El Estado constitucional democrático ha sido la respuesta jurídico-política derivada de la actividad 
intervencionista del Estado. Dicha respuesta está fundada en nuevos valores-derechos consagrados 
por la segunda y tercera generación de derechos humanos y se manifiesta institucionalmente a través 
de la creación de mecanismos de democracia participativa, de control político y jurídico en el ejercicio 
del poder y sobre todo, a través de la consagración de un catálogo de principios y de derechos 
fundamentales que inspiran toda la interpretación y el funcionamiento de la organización Wjtica. 

Estos cambios han producido en el derecho no sólo una transformación cuantitativa debida al aumento 
de la creación jurídica, sino también un cambio cualitativo, debido al surgimiento de una nueva 
manera de interpretar el derecho, cuyo concepto clave puede ser resumido de la siguiente manera: 
pérdida de la importancia sacramental del texto legal entendido como emanación de la 
voluntad popular y mayor preocupación por la justicia material y por el logro de soluciones 
que consulten la especificidad de los hechos.  Estas características adquieren una relevancia 
especial en el campo del derecho constitucional, debido a la generalidad de sus textos y a la 
consagración que allí se hace de los principios básicos de la organización política. (Subrayado fuera de 
texto) 

Como carta de navegación del orden jurídico y político de la nación, la Constitución de 
Colombia en el Título 1. De Los Principios Fundamentales, establece que: 

Artículo 2. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y 
garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar 
la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, 
administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad 
territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. 

Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en 
Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el 
cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares. 

Así, para garantizar los principios y fines fundamentales del Estado colombiano -que si bien se 
proclaman de forma axiomática, su aplicación es tan directa como la de cualquier norma 
jurídica- la función pública se erige como el mecanismo en virtud de la cual las autoridades 
administrativas soportan la carga de las obligaciones impuestas al Estado, emanadas de la 
Constitución y la ley, las cuales orientan y definen funciones para brindar soluciones a las 
problemáticas sociales, económicas, ambientales, etc., con el fin de mantener un orden 

1 Sentencia No. T-426/92 
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pacífico y justo. En tal sentido, mediante la Sentencia T-733/09 la Corte Constitucional 
manifestó lo siguiente: 

Principio de eficacia de la administración pública y derechos correlativos de los 
ciudadanos. Reiteración de jurisprudencia. 
5.- En relación con la sustentación de distintas tareas del Estado, la Corte ha sostenido que éste se 
configura como una organización socio-política y como una estructura jurídica con el fin de hacer 
posible en la práctica la noción de poder público, para los efectos de cumplir y realizar sus fines. Así, el 
Estado "se desenvuelve en el orden institucional a través de un conjunto de órganos, dirigidos, 
coordinados y manejados por personas naturales que ostentan la calidad de agentes, funcionarios o 
autoridades públicas, cuyos actos relacionados con el servicio son imputables directamente al ente 
político estatal, representado en cada caso por sus entidades u organismos del nivel central y 
descentralizado". Lo anterior resulta necesario por cuanto "el Estado se concibe como un ente ficticio 
impedido para obrar directamente por carecer de entidad material, debiendo hacerlo entonces por 
intermedio de las instituciones públicas que lo conforman, a quienes en razón de sus objetivos 
constitucionales la propia Carta Política y las leyes le reconoce la respectiva personalidad jurídica." 

De este modo, la capacidad jurídica de los órganos del Estado, supone su responsabilidad por las 
acciones u omisiones de quienes legalmente lo integran y representan. Junto con esto, se ha 
reconocido también capacidad política, fundada en los principios de la representación y del mandato, 
por lo cual gozan de cierto grado de libertad para desarrollar y ejecutar sus actos. Esto, a la vez, 
permite a los asociados formular en su contra pretensiones que van desde reclamar de ellos cursos de 
acción, hasta el establecimiento de responsabilidades; todo lo cual constituye una garantía 
constitucional de las personas frente a su inactividad, incumplimiento de deberes e incluso frente a los 
daños antijurídicos que puedan causar en el ejercicio de los deberes y poderes de gestión e 

intervención. 

Así pues, surgen obligaciones concretas del postulado constitucional contenido en artículo 2°  Superior, 

según el cual dentro de los fines esenciales del Estado está servir a la comunidad, promover la 
prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la 

Constitución...". 

6.- Con fundamento en esto, la jurisprudencia de esta Corte ha protegido el denominado "principio de 
eficacia de la administración pública", según el cual las autoridades administrativas ostentan cargas 
relativas al desempeño de sus funciones, en orden a implementar y brindar soluciones a problemas de 
los ciudadanos. Dichas problemas constituyen deficiencias atribuibles a deberes específicos de la 
administración, y así las mencionadas soluciones han de ser ciertas, eficaces y proporcionales a éstos. 

7.- Como se ve  el principio  de eficacia de la administración pública impide a las autoridades 
administrativas permanecer impávidas o inactivas frente a situaciones que afecten a los ciudadanos;  
además de configurarse como un fin hacia el cual deben tender dichas autoridades. En este orden, la 

implementación práctica de ello  53_0 one la obligación de actuación de la administración y de la real y 

efectiva ejecución de medidas, v no sólo la aceptación o reflexión sobre aquello que requiere su 
intervención. De ahí, que la jurisprudencia constitucional haya puntualizado también la necesidad de 
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considerar los procedimientos de las utoridades bajo la noción de debido proceso administrativo. (...) 
(Subrayado fuera de texto) 

Adicionalmente, las competencias de la administración pública responden a máximas que 
permiten la intervención necesaria en las relaciones de los ciudadanos a fin de mantener el 
orden y la seguridad, a propósito de lo cual, la Constitución Política prescribe que: 

Artículo 209. La función administrativa está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con 
fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y 
publicidad, mediante la descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones. 
Las autoridades administrativas deben coordinar sus actuaciones para el adecuado cumplimiento de 
los fines del Estado. (...) 

Ya, a la luz de la Ley 388 de 1997, la función pública de ordenar el territorio' debe asirse a 
los principios que amparan la función social y ecológica de la propiedad, el interés general y 
la distribución equitativa de cargas y beneficios, para lo cual debe posibilitar el acceso a 
infraestructuras, espacios y servicios públicos; regular el uso del suelo a fin de garantizar un 
desarrollo sostenible y condiciones de seguridad física para mejorar la calidad de vida para los 
habitantes. 

Así mismo, dicha ley señala que el municipio o distrito deben "orientar el desarrollo del 
territorio bajo su jurisdicción y regular la utilización,  transformación y ocupación del espacio, 
de acuerdo con las estrategias de desarrollo socioeconómico y en armonía con el medio 
ambiente y las tradiciones históricas y culturales' (Subrayado fuera de texto) de tal manera 
que el espacio, independientemente de la actividad que se desarrolle o el uso que le sea 
asignado, es el objetivo último de la función de ordenar el territorio. 

Así, en virtud del contenido del Decreto 934 de 2013, la función pública descrita sería 
restringida a lo que las autoridades mineras y ambientales dispusieran, aún cuando el suelo 
en el que se adelantarían las actividades mineras hace parte del espacio que le compete al 
municipio orientar y regular, máxime, si se tiene en cuenta la dramática transformación del 
territorio propia de la extracción minera, especialmente cuando se realiza a cielo abierto. 

En el artículo 8° de la Ley 388 de 1997 se dispone que "... la función pública del 
ordenamiento del territorio municipal o distrito' se ejerce mediante la acción urbanística de 
las entidades distritales y municipales, referida a las decisiones administrativas y a las 
actuaciones urbanísticas que les son propias, relacionadas con el ordenamiento del territorio 

12 Articulo 3, Ley 388 de 1997 

13 Articulo 5, ley 388 de 1997. 
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y la intervención en los usos del suelo': Adicionalmente, en el parágrafo de la misma 
disposición se establece que esa acción urbanística deberá estar contenida o autorizada en 
los planes de ordenamiento territorial o en los instrumentos que los desarrollen o 
complementen. En el mencionado artículo se enuncian las acciones urbanísticas, a saber: 

1. Clasificar el territorio en suelo urbano, rural y de expansión urbana. 
2. Localizar y señalar las características de la infraestructura para el transporte, los servicios públicos 
domiciliarios, la disposición y tratamiento de los residuos sólidos, líquidos, tóxicos y peligrosos y los 
equipamientos de servicios de interés público y social, tales como centros docentes y hospitalarios, 
aeropuertos y lugares análogos. 
3. Establecer la zonificación y localización de los centros de producción, actividades terciarias y 
residenciales, y definir los usos específicos, intensidades de uso, las cesiones obligatorias, los 
porcentajes de ocupación, las clases y usos de las edificaciones y demás normas urbanísticas. 
4. Determinar espacios libres para parques y áreas verdes públicas, en proporción adecuada a las 
necesidades colectivas. 
5. Determinar las zonas no urbanizables que presenten riesgos para la localización de asentamientos 
humanos, por amenazas naturales, o que de otra forma presenten condiciones insalubres para la 

vivienda. 
6. Determinar las características y dimensiones de las unidades de actuación urbanística, de 
conformidad con lo establecido en la presente ley. 
7. Calificar y localizar terrenos para la construcción de viviendas de interés social. 
8. Calificar y determinar terrenos como objeto de desarrollo y construcción prioritaria. 

9. Dirigir y realizar la ejecución de obras de infraestructura para el transporte, los servicios públicos 
domiciliarios y los equipamientos públicos, directamente por la entidad pública o por entidades mixtas 
o privadas, de conformidad con las leyes. 
10. Expropiar los terrenos y las mejoras cuya adquisición se declare como de utilidad pública o interés 
social, de conformidad con lo previsto en la ley. 
11. Localizar las áreas críticas de recuperación y control para la prevención de desastres, así como las 
áreas con fines de conservación y recuperación paisajística. 
12. Identificar y caracterizar los ecosistemas de importancia ambiental del municipio, de común 
acuerdo con la autoridad ambiental de la respectiva jurisdicción, para su protección y manejo 

adecuados. 
13. Determinar y reservar terrenos para la expansión de las infraestructuras urbanas. 
14. Todas las demás que fueren congruentes con los objetivos del ordenamiento del territorio. 

Salvo la primera acción, las demás quedarían supeditadas a las disposiciones de las 
autoridades mineras y ambientales, pues aquéllas no podrían oponerse a las zonas que, en 
cualquier modo y tiempo, se designen como compatibles con la minería. 

La función pública del ordenamiento del territorio en Bogotá D.C., entre otros instrumentos, 
se ejerce con la adopción y aplicación de los actos administrativos que contienen las 
decisiones, como los Acuerdos emanados del Concejo. La prohibición contenida en el 
parágrafo 1 del artículo 2 del Decreto 934 de 2013, implica que el planeamiento del Distrito 
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quede sujeto a las disposiciones de orden nacional en lo que a la disposición de su suelo se 

refiere; olvida el gobierno nacional que no es factible realizar actividades mineras  
sin utilizar y afectar el suelo,  esto es, la planificación a corto, mediano o largo plazo que 
haga el Distrito podría variar en el tiempo tantas veces y en la proporción que el gobierno 
nacional y su política minera estime, por lo cual las actuaciones urbanísticas y sus 
beneficiarios cargarían con la inseguridad jurídica que ello trae. 

De hecho, cada vez que se suscribe un contrato de concesión minera y se otorga una licencia 
ambiental de manera inconsulta con los intereses locales y regionales, se cambia el uso del 
suelo definido por el municipio en abierta contradicción de los fines esenciales del Estado, del 
deber de planificación y de regulación de los usos del suelo y de la defensa del patrimonio 
ecológico de los municipios y distritos. 

La función pública de ordenar el territorio requiere las decisiones de tipo urbanístico con el fin 
de atender la problemática espacial y los conflictos derivados de su distribución, razón por la 
cual debe realizarse bajo criterios demográficos, ecológicos, físicos, rurales, económicos y 
sociológicos, entre otros, todo lo cual se soporta con estudios técnicos y jurídicos que 
justifican las necesidades locales. La intervención minera tal y como está planteada en el 
decreto demandado -en cualquier momento- desconoce los esfuerzos de la entidad territorial 
a la hora de definir su derrotero de desarrollo y progreso 

Lo anterior implica que el Plan de Ordenamiento Territorial entendido como "el conjunto de 
objetivos directrices políticas, estrategias, metas, programas, actuaciones y normas 
adoptadas para orientar y administrar el desarrollo físico del territorio y la utilización del 
suelo'" estaría supeditado a las disposiciones de las autoridades mineras y ambientales 
nacionales y regionales —no locales- de manera tal, que dicha orientación y administración 
quedan condicionadas a las disposiciones de las autoridades mineras y ambientales en 
atropello de las decisiones locales. 

Ahora bien, si varios concejos municipales han decidido cerrar la puerta a la minería por los 
enormes conflictos que la misma genera, esta es una realidad social y política que el gobierno 
nacional debería atender conforme a los principios democráticos y los fines esenciales 
establecidos en nuestra Constitución Política. Por el contrario, vía decreto ejecutivo el 
gobierno nacional no puede limitar y, en este caso, prohibir la participación democrática del 
municipio como núcleo esencial del Estado, limitando las funciones constitucionales de los 
representantes democráticamente elegidos. 

14 Artículo 9 de la Ley 388 de 1997. 
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Con el Decreto 934 de 2013, el gobierno nacional prohíbe a los concejos municipales y 
distritales que con relación a una actividad altamente impactante como es la minería, 
cumplan con dos de las funciones primordiales para las cuales fueron elegidos por el 
constituyente primario, que son regular en su integridad el suelo municipal y defender su 
patrimonio ecológico. 

En lo que toca con la función de ordenar el territorio y la protección del patrimonio ecológico, 
la Constitución Política facultó a los Concejos Municipales para regular el uso del suelo y 
adoptar las medidas necesarias para ello sin más limitaciones que las impuestas por la 
Constitución y la ley, en especial, la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial. En tal sentido, 
no hay duda para la Administración Distrital que la órbita jurisdiccional de las entidades 
territoriales se ve invadida por la prohibición contenida en el Decreto 934 de 2013. 

Al respecto, cabe recordar que la Corte Constitucional mediante la Sentencia C-149 de 2010, 
tuvo a bien declarar inexequible el artículo 79 de la Ley 1151 de 2007, "Por la cual se expide 
el Plan Nacional de Desarrollo 2006-20107 fundamento de los Macroproyectos de Interés 
Social Nacional en tanto que desplazaban "las competencias asignadas a los concejos 
municipales o distritales en materia de adopción, elaboración, revisión y ejecución de los P07; 
en asuntos de alto impacto para el desarrollo de los municipios o distritos"(Subrayado  fuera 
de texto). En el fallo citado aclaró que: 

Para la Sala, desplazar las competencias de los concejos en el proceso de adopción de los POTs (sic) 
dando prioridad a lo establecido en los MISN, significa desconocer las competencias que el 
constituyente asignó a las mencionadas corporaciones administrativas mediante el artículo 313, 
numerales 1 y 7 de la Carta Política. Por lo anterior, la Corte considera que la disposición atacada 
implica un vaciamiento de las competencias asignadas por el constituyente a los concejos, en la 
medida que estos no podrán participar en las etapas de formulación y adopción de los 
macroproyectos, quedando a expensas de las decisiones que el gobierno nacional incorpore en los 
MISN y a las cuales quedarán subordinados los POTs (sic). 

4.3.2. EncuetaCorteSá análisis de este segundo  segmento de la disposición acusada se 
desvende que los MISN que conforme se ha establecido por definición están llamados a tener una 
incidencia de particular magnitud en un aspecto propio de b competencia de los entes municipales 
como es la r- u ulación d los usos del suelo en eeneral sobre la fisonomía de lascluda  
la atribución de unas competencias exclusivas al gobierno central, puesto que se le confiere el poder  
decisorio, para que, a partir  de unas pautas meramente indicativas de coordinación, consulta v  
concertación, formule, adopte y ponga en ejecución los MISN.  

(—) 
El equilibrio entre ambos principios se constituye a partir de unas definiciones constitucionales que 
establecen unos límites entre uno y otro, no disponibles por el legislador. De este modo, la Corte ha 
precisado que, "por un lado, el principio de autonomía debe desarrollarse dentro de los límites de la 
Constitución y la ley, con lo cual se reconoce la posición de superioridad del Estado unitario, y por el 
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otro, el principio unitario debe respetar un espacio esencial de autonomía cuyo límite lo constituye el 
ámbito en que se desarrolla esta última." 

Sobre esta materia, la Corte Constitucional, en la Sentencia C-1258 de 2001 hizo unas precisiones en 
relación con el papel que le corresponde cumplir al legislador en la configuración de los ámbitos de la 
autonomía regional. Señaló la Corte en esa sentencia que la autonomía de los entes territoriales se 
desenvuelve dentro de unos límites mínimos y máximos y que el límite mínimo de la autonomía 
territorial, que se encuentra garantizado por la Constitución "...está integrado por el conjunto de 
derechos, atribuciones y facultades reconocidas en la Carta Política a las entidades territoriales y a sus 
autoridades, para el eficiente cumplimiento de las funciones y la prestación de los servicios a su 
cargo." En cuanto al límite máximo expresó la Corte que el mismo tiene una frontera en aquel  
extremo que al ser superado rompe con la idea del Estado unitario.  

En ese esquema, para la distribución de competencias entre la Nación y las entidades territoriales, el 
legislador deberá tener en cuenta que el contenido esencial de la autonomía se centra en la posibilidad 
de gestionar los propios intereses (C.P. art 287), una de cuyas manifestaciones más importantes es el 
derecho a aduar a través de órganos propios en la administración y el gobierno de los asuntos de 
interés regional o local. Tal derecho, contenido de manera expresa en el artículo 287 Superior, hace 
parte del núcleo esencial de la autonomía, indisponible por el legislador. 

(..) 
En la Sentencia C-894 de 2003 la Corte expresó que la autonomía actúa como un principio jurídico en 
materia de organización competencial, lo que significa que se debe realizar en la mayor medida 
posible, teniendo en cuenta la importancia de los bienes jurídicos que justifiquen su limitación en cada 
caso concreto. De tal modo, puntualizó la Corte, lo que le está vedado al Congreso es sujetar por  
cnpleto a las entidades que gozan de autonomía a los imperativos y determinaciones adoptados  
desde el centro. Dentro de esa línea  jurisprudencial se ha fijado el criterio conforme al cual las  
limitaciones a la autonomía de las entidades territoriales y regionales en materias en las cuales exista  
concurrencia de competencias de entidades de distinto orden deben estar justificadas en la existencia  
de un interés superior y que la sola invocación del carácter unitario del Estado no justifica que se le  
otorgue a una autoridad nacional, el conocimiento de uno de tales asuntos en ámbitos que no  
trasciendan el contexto local o regional úrie caso. Para la Corte ello equivale a decir que las 
limitaciones a la autonomía resultan constitucionalmente aceptables cuando son razonables y 
pr&pordorlas. 

Dicho fallo reitera lo mencionado sobre los principios de concurrencia, coordinación y 
subsidiariedad; respecto de éste último, además, señala que "(...) las autoridades de mayor 
nivel de centralización sólo pueden intervenir en los asuntos propios de las instancias 
inferiores cuando éstas se muestren incapaces o sean ineficientes para llevar a cabo sus 
responsabilidades': Por lo mismo, la exclusión de las entidades territoriales de la toma de 
decisiones sobre la actividad minera en su jurisdicción implica el vaciamiento inconstitucional 
de las competencias, frente a lo cual la sentencia citada hizo referencia en los siguientes 
términos: 

6.5. El vaciamiento de las competencias en los términos expuestos acarrea el desconocimiento de los 
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principios de concurrencia, coordinación y subsidiariedad consagrados en el articulo 288 de la 
Constitución Política, con fundamento en los cuales deben ser ejercidas las atribuciones conferidas a 
los distintos niveles territoriales, toda vez  norma demandada asigna al gobierno nacional 
competencias excluyendo de las mismas a los concejos municipales y distritales. 

Como consecuencia, el precepto atacado no prevé formulas para la coordinación en el ejercicio de 
tales atribuciones sino que establece una estructura jurídica de supra-subordinación con prevalencia 
del nivel central sobre las autoridades locales; al mismo tiempo  la norma demandada desconoce el  
principio de subsidiariedad al inobservar que existe un imperativo constitucional en virtud del cual  la 
intervención debe llevarse a cabo en primer lugar en el nivel más próximo al ciudadano  y  sólo 
subsidiariamente en los niveles su riores. 

6.6. La posibilidad de que mediante los MISN se  pueda modificar de manera automática cualquier POT 
termina 'enerando una ave ins uridad 'uridica sobre los mismos siendo inadmisible que actos 
administrativos adoptados por una autoridad del orden nacional terminen  convirtiéndose  en 
instrumentos de planeación nue se sobrepongan a los POTs. No es que se impida la viabilidad jurídica 
de los MISN, sino cialestos deben observar los principios constitucionales, especialmente aquellos que 
imponen el respeto por las competencias asignadas a las autoridades locales.  

En materia de ordenamiento territorial, los Planes de Ordenamiento Territorial —POT-, son el 
instrumento en el que confluyen elementos normativos y los de ejecución propios del nivel 
municipal. Así, en virtud del artículo 10 de Ley 388 de 1997, los POT deben sujetarse a las 
determinantes allí establecidas relativas a aspectos ambientales, de prevención y protección 
de la población, conservación del patrimonio. ambiental, cultural, arquitectónico, y proyectos 
de infraestructuras básicas relativas a la red vial nacional y regional, puertos y aeropuertos, 
sistemas de abastecimiento de agua, saneamiento y suministro de energía, que conforme al 
fallo del 18 de marzo de 2010, son las únicas actividades que no pueden ser prohibidas en el 
Por;' tal y como se expresó previamente. 

Es evidente una concurrencia de competencias entre las autoridades locales y nacionales, sin 
que por ello se pueda desconocer el reducto mínimo de la autonomía ni el vaciamiento de las 
competencias de los entes territoriales en la regulación del uso de su suelo y la toma de 
medidas para el patrimonio ecológico, aun cuando esto implique la prohibición de una 
actividad económica como la minería si la ponderación, al amparo de principios 
constitucionales y legales vigentes y estudios técnicos, resulta necesaria para la protección de 
valores superiores. 

Adicionalmente, debe tenerse en cuenta que el Estado tiene unos deberes calificados de 
protección de los recursos naturales y del patrimonio ecológico, lo cual implica una especial 
consideración en el ejercicio público de ordenar el territorio. Al respecto, en la Sentencia C-
495/96 la Corte Constitucional señaló: 
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La planificación ambiental debe responder a los dictados de una política nacional, la cual se adoptará 
con la participación activa de la comunidad y del ciudadano, y la misma debe ser coordinada y 
articulada entre la Nación y las entidades territoriales correspondientes. La Carta Política le otorga al 
Estado la responsabilidad de planificar y aprovechar los recursos naturales de forma tal que se logre 
un desarrollo sostenible, garantizando así la conservación y la preservación del entorno ecológico. Al 
respecto, cabe recordar que el derecho a gozar de un ambiente sano les asiste a todas las personas, 
de modo que su preservación, al repercutir dentro de todo el ámbito nacional -e incluso el 
internacional-, va más allá de cualquier limitación territorial de orden municipal o departamental. 

Es así que no puede verse aislada la función de regular y ordenar el territorio con el 
ordenamiento minero, desde las propiedades físicas suelo y subsuelo, que como se manifestó 
previamente son una misma unidad que terminan por definir la estructura espacial de las 
entidades territoriales y, por lo mismo, el uso minero está íntimamente ligado con los 
intereses propios del municipio. Por lo tanto, la función pública de ordenar el territorio 
no puede ser desconocida por un decreto reglamentario que considera al subsuelo  
únicamente como proveedor de minerales aislado del suelo, la biodiversidad  
demás medios vitales que se presentan en la superficie como se dij 

Como corolario, se tiene que la propiedad del subsuelo en cabeza del Estado no es óbice para 
anular a las entidades territoriales en la toma de decisiones sobre el ordenamiento de una 
actividad sectorial altamente impactante que afecta directamente la función de administrar su 
suelo y, por contera, se desconoce la autonomía del municipio para ordenar su territorio. Por 
lo expuesto, el D.C. encuentra que la prohibición establecida en el artículo 2 del Decreto 934 
de 2013 es contraria al mandato constitucional referido a la autonomía de las entidades 
territoriales, y en especial a la del municipio, toda vez que para extraer los minerales del 
subsuelo, es indispensable remover el suelo y su capa biótica, éstos objeto de regulación por 
parte de los municipios a través de los Concejos Municipales. 

SECCIÓN 4: DECRETO 1421 DE 1993 

De igual forma, el Decreto 934 de 2013 desconoce que por mandato expreso de la 
Constitución Política, el Distrito Capital cuenta con un régimen político, administrativo y fiscal 
especial que se encuentra previsto en el Decreto Ley 1421 de 1993, donde se prevé que le 
corresponde adoptar el Plan General de Ordenamiento Físico del territorio, que incluye la 
reglamentación de los usos del suelo y el desarrollo físico en las áreas urbanas y rurales, así 
como dictar las normas necesarias para garantizar la preservación y defensa del patrimonio 
ecológico, los recursos naturales y del medio ambiente. 

En ese orden de ideas, el Decreto ley 1421 de 1993 dispone: 
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ARTICULO 1o. SANTAFE DE BOGOTA, DISTRITO CAPITAL. De conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 322 de la Constitución Política, la ciudad de Santafé de Bogotá, Capital de la República y del 
departamento de Cundinamarca, se organiza como Distrito Capital y goza de autonomía para la gestión 
de sus intereses, dentro de los límites de la Constitución y la ley. 

ARTICULO 2o. REGIMEN APLICABLE. El Distrito Capital como entidad territorial está sujeto al régimen 
político, administrativo y fiscal que para él establecen expresamente la Constitución, el presente 
estatuto y las leyes especiales que para su organización y funcionamiento se dicten. En ausencia de las 
normas anteriores, se somete a las disposiciones constitucionales y legales vigentes para los 

municipios. 

ARTICULO 12. ATRIBUCIONES. Corresponde al Concejo Distrital, de conformidad con la Constitución y 

a la ley: 
1. Dictar las normas necesarias para garantizar el adecuado cumplimiento de las funciones y la 
eficiente prestación de los servicios a cargo del Distrito. 

5. Adoptar el Plan General de Ordenamiento Físico del territorio, el cual incluirá entre otras materias, la 
reglamentación de los usos del suelo y el desarrollo físico en las áreas urbanas y rurales. Con tal fin, 
dictará las normas que demanden los procesos de urbanización y parcelación, la construcción de vías y 

el equipamiento urbano. 

7. Dictar las normas necesarias para garantizar la preservación y defensa del patrimonio ecológico, los 
recursos naturales y el medio ambiente. 

En ese orden de ideas, prohibirle al Concejo Distrital que cumpla con las funciones que le 
estableció la Constitución Política y el Decreto Ley 1421 de 2013, entre ellas el ordenamiento 
físico del territorio, que evidentemente incluye al suelo y las actividades que allí se puedan 
desarrollar se traduce en una extralimitación de funciones que debe conllevar a la declaratoria 

de nulidad del Decreto 934 de 2013. 

EL DECRETO VIOLA LA AUTONOMÍA DE LOS MUNICIPIOS Y DISTRITOS AL 
PROHIBIRLES QUE DICTEN NORMAS NECESARIAS PARA EL CONTROL, LA 
PRESERVACIÓN Y DEFENSA DEL PATRIMONIO ECOLÓGICO CON RESPECTO AL 
DESARROLLO DE ACTIVIDADES MINERAS. 

SECCIÓN 1: AUTONOMÍA TERRITORIAL, PARTICIPACIÓN DEMOCRÁTICA Y 
FUNCIÓN PÚBLICA DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL 

Como se expuso, la elección popular de los miembros que lo forman responde a la voluntad 
popular que los designa como representantes de sus intereses. Así, la autonomía está 
sometida por la soberanía popular y la democracia participativa a fin de permitir la 
participación de los ciudadanos en las decisiones que los afecta. 
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También, la autonomía territorial como expresión de los intereses propios del municipio le 
asiste una especial consideración por parte de la constituyente, en tanto que la Nación y la 
Región tienen restringido su marco de intervención; si existieran conflictos entre los intereses 
de aquel y de éstas, deben resolverse en virtud de los principios de coordinación, 
concurrencia y subsidiariedad. 

El artículo 313 faculta a los Concejos Municipales para reglamentar lo atinente a los usos del 
suelo y dictar las normas necesarias para la defensa de su patrimonio ecológico. El Decreto 
934 de 2013 restringe absolutamente cualquier exclusión o prohibición de la actividad minera 
en el municipio, con lo que está desconociendo los deberes de planificación, conservación y 
defensa de los recursos naturales, el derecho a gozar de un ambiente sano y la participación 
de la ciudadanía en esa materia, contenidos en los artículos 79 y 80 de la Carta Política. 

SECCIÓN 2: DERECHO FUNDAMENTAL AL AMBIENTE SANO. 

BIEN JURÍDICO TUTELADO. 

El profuso desarrollo del derecho al ambiente sano por parte de los jueces de la República, ha 
delimitado el núcleo esencial de su contenido y el alcance constitucional y legal del mismo 
para su efectiva aplicación. Al respecto, en uno de los más memorables fallos de la Corte 
Constitucional, la Sentencia T- 411 de 1992, manifestó que: 

La ecología contiene un núcleo esencial, entendiendo por éste aquella parte que le es absolutamente 
necesaria para que los intereses jurídicamente protegidos y que le dan vida resulten real y 
efectivamente tutelados. Se rebasa o se desconoce el contenido esencial cuando el derecho queda 
sometido a limitaciones que lo hacen impracticable, lo dificultan más allá de lo razonable o lo despojan 
de la necesaria protección. Los derechos al trabajo, a la propiedad privada y a la libertad de empresa, 
gozan de especial protección, siempre que exista un estricto respeto de la función ecológica, esto es 
el deber de velar por el derecho constitucional fundamental al ambiente. 

En dicho fallo, la Corte Constitucional pone de presente la íntima relación que existe entre la 
economía nacional y sus expresiones, y la función social y ecológica de la misma: 

En la Constitución Política surge un tríptico económico, constituído por el trabajo (artículo 25), la 
propiedad privada (artículo 58) y la libertad de empresa (artículo 333). 

Este tríptico económico tiene una función social. En tanto que social, él debe velar por la protección de 
los valores y derechos sociales. Entre éstos a su vez se destaca la vida y la ecología. Luego el trabajo, 
la propiedad y la empresa tienen una función ecológica que es inherente a la función social. Es de 
advertir que el fin último de la función ecológica del tríptico económico es la prevalencia del interés 
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general sobre el interés particular, que es un principio fundante del Estado colombiano  (Subrayado 
fuera de texto) 

Así la función social y ecológica de ese tríptico económico constitucional debe favorecer el 
interés general con miras a la garantía de derechos sociales y, por lo mismo, el D.C. considera 
que en un juicio ponderado de los valores en disputa, además de la autonomía territorial, las 
disposiciones tendientes a proteger el patrimonio ecológico y la estructura física de la ciudad 
deben prevalecer frente a consideraciones netamente económicas. 

La actividad minera dentro del perímetro urbano tiene consecuencias nefastas frente a las 
consideraciones de riesgo; además, en el Distrito Capital se encuentran tres áreas de reserva 
forestal (dos de carácter nacional —Bosque Oriental de Bogotá (Cerros Orientales) y Cuenca 
Alta del Río Bogotá- y una regional —Thomas Van der Hammen) y un Parque Natural Nacional 
(Sumapaz). Así, debe recordarse lo señalado por el Alto Tribunal Constitucional en la 
Sentencia T-760 de 2007: 

Lógicamente la protección medio ambiental, como valor constitucional, no tiene un efecto 
desvanecedor sobre los demás derechos y garantías previstos en la Carta. No obstante la importancia  
de tal derecho de acuerdo a cada caso se hará necesario equilibrarlo con las demás atribuciones 
individuales, sociales, económicas y colectivas. Para el efecto el proko_texto constitucional 
proporciona conceptos relevantes que concretan el echt  gi.Le  debe existir entre el "desarrollo"  
económico, el bienestar individual y la conservación del ecosistema.  El desarrollo sostenible, por 
ejemplo, constituye un referente a partir del cual la jurisprudencia de la Corte ha fijado cuáles son los 
parámetros que rigen la armonización de tales valores, destacando que: "es evidente que el desarrollo 
social y la protección del medio ambiente imponen un tratamiento unívoco e indisoluble que permita 
progresivamente mejorar las condiciones de vida de las personas y el bienestar social, pero sin afectar 
ni disminuir irracional o desproporcionadamente la diversidad natural y biológica de nuestro 
ecosistema". 

Lo anterior, sumado a lo establecido en el artículo 61 de la Ley 99 de 1993, que declara a la 
Sabana de Bogotá como área de interés ecológico nacional. En consecuencia, el Distrito 
desde el conocimiento íntimo de su realidad, no encuentra viable la compatibilidad de la 
actividad minera con el ordenamiento territorial capitalino, por cuanto son mucho mayores los 
perjuicios ambientales, sociales y económicos que representa dicha actividad, que los 
beneficios. 

MECANISMOS DE PROTECCIÓN 

De otra parte, la misma Corte ha señalado que "Hoy en día, el ambiente sano no sólo es 
considerado como un asunto de interés general, sino primordialmente como un derecho de 
rango constitucional del que son titulares todas las personas en cuanto representan una 
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co/ectividad" en virtud de lo cual, toda las personas habitantes del territorio están 
legitimadas para actuar en defensa de sus intereses, individual o de manera colectiva, según 
se requiera. 

Al respecto, debe decirse que el ambiente sano es un derecho con una doble condición 
respecto de la legitimación para exigirlo: de un lado, su vulneración afecta directamente la 
órbita del individuo, pero de otro, es un derecho difuso que involucra un grupo indeterminado 
de la población. Así, ha señalado la jurisprudencia que en términos generales la Acción de 
Tutela no procede para la protección de derechos colectivos, para los cuales la Constitución 
ha previsto la Acción Popular y la de Grupo. 

Sin embargo, si de conformidad con las reglas de ponderación desarrolladas por la 
jurisprudencia se constata la vulneración de derechos individuales fundamentales, la Acción 
de Tutela es procedente. Al respecto el Alto Tribunal ConstitucionaP 6  manifestó: 

Efectivamente, la Constitución tiene previsto en su articulo 88 que los derechos colectivos podrán ser 
amparados por medio de las acciones populares, reguladas en la Ley 472 de 1998. Pero, derivado de la 
previsión contenida en el inciso final del artículo 86 superior, "... o cuya conducta afecte grave y 
directamente el interés colectivo...", que de suyo valida que la acción vaya también dirigida contra una 
empresa particular, los juzgadores deben ser especialmente cuidadosos y constatar si se presenta 
conexidad con la afectación de derechos fundamentales, en cuanto es trascendente que del atentado 
contra bienes colectivos se derive también la vulneración o amenaza de derechos individuales, o de un 
grupo concreto, como una familia, lo cual ha llevado a la jurisprudencia a determinar unas reglas de 
ponderación, como criterio auxiliar que el juez puede tener en cuenta para eventualmente conceder 
una tutela: 

"1. Que exista conexidad entre la vulneración de un derecho colectivo y la violación o amenaza a un 
derecho fundamental de tal suerte que el daño o la amenaza del derecho fundamental sea 
consecuencia inmediata y directa de la perturbación del derecho colectivo. 
2. El peticionario debe ser la persona directa o realmente afectada en su derecho fundamental, pues la 
acción de tutela es de naturaleza subjetiva. 
3. La vulneración o la amenaza del derecho fundamental no deben ser hipotéticas sino que deben 
aparecer expresamente probadas... 
4. La orden judicial debe buscar el restablecimiento del derecho fundamental afectado y no del 
derecho colectivo en sí mismo considerado, pese a que con su decisión resulte protegido, igualmente, 
un derecho de esta naturaleza." 

Todo ello es claro, en la medida en que la afectación general también conlleve conculcaciones 
fundamentales individualizables. 

1 5 Sentencia T-760/07 

16 Sentencia T-724/11 

   

Carrera 3 No. 10-55 
tel 381 3000 

www.bogota.gov.co  

  

1SO 90111 .~ 
Pite GP 1000. >IV. 

BUREav IWAS 
Chniboatice BOGOTA 

   

   



 

 

(SO 9001 20911 
hiTC GP 1000.7009 

BUREAU TOMAS 
Cerdisatm 

 

   

Carrera S No 10.65 

teL 331 30 00 

SWW bOgOta.g0V.00 BOGOTA .1 Urna 1■1 O 

ALCALMA MAYOR 
DE B030TÁ D.C. 
SECRITAIliAueew 

En ese orden de ideas, la función pública del Distrito Capital está necesariamente dirigida a 
garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución 
como fin esencial del Estado y, en tal virtud, la actuación preventiva es de cardinal 
importancia en la tutela de los mismos. La prohibición de la minería responde, entonces, a 
criterios preventivos y precautorios fundamentados en los estudios técnicos, económicos y en 
la experiencia histórica de la problemática que trae, y que supera cualquier beneficio que de 
ella se derive. 

También, a la luz de la protección de los derechos sociales, dentro de los cuales está el de 
gozar de un ambiente sano, debe señalarse que las medidas que se adopten no pueden 
desconocer situaciones jurídicas favorables' previamente alcanzadas en lo que a ellos 
respecta, esto es, deben ser progresivas. 

SECCIÓN 3: PRINCIPIO DE RIGOR SUBSIDIARIO 

Como se expresó previamente, ante el impacto directo que representa el desarrollo de las 
actividades mineras sobre la conservación ambiental y el ordenamiento ambiental y territorial 
y la autonomía de los entes territoriales, se debe manifestar que de manera evidente el 
Decreto 934 de 2013 viola lo dispuesto en el artículo 63 de la Ley 99 de 1993, donde se 
consagran los Principios Normativos Generales en materia ambiental, concretamente el 
principio de Rigor Subsidiario sobre el que se dispone lo siguiente: 

A fin de asegurar el interés colectivo de un medio ambiente sano y adecuadamente protegido, y de 
garantizar el manejo armónico y la integridad del patrimonio natural de la Nación, el ejercicio de las 
funciones en materia ambiental por parte de las entidades territoriales, se sujetará a los principios de 
armonía regional, gradación normativa y rigor subsidiario definidos en el presente artículo. 

Principio de Rigor Subsidiario. Las normas y medidas de policía ambiental, es decir aquellas que las 
autoridades medioambientales expidan para la regulación del uso, manejo, aprovechamiento y 
movilización de los recursos naturales renovables, o para la preservación del medio ambiente natural, 
bien sea que limiten el ejercicio de derechos individuales y libertades públicas para la preservación o 
restauración del medio ambiente, o que exijan licencia o permiso para el ejercicio de determinada 
actividad por la misma causa, podrán hacerse sucesiva y respectivamente más rigurosas, pero no más 
flexibles, por las autoridades competentes del nivel regional, departamental, distrital o municipal, en la 
medida en que se desciende en la jerarquía normativa y se reduce el ámbito territorial de las 
competencias, cuando las circunstancias locales especiales así lo ameriten, en concordancia con el 
articulo 51 de la presente Ley. (...). 

Sobre este principio, la Corte Constitucional mediante la Sentencia C-894 de 2003, entre otras 
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cosas expresó: 

Como se observa, en términos generales la Constitución establece deberes, y asigna competencias 
concurrentes a órganos del orden nacional y territorial en la protección del medio ambiente, sin 
delimitar su ámbito material, ni atribuir funciones específicas. Para desarrollar la Constitución, y 
articular la concurrencia de competencias, el legislador goza de una amplia potestad configurativa. Sin 
embargo, ésta debe sujetarse a un mismo tiempo, a diversos parámetros constitucionales. Para efectos 
de la decisión que corresponde adoptar a la Corte en esta oportunidad, deben tenerse en cuenta los 
siguientes parámetros. En primer lugar, la articulación del sistema debe propender por la efectividad de 
la protección del medio ambiente, y más generalmente, por el logro de los objetivos constitucionales 
en la materia. Por otra parte, el sistema debe permitir la participación de las personas y de las 
diferentes comunidades, en las decisiones que los afecten. Finalmente, la participación de los 
diferentes órdenes del Estado debe corresponder al principio de descentralización, el cual lleva implícito 
el carácter unitario del Estado colombiano. 

Los anteriores parámetros constitucionales de protección del medio ambiente pueden entrar en tensión 
en casos concretos, y es deber del Estado entrar a armonizarlos, garantizando que se complementen 
entre si, y velando por sacrificar al mínimo cada uno de ellos. Así, la efectividad de la protección y el 
principio de descentralización pueden entrar en tensión, debido a una protección ambiental deficiente 
dentro del orden nacional o local. Sin embargo, en tales casos la insuficiencia de la protección en 
alguno de estos dos ámbitos puede compensarse mediante el ejercicio de competencias concurrentes 
en cabeza de otros órganos del Estado en ámbitos territoriales diferentes. De tal modo, si la 
protección a nivel nacional resulta insuficiente para preservar el ambiente en una localidad con un 
ecosistema especialmente frágil, las autoridades de dicha localidad tienen la oportunidad de dispensar 
la protección adicional necesaria. Así mismo, si las autoridades territoriales no otorgan la protección 
necesaria a dicho ecosistema, los órganos competentes nacionalmente pueden entrar a subsidiar dicha 
falencia. En conclusión, el diseño constitucional abierto permite la concurrencia de competencias en 
materia ambiental. Esta competencia hace posible que a pesar de la omisión de una u otra autoridad, 
el Estado pueda garantizar la efectividad de la protección de las riquezas naturales (C.N. art. 8), 
asegurando que la comunidad y las generaciones futuras puedan gozar de un ambiente sano (C.N. art. 
79). 

Esta propiedad del sistema constitucional de protección del medio ambiente ya había sido reconocida 
anteriormente por la Corte en diversos pronunciamientos, en los que ha avalado el carácter 
concurrente de las competencias de las entidades encargadas de su protección, destacando sin 
embargo, el carácter nacional del interés bajo protección. Así, en la Sentencia C-495/96 (M.P. Fabio 
Morón Díaz), la Corte sostuvo: 

"La planificación ambiental debe responder a los dictados de una política nacional, la cual se adoptará 
on la participación activa de la comunidad y del ciudadano, y la misma debe ser coordinada y 
rticulada entre la Nación y las entidades territoriales correspondientes. La Carta Política le otorga al 
stado la responsabilidad de planificar y aprovechar los recursos naturales de forma tal que se logre un 
esarrollo sostenible, garantizando así la conservación y la preservación del entorno ecológico. Al 
especto, cabe recordar que el derecho a gozar de un ambiente sano les asiste a todas las personas, 
e modo que su preservación, al repercutir dentro de todo el ámbito nacional -e incluso el 

Carrera 8 No. 1665 

tel. 381 30 00 
www.bogota.gov.co  BOGOTA 

LII IngeltdO 

 



ALCALDiA rama 
DE BOCATA D C.  
bECEET~ 

internacional-, va más allá de cualquier limitación territorial de orden municipal o departamental." 

Por su parte, la Sentencia C-535/96 (M.P. Alejandro Martínez Caballero), se pronunció en términos 
similares, diciendo: 

"En principio, su carácter global e integrado y la interdependencia de los distintos ecosistemas hacen 
del medio ambiente un asunto de interés nacional, y por lo tanto la responsabilidad en esta materia 
está radicada prima facie en el Estado central (CP. arts 79 inc. 2 y 80 )." 

De lo anterior se tiene entonces, que el sistema constitucional de protección del medio ambiente tiene 
dos características orgánicas principales. En primer lugar, tiene un diseño abierto funcionalmente, lo 
cual permite la concurrencia de competencias entre la Nación, las Corporaciones autónomas 
regionales, las entidades territoriales, y las autoridades indígenas. En segundo lugar, teniendo en 
cuenta el carácter unitario del Estado colombiano, y una característica importante del bien jurídico 
objeto de protección (interdependencia de los ecosistemas), califican la protección del medio ambiente 
como un asunto de interés nacional. En esa medida, la responsabilidad por su protección está en 
cabeza de las autoridades nacionales. Sin embargo, también a las entidades regionales y territoriales 
les corresponde un papel importante en el sistema de protección del ambiente. Por lo tanto, es 
necesario indagar cuáles son los criterios constitucionales de distribución de competencias en materia 
ambiental. 

2.3 Criterio político - administrativo de distribución de competencias en materia ambiental: autonomía 
ecológica de las entidades territoriales y de las comunidades indígenas 

En la Sentencia C-535/96 antes citada, la Corte estableció que la distribución de competencias 
constitucionales en materia ambiental entre la Nación y las entidades territoriales, obedece a la 
necesidad de preservar la diversidad de concepciones que las comunidades tienen en relación con el 
medio ambiente, lo que permite a las personas participar en las decisiones que los afectan de manera 
más directa e inminente. En esa medida, el constituyente previó un ámbito de protección 
medioambiental acorde con la división política del territorio y con la diversidad cultural colombianas, en 
el que asambleas, concejos y autoridades indígenas, cumplen un papel determinante. La Corte planteó 
este criterio en las siguientes palabras: 

"12. En particular, la Constitución atribuye a los concejos municipales, como competencia propia, la 
facultad de dictar las normas para la protección del patrimonio ecológico municipal (CP art. 313 ord 
90 ), por lo cual la Corte considera que existen unos fenómenos ambientales que terminan en un limite 
municipal y pueden ser regulados autónomamente por el municipio. Estos asuntos ecológicos que se 
agotan en un límite local determinado, y que por su naturaleza guardan una conexidad estrecha con la 
identidad y diversidad cultural de los municipios, constituyen lo que la Constitución ha denominado 
"patrimonio ecológico", y por lo tanto es al concejo municipal al que le corresponde de manera 
prioritaria su regulación. Esta autonomía de las entidades territoriales en este campo es así 
una expresión del deber del Estado de favorecer la diversidad cultural de la Nación, por ser 
desarrollo del pluralismo, como valor fundante del Estado Social de Derecho (CP. art. 7o.) y por 
considerarse riqueza nacional (CP. art. 80.). Dentro de esta diversidad se debe respetar la 
especial concepción que algunas comunidades tienen del medio ambiente, por lo cual su 
regulación corresponde prioritariamente al municipio, pues la relación de cada comunidad con algunos 
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aspectos del medio ambiente puede ser diferente." 

2.5 Armonización de las competencias constitucionales concurrentes• reserva legal y autonomía 

De lo anterior se tiene entonces, que el constituyente no otorgó competencias específicas en materia 
ambiental a las autoridades regionales, ni a las territoriales. Por el contrario, el numeral 7 0  del artículo 
150 de la Constitución, defiere al legislador la regulación de la creación y funcionamiento de las 
corporaciones autónomas regionales. Por su parte, el artículo 330 dispone que a los consejos indígenas 
les corresponde velar por la preservación de los recursos naturales, y por la aplicación de normas 
legales sobre usos de suelos y poblamiento en sus territorios, de conformidad con la Constitución y la 
ley. Así mismo, la interpretación concordada de los artículos 300.2 y 300.11, faculta a las asambleas 
departamentales para expedir normas sobre medio ambiente, de acuerdo con la ley. Los artículos 
313.9 y 313.10 facultan a los concejos para expedir normas sobre medio ambiente, de conformidad 
con la ley. 

De una interpretación sistemática de las anteriores disposiciones constitucionales se concluye que le 
corresponde privativamente al legislador reglar las competencias de las autoridades nacionales, 
regionales y territoriales en relación con la protección del medio ambiente. Es decir, la distribución de 
funciones y competencias en materia ambiental es del resorte exclusivo del legislador. Además, esta 
misma conclusión surge de una interpretación teleológica del concepto de descentralización. Si el 
gobierno central tuviera la facultad para distribuir las funciones y competencias de las autoridades 
territoriales sobre asuntos ambientales, el diseño constitucional de la descentralización en la materia 
carecería de una garantía institucional para impedir que la autoridad central asuma las competencias 
que constitucionalmente le corresponden a las autoridades territoriales. 

El decreto de marras, cercena de un tajo la posibilidad de que los departamentos y 
municipios a través de los órganos competentes (Asambleas y Concejos) puedan expedir 
normas que sean más estrictas que las nacionales frente al desarrollo de proyectos que de 
manera evidente generan daño a su patrimonio ecológico, prohibiendo de manera 
abiertamente inconstitucional e ilegal que en desarrollo de su autonomía y de la capacidad de 
autodeterminación, mediante los procesos de planificación y de ordenamiento territorial y de 
defensa de su patrimonio ecológico, puedan desarrollarse con la amplitud que les señaló la 
Constitución Política, y definir de manera libre que quieren de su territorio, y no verse 
sometidos a un decreto reglamentario regresivo y por tanto inconstitucional e ilegal. 

EL DECRETO VIOLA LA AUTONOMÍA DE LAS AUTORIDADES AMBIENTALES AL 
PROHIBIRLES QUE CONCERTEN CON LOS MUNICIPIOS Y DISTRITOS EL 
COMPONENTE AMBIENTAL DE LOS PLANES DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL 
CON RESPECTO AL DESARROLLO DE ACTIVIDADES MINERAS. 

De conformidad con lo establecido en el artículo 24 de la Ley 388 de 1997, modificado por la 
Ley 507 de 1999, previamente a la presentación al Concejo Distrital o Municipal, el 
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componente ambiental del proyecto de POT o de su modificación, debe ser concertado con la 
autoridad ambiental correspondiente, bien se trate de la del gran centro urbano o la 
corporación autónoma regional de la jurisdicción. 

No obstante, en términos reales, e Decreto 934 de 2013 le está prohibiendo a las 
corporaciones autónomas regionales que concierten con los municipios y distritos un 
específico aspecto ambiental, como lo es la posible exclusión de zonas compatibles con la 
minería, o la prohibición misma de la actividad en los POT, indistintamente de las razones que 
motiven esta decisión. Así, por ejemplo, la declaración de un área protegida de orden local, 
de protección por riesgo o para proteger el suelo, la biodiversidad, el paisaje, ecosistemas 
estratégicos o por la variabilidad climática que se incrementa debido a las actividades 

mineras. 

Desconoce el decreto demandado que el régimen de las Corporaciones Autónomas 
Regionales se encuentra previsto en la Ley 99 de 1993. El artículo 23 de dicha norma 
determina su naturaleza jurídica y señala que: 

(...) son entes corporativos de carácter público, creados por la ley, integrados por las entidades 
territoriales que por sus características constituyen geográficamente un mismo ecosistema o 
conforman una unidad geopolítica, biogeográfica o hidrogeográfica, dotados de autonomía 
administrativa y financiera, patrimonio propio y personería jurídica, encargados por la ley de 
administrar, dentro del área de su jurisdicción, el medio ambiente y los recursos naturales renovables y 
propender por su desarrollo sostenible, de conformidad con las disposiciones legales y las políticas del 

Ministerio del Medio Ambiente". 

Se sigue de lo anterior, que el decreto objeto de la demanda limita la autonomía de la 
Corporación Autónoma Regional, cuya regulación está en cabeza del Congreso de la 
República de manera privativa, de conformidad con lo establecido en el numeral 7 del artículo 
150 de la Constitución Política. Por lo anterior, no le es dable al poder ejecutivo restringir vía 
decreto ejecutivo las facultades del régimen especialmente autonómico de dichas 
corporaciones dada la competencia exclusiva del legislador. 

Al respecto, la Corte Constitucional en sentencia C-894 de 2003 señaló lo siguiente: 

De una interpretación sistemática de las anteriores disposiciones constitucionales se concluye que le 
corresponde privativamente al legislador reglar las competencias de las autoridades nacionales, 
regionales y territoriales en relación con la protección del medio ambiente. Es decir, la distribución de 
funciones y competencias en materia ambiental es del resorte exclusivo del legislador. Además, esta 
misma conclusión surge de una interpretación teleológica del concepto de descentralización. Si el 
gobierno central tuviera la facultad para distribuir las funciones y competencias de las autoridades 
territoriales sobre asuntos ambientales, el diseño constitucional de la descentralización en la materia 
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carecería de una garantía institucional para impedir que la autoridad central asuma las competencias 
que constitucionalmente le corresponden a las autoridades territoriales. 

Finalmente, la Ley 507 de 1999, modificatoria de la Ley 388 de 1997, establece en el 
parágrafo 6 del artículo 1° la necesidad de la concertación del proyecto del POT, con la 
Corporación Autónoma Regional o la autoridad ambiental competente en lo que a asuntos 
ambientales se refiere, de manera que también en esta materia el decreto aludido invade la 
órbita de competencia del Congreso de la República. 

EL DECRETO VIOLA LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD Y DE RESERVA DE LEY, ASÍ 
COMO LA FACULTAD REGLAMENTARIA AL CONSAGRAR UNA NULIDAD CON 
RESPECTO A LAS DECISIONES QUE CONTRARIEN SU ALCANCE. 

En el parágrafo 2° del artículo 2 y el artículo 3 del Decreto 934 de 2013 se dispone: 

Parágrafo 2.-Las prohibiciones que se establezcan en los mencionados instrumentos de ordenamiento 
del territorio en violación de la ley, no podrán ser oponibles, aplicadas o exigidas a las actividades 
mineras, por ninguna autoridad. 

Artículo 3.-Como efecto de lo dispuesto en los artículos anteriores, los certificados de uso del suelo 
expedidos por las autoridades departamentales o municipales, que prohíban o señalen como 
incompatible el ejercicio de actividades mineras, no podrán ser reconocidos como exclusiones o 
limitaciones, por parte de las autoridades para el trámite y obtención de licencias, permisos, 
concesiones o autorizaciones de cualquier naturaleza que se requieran para el ejercicio de la actividad 
minera en el territorio de su jurisdicción. 

Como se puede apreciar, el decreto demandado se atribuye facultades que están por fuera de 
los mandatos constitucionales y legales del gobierno nacional, desconociendo el principio de 
legalidad y abrogándose las que solamente están atribuidas al Congreso de la República, en 
abierta violación del principio de legalidad y de reserva de ley, así como las atribuciones de la 
jurisdicción de lo contencioso administrativo al calificar de hecho como nulos actos 
administrativos que gozan de la presunción de legalidad. Lo anterior, en contravía de lo 
dispuesto en los artículos 6, 29 y 150 de la Constitución Política. 

Con relación al principio de legalidad, la Corte Constitucional mediante la Sentencia C-710/01 
señaló: 

En qué consiste el principio de legalidad 

1. El principio constitucional de la legalidad tiene una doble condición de un lado es el principio rector 
del ejercicio del poder y del otro, es el principio rector del derecho sancionador. 
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Como principio rector del ejercicio d I poder se entiende que no existe facultad, función o acto que 
puedan desarrollar los servidores p ú blicos que no esté prescrito, definido o establecido en forma 
expresa, clara y precisa en la ley. E te principio exige que todos los funcionarios del Estado actúen 
siempre sujetándose al ordenamiento jurídico que establece la Constitución y lo desarrollan las demás 
reglas jurídicas. 

La consagración constitucional del principio de legalidad se relaciona con dos aspectos básicos y 
fundamentales del Estado de derecho: con el principio de división de poderes en el que el legislador 
ostenta la condición de representante de la sociedad como foro político al que concurren las diferentes 
fuerzas sociales para el debate y definición de las leyes que han de regir a la comunidad. Y de otro 
lado, define la relación entre el individuo y el Estado al prescribir que el uso del poder de coerción será 
legítimo solamente si está previamente autorizado por la ley. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a 
las leyes preexistentes al acto que se le imputa. 

Su posición central en la configuración del Estado de derecho como principio rector del ejercicio del 
poder y como principio rector del uso de las facultades tanto para legislar -definir lo permitido y lo 
prohibido- como para establecer las sanciones y las condiciones de su imposición, hacen del principio 
de legalidad una institución jurídica compleja conforme a la variedad de asuntos que adquieren 
relevancia jurídica y a la multiplicidad de formas de control que genera la institucionalidad. 

Si bien todas las conductas no son objeto de reglamentación y mucho menos objeto de sanciones sino 
sólo aquellas en las que se identifican actos u omisiones que atentan gravemente contra los derechos 
de las personas, la respuesta jurídica no es la misma. La graduación de las formas de coerción o 
administración de la fuerza atienden al daño causado y al impacto del mismo en la sociedad. Pero 
también existen otro tipo de reglamentos, sanciones y procedimientos encaminados a garantizar el 
cumplimiento de deberes que los ciudadanos tienen como miembros de una comunidad y así el pago 
de impuestos, el uso de los recursos naturales, el desempeño de actividades de riesgo, la prestación 
de servicios públicos y el ejercicio de profesiones u oficios que impliquen un riesgo social, son aspectos 
que también son objeto de reglamentación estatal para exigir un determinado comportamiento y para 
imponer sanciones a quienes faltan a estos deberes. 
(.4 

4. Si el principio de legalidad rige tanto el ejercicio de las funciones de los servidores públicos (artículo 
60 ) y a su vez es principio rector del derecho sancionador (artículo 29) esto significa que el desarrollo 
de la actividad legislativa no es ni omnímoda ni absoluta. Se considera como característica central, 
distintiva del Estado de derecho que ningún poder puede ser omnipotente. 

En el caso del legislador es un poder que está sujeto a lo dispuesto por la Constitución y su función de 
legislar debe desarrollarse dentro de los parámetros establecidos por la norma de normas. La sujeción 
del legislativo al principio de legalidad es la razón para que exista control de constitucionalidad de las 
leyes, porque a pesar de ser el órgano de representación popular por excelencia, se considera un 
poder constituido. El marco de referencia dentro del cual puede ejercer la cláusula general de 
competencia es la Constitución, no puede en virtud de la representación popular, asumir poderes de 
constituyente primario. 

Conforme a lo expuesto si el principio de legalidad es tan estricto incluso para limitar el ejercicio del 
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poder político del órgano de representación popular la pregunta necesaria es saber cuáles son los 
límites del legislador respecto a la expedición de leyes relativas al derecho sancionador. 

El legislador y el principio de legalidad 

5. Frente al punto el artículo 29 de la Constitución resulta claro y expreso: Nadie podrá ser juzgado 
sino frente a leyes preexistententes al acto que se le imputa, ante el juez o tribunal competente y con 
observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. 

Del principio de legalidad se infiere que los límites impuestos al legislador por parte del constituyente 
hacen referencia a un contenido material de las garantías fundamentales que deben respetarse para 
poder legítimamente aplicar sanciones: Nullum crimen sine lege No existe delito sin ley, Nulla 
poena sine praevia lege no existe pena sin ley previa, Nemo iudex sine lege la persona sólo 
puede ser juzgada por sus actos por el juez previamente establecido y Nemo damnetur nisi per 
legale indicum nadie puede ser castigado sino en virtud de un juicio legal, con el pleno respeto de la 
presunción de inocencia, del derecho a la defensa, la controversia probatoria, la asistencia técnica y a 
las formas propias del juicio. 

Además de los principios fundamentales que rodean el principio de legitimidad que rige el 
juzgamiento, se ha mencionado la reserva de ley establecida en el numeral 10 0  del artículo 150 de la 
Constitución como los límites establecidos por el constituyente al legislador para ejercer su facultad de 
legislar. 

Por lo expuesto, si el principio de legalidad le impone los límites que señaló la Corte 
Constitucional al Congreso de la República, es mucho más estricto tratándose de la potestad 
reglamentaria del gobierno nacional, que debe sujetarse no solo al cumplimiento de la 
Constitución Política sino, además, a las leyes. 

Sobre la reserva de ley este aspecto, en la Sentencia C-710 aludida, se expresó: 

La reserva de ley y la facultad de legislar 

3. La cláusula de reserva de ley atiende al desarrollo del principio de división de poderes unido a la  
necesidad de ue el derecho además de ser I al sea le ítimo. El si nificado de la I itimi.ad del 
derecho se encuentra estrechamente vinculado al principio democrático de elaboración de las leyes.  
Las normas que rigen una sociedad deben ser el producto de un procedimiento en el que..se 
garanticen en especial dos principios: el principio de soberanía popular en virtud del cual los límites al  
ejercicio de las facultades de las personas que hacen parte de una colectividad, tienen como único  
origen legitimo la voluntad popular. Y el principio del pluralismo, como una garantía de participación de  
la diversidad de los individuos y grupos gue componen una sociedad, que no es homors&Lei 

El resultado de la reglamentación -las leyes- debe 
democrático para que las normas no sean producto 
fuerza, ni de la imposición de las mayorías sobre las 

ser el reflejo de un procedimiento altamente 
ni de la imposición arbitraria por el uso de la 
minorías y que además, sea un procedimiento 

-1 - • 
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sujeto al dispositivo contramayoritario del respeto de los derechos fundamentales que no pueden ser 
desconocidos en el devenir legislativo por el imperio de los intereses de turno o al calor de las 
pasiones coyunturales. 

La cláusula de reserva de ley identifica constitucionalmente asuntos que deben ser de exclusiva 
competencia del legislador ordinario y frente a los cuales le está prohibido conceder facultades 

extraordinarias. 

Al expedir el Decreto 934 de 2013, el gobierno nacional asumió funciones para las cuales no 
se encontraba facultado violando de esta manera los artículos 6 y 29 de la Constitución 
Política, e invadió ámbitos de competencia del Congreso de la República al prohibirle a los 
municipios que regularan sobre el uso del suelo en relación con una actividad altamente 
impactante sobre el territorio como es la minería, y de igual manera, al excluir a las CAR de 
los procesos de concertación de esta temática ambiental en los POT, siendo este un aspecto 
que corresponde al poder legislativo, desconociendo de esta manera la reserva de ley prevista 

en el artículo 50 de la Carta superior. 

Igualmente, el decreto atacado pasa por alto los artículos constitucionales mencionados al 
considerar de facto nulos los actos administrativos que profieran los Concejos y Asambleas a 
través de los cuales se prohíban las actividades mineras, así como al establecer que los 
certificados de uso del suelo que en tal sentido se expidan deben ser desconocidos. Así, 
nuevamente, está desconociendo el principio de legalidad y la presunción de legalidad de los 
referidos actos administrativos, atribuyéndose funciones que le corresponde a la jurisdicción 

de lo contencioso administrativo. 

EL DECRETO EXCEDE LA FACULTAD REGLAMENTARIA AL OMITIR LA FIRMA DE 
LOS MINISTROS DEL INTERIOR Y DE AMBIENTE Y DESARROLLO SOSTENIBLE 

SECCIÓN 1: COMPETENCIA 

Para la expedición del Decreto 934 de 2013 era indispensable la participación de los Ministros 
del Interior y de Ambiente y Desarrollo Sostenible como parte del gobierno nacional. Las 
facultades otorgadas al presidente mediante el numeral 11 del artículo 189 de la Carta, no 
suplen las competencias de los dos ministros citados. 

Ha de tenerse en cuenta que el artículo 6 del Decreto 2893 de 2011 le asignó 
específicamente al Ministerio del Interior, entre otras, las siguientes funciones: 

2. Diseñar e implementar de conformidad con la ley las políticas públicas de protección, promoción, 
respeto y garantía de los Derechos Humanos, en coordinación con las demás entidades del Estado 
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competentes, así como la prevención a las violaciones de estos y la observancia al Derecho 
Internacional Humanitario, con un enfoque integral, diferencial y social. 

3. Servir de enlace y coordinador de las entidades del orden nacional en su relación con los entes  
territoriales y promover la integración de la Nación con el territorio y el desarrollo territorial a través de 
láprofundización de la descentralización ordenamiento y autonomía territorial y la coordinación y  
armonización de las agendas de los diversos sectores administrativos, dentro de sus competencias. en  
procura de este obietivo.  

Adicionalmente, debe tenerse en cuenta que, de conformidad con lo establecido en el artículo 
115 de la Constitución Política: 

El Presidente de la República es Jefe del Estado, Jefe del Gobierno y suprema autoridad administrativa. 

El Gobierno Nacional está formado por el Presidente de la República, los ministros del despacho y los 
directores de departamentos administrativos.  El Presidente y el Ministro o Director de Departamento 
corres ondientes en cada n- .•rticular constitu en el Gobierno. 

Ningún acto del Presidente, excepto el de nombramiento y remoción de Ministros y Directores de  
Departamentos Administrativos  v aquellos expedidos en su calidad de Jefe del Estado y de suprema  
autoridad administrativa, tendrá valor ni fuerza alguna mientras no sea suscrito y comunicado por el  
Ministro del ramo resciim o_por el Director del Departamento Administrativo correspondiente,  
quienes por el mismo hecho, se hacen responsables. (...) (Subrayado fuera de texto) 

Así mismo, el artículo 208 constitucional dispone que: 

Los ministros y los directores de departamentos administrativos son los jefes de la administración en 
su respectiva dependencia. Bajo la dirección del Presidente de la República, les corresponde formular 
Ipolíticas atinentes a su despacho, dirigir la actividad administrativa y ejecutar la ley. (Subrayado 
fuera de texto) 

Según lo señalado, si el Ministerio del Interior es el encargado de servir de enlace y 
coordinador de las entidades del orden nacional en su relación con los entes territoriales, 
promover la integración de la Nación con el territorio y el desarrollo territorial a través de la 
profundización de la descentralización, ordenamiento y autonomía territorial y la coordinación 
y armonización de las agendas de los diversos sectores administrativos y dirigir la actividad 
administrativa a su cargo, y en tal virtud, es competencia del Ministro "Preparar los proyectos 
de decreto y resoluciones ejecutivas que deban expedirse en ejercicio de las atribuciones 
correspondientes al Presidente de la República como suprema autoridad administrativa, en 
los asuntos de su competencianu; entonces, el Decreto 934 de 2013, por regular asuntos de 
desarrollo territorial y concernientes a la relación entre Nación y entidades territoriales 
referentes a minería, era indispensable la participación del Ministro del Interior en el proceso 

17 Numeral 9, articulo 6, Decreto 2893 de 2011. 

   

Carrera 8 No. 1O-b5 

tel. 331 30 00 

www.bogota.gov.co  

 

I BOGOTA 
IJI 

riTCGP10110 2110 11 

eulturu YERRAS 
DeCIDDItin 

  

  



ALCALDÍA Rural 

de producción y expedición del acto para que éste se ajuste a la Constitución Política y la ley. 

Así, aun cuando en virtud del artículo 189 de la Carta Política el Presidente está facultado 
para expedir decretos necesarios para ejecutar las leyes, la asignación de funciones 
específicas para los ministerios excluye la competencia del Presidente. Por lo mismo, de 
conformidad con lo expuesto en la sentencia de veintiséis (26) de febrero mil novecientos 
noventa y ocho (1.998), REF: Expediente núm. 4500, Consejero ponente: Doctor Ernesto 
Rafael Ariza Muñoz, el Consejo de Estado señaló que: 

El artículo 12, literal a), del Decreto Ley 1050 de 1968 es muy claro en consagrar que corresponde a 
los Ministerios ejercer, bajo su propia responsabilidad, las funciones que la ley les confiera Cuando la 
ley ordena que determinada materia sea regulada por un Ministerio, con ello quiere dar a entender el 
legislador que se hace innecesario hacer uso de la potestad reglamentaria consagrada en el artículo 
189, numeral 11, de la Carta Política, adscrita al Presidente de la República, quien la ejercita con el 
Ministro o el Director del Departamento Administrativo respectivo. Sabido es que una cosa es hablar 
del Gobierno, entendiendo éste como Presidente y Ministro o Director del Departamento Administrativo 
respectivo, conforme lo prevé el inciso 3o. del artículo 115 de la Carta Política, y otra muy diferente es 
hablar de una función administrativa que le corresponde únicamente al Ministro por mandato de la ley, 
porque aquí juega papel importante uno de los principios que rigen la actuación administrativa, como 
es el de la desconcentración de funciones. 

Claro es entonces que ni el Presidente de la República y mucho menos el Ministro de Minas y 
Energía, podía abrogarse facultades constitucionales y legales que están en cabeza del 
Ministro del Interior y del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, quienes no fueron 
convocados a la suscripción del Decreto demandado, no obstante regular aspectos que son 
propios de su cartera, argumento este que reitera la nulidad por inconstitucionalidad de la 
norma demandada. 

A lo anterior, debe agregarse que, al margen de la nulidad por inconstitucionalidad del 
decreto demandado, y teniendo en cuenta que a través del mismo se limitó a las 
Corporaciones Autónomas Regionales -CAR- la facultad de concertar en los POT aspectos 
ambientales relacionados con la minería, la norma aludida debió haber sido suscrita también 
por el Ministro de Ambiente y Desarrollo Sostenible quien conforme a lo dispuesto en los 
artículos 2, 4 y 5 de la Ley 99 de 1993 y el Decreto ley 3570 de 2011 le corresponde presidir 
el Sistema Nacional Ambiental —SINA— y formular las políticas, normas, orientaciones y 
directrices que deben cumplir las CAR y demás autoridades ambientales, según se dispone en 
los artículos 30 y 31 de las ley ambiental de 1993. 

EL DECRETO EXCEDE LA FACULTAD REGLAMENTARIA AL EXCLUIR A LOS GRANDES 
CENTROS URBANOS COMO AUTORIDADES AMBIENTALES 
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El parágrafo del artículo 1 del Decreto 934 de 2013 establece que 'para efectos de la aplicación del 
artículo 37 de la Ley 685 de 2001 y de este decreto, se entenderá que la autoridad ambiental es el Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible, las Corporaciones Autónomas Regionales, las de Desarrollo Sostenible y los 
Distritos Especiales de acuerdo con lo establecido en la Ley 768 de 2002 o quien haga sus veces y la autoridad 
minera o concedente, la Agencia Nacional de Minería o quien haga sus veces". 

Como se puede apreciar, en el parágrafo citado se excluye a los Grandes Centros Urbanos a 
que se refiere el artículo 66 de la Ley 99 de 1993, el cual dispone que "Los municipios, distritos o 
áreas metropolitanas cuya población urbana fuere igual o superior a un millón de habitantes (1.000.000) 
ejercerán dentro del perímetro urbano las mismas funciones atribuidas a las Corporaciones Autónomas 
Regionales, en lo que fuere aplicable al medio ambiente urbano". 

En igual sentido, el artículo 214 de la Ley 1450 de 2011 determina que los Grandes Centros 
Urbanos previstos en el artículo mencionado, así como los establecimientos públicos que 
desempeñan funciones ambientales en los Distritos de Barranquilla, Santa Malta y Cartagena, 
ejercerán dentro del perímetro urbano las mismas funciones atribuidas a las Corporaciones 
Autónomas Regionales y de Desarrollo Sostenible en lo que respecta a la protección y 
conservación del medio ambiente. Únicamente, restringe tal facultad a la elaboración de los 
planes de ordenación y manejo de cuencas hidrográficas. 

En la actualidad, los grandes centros urbanos que existen en Colombia son el Distrito Capital, 
que cuenta con su unidad ambiental urbana que es la Secretaria Distrital de Ambiente, Cali 
que cuenta con el DADMA y el Área Metropolitana del Valle de Aburra, con su unidad 
ambiental urbana, autoridades estas que cumplen en el perímetro urbano respectivo, las 
mismas funciones que las CAR, salvo lo previsto en la Ley 1450 de 2011 con respecto a los 
planes de ordenación y manejo de cuencas hidrográficas. 

Como se puede apreciar, los grandes centros urbanos fueron creados por la ley y la misma ley 
les estableció una serie de funciones como autoridades ambientales en el respectivo 
perímetro urbano, atribuciones estas que son desconocidas de manera flagrante por el 
decreto demandado. 

Es evidente, que se presenta una extralimitación de funciones por parte del ejecutivo, en 
cabeza del Presidente de la República y del Ministro de Minas y Energía, al modificar las 
competencias eminentemente ambientales establecidas por la ley vía decreto reglamentario 
del Código de Minas, razón por la cual, el acto administrativo demandado excede las 
facultades legales y constitucionales e invade la órbita de competencia del Congreso de la 
República previsto en el artículo 150 constitucional. 
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EL DECRETO VIOLA EL DERECHO FUNDAMENTAL A LA CONSULTA PREVIA 

Conforme al artículo 330 de la Constitución Política, "los territorios indígenas estarán gobernados por 

consejos conformados y reglamentados según los usos y costumbres de sus comunidades y ejercerán las 
siguientes funciones: 

1. Velar por la aplicación de las normas legales sobre usos del suelo y poblamiento de sus territorios. 

2. Diseñar las políticas y los planes y programas de desarrollo económico y social dentro de su 
territorio, en armonía con el Plan Nacional de Desarrollo. 
3. Promover las inversiones públicas en sus territorios y velar por su debida ejecución. 

4. Percibir y distribuir sus recursos. 
5. Velar por la preservación de los recursos naturales". 

Por su parte, según el Convenio 169 de la OIT (Ley 21 de 1991), que hace parte del bloque 
de constitucionalidad, los pueblos indígenas y tribales tienen el derecho de definir sus propias 
prioridades en lo que atañe al proceso de desarrollo, en la medida en que éste afecte a sus 
vidas, creencias, instituciones y bienestar espiritual y a las tierras que ocupan o 
utilizan de alguna manera y tienen el derecho a controlar su propio desarrollo económico, 
social y cultural, en la medida de lo posible. 

En reiterada jurisprudencia la Corte Constitucional ha manifestado que la consulta previa es 
un derecho fundamental de las comunidades étnicas, pues se trata de un mecanismo básico 
para preservar su integridad étnica, social, económica y cultural, y para asegurar su 
supervivencia como grupos sociales. 

El derecho fundamental a la consulta previa hace posible que los pueblos indígenas y negros 
participen de manera directa en las decisiones legislativas y administrativas que puedan 
afectarlas y en el manejo de recursos naturales que pretendan realizarse dentro de sus 
territorios, para garantizar su integridad social, cultural y económica. 

En ese orden de ideas, el Decreto 934 de 2013, al establecer que la facultad de "establecer 
zonas excluidas y restringidas de minería compete exclusivamente, y dentro de los límites 
fijados en los artículos 34 y 35 de la Ley 685 de 2001, a las autoridades minera y ambiental", 
que "a través del Ordenamiento Territorial no es posible hacer directa ni indirectamente el 
Ordenamiento Minero, razón por la cual los planes de ordenamiento territorial, planes básicos 
de ordenamiento territorial o esquemas de ordenamiento territorial de los municipios y 
distritos, no podrán incluir disposiciones que impliquen un ordenamiento de la actividad 
minera en el ámbito de su jurisdicción, salvo previa aprobación de las autoridades nacionales" 
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y que por tanto "En desarrollo de la anterior prohibición, los Concejos Municipales y las 
Asambleas Departamentales no podrán establecer zonas del territorio que queden 
permanentemente o transitoriamente excluidas de la minería mediante acuerdos municipales 
u ordenanzas departamentales respectivamente, por exceder el ámbito de sus competencias", 
está desconociendo de manera flagrante lo dispuesto en el artículo 330 de la Constitución 
Política y el Convenio 169 de la OIT. 

Lo anterior, adquiere especial importancia por cuanto las comunidades étnicas, cuentan con la 
facultad de definir sus propias prioridades en lo que atañe a sus procesos de desarrollo y 
adoptar determinaciones sobre los territorios que le han sido adjudicados. 

En tal sentido, atendiendo a los impactos negativos que la minería ocasiona sobre el territorio 
y que en el país se han otorgado títulos mineros, existen solicitudes de titulación y se han 
declarado áreas estratégicas mineras que abarcan más del 30% del territorio nacional -como 
señala la Contraloría General de la República en el estudio a que se hizo referencia 
previamente- es evidente que el Decreto en cuestión, por afectar directamente los intereses 
de las comunidades étnicas, al generar conflictos de usos sobre su territorio, debió haber sido 
consultado con ellas. 

Adicionalmente, debe tenerse en cuenta que el Decreto citado puede conllevar a que al 
efectuarse el ordenamiento minero sobre territorios que han sido adjudicados a las 
comunidades étnicas y que se destinen a actividades mineras, se desconoce que los mismos 
son inalienables, imprescriptibles e inembargables, riesgo que pudo haberse evitado de 
haberse consultado el decreto citado. 

Debe recordarse que la ausencia de un proceso de consulta previa con las comunidades 
étnicas llevó a la declaratoria de inexequibilidad de las Leyes 1021 de 2006, 1152 de 2007 
y Ley 1382 de 2010, esta última por la cual se modificó el Código de Minas de 2010. 

Precisamente, la Corte Constitucional mediante la Sentencia C-030/08 por la cual declaró 
inexequible la Ley 1021 de 2006, entre otras cosas, expresó: 

4. Marco jurídico del derecho de los pueblos indígenas y tribales a la consulta de las 
medidas administrativas o legislativas que los afecten directamente 

4.1. De acuerdo con la jurisprudencia constitucional, en el marco del reconocimiento de la diversidad 
étnica y cultural como valor constitucional y fundamento de la nacionalidad colombiana (C.P. arts. 7 y 
70), y en el contexto de la definición de Colombia como una república unitaria, descentralizada, con 
autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista (C.P. Art. 1), la 
Constitución Política otorga especial protección al derecho de participación de los grupos étnicos en las 
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decisiones que los afectan. 

Ha destacado la Corte que esa especial protección se traduce en el deber de adelantar procesos de 
consulta con las comunidades indígenas y tribales para la adopción y la ejecución de decisiones que 
puedan afectarles, deber que es expresión y desarrollo del artículo primero de la Constitución, que 
define a Colombia como una democracia participativa, del artículo 2 0 , que establece como finalidad del 

Estado la de facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan, del artículo 7 0 

 Superior, que reconoce y protege la diversidad étnica y cultural, del 40-2, que garantiza el derecho de 
todo ciudadano a la participación democrática y del artículo 70 que considera la cultura fundamento 

de la nacionalidad. 

En ese contexto, la Corte Constitucional ha puntualizado que, en cuanto hace a los pueblos indígenas 
y tribales, una de las formas de participación democrática previstas en la Carta es el derecho a la 
consulta, previsto de manera particular en los artículos 329 y 330 de la Constitución, que disponen la 
participación de las comunidades para la conformación de las entidades territoriales indígenas y para 
la explotación de los recursos naturales en sus territorios, y que tiene un reforzamiento en el Convenio 
número 169 de la OIT, aprobado por la Ley 21 de 1991, el cual está destinado a asegurar los derechos 
de los pueblos indígenas a su territorio y a la protección de sus valores culturales, sociales y 
económicos, como medio para asegurar su subsistencia como grupos humanos. 

4.2. Tal como se ha señalado por esta Corporación, y como se desprende de su propio texto, el 
Convenio 169 de la OIT fue adoptado con base en una nueva aproximación a la situación de los 
pueblos indígenas y tribales en todas las regiones del mundo, conforme a la cual era preciso eliminar 
la orientación hacia la asimilación que se había venido manejando, para, en su lugar, asentar el 
principio conforme al cual las estructuras y formas de vida de los pueblos indígenas y tribales son 
permanentes y perdurables, y la comunidad internacional tiene interés en que el valor intrínseco de 

sus culturas sea salvaguardad. 

En el marco del reconocimiento de "... las aspiraciones de esos pueblos a asumir el control de sus 
propias instituciones y formas de vida y de su desarrollo económico y a mantener y fortalecer sus 
identidades, lenguas y religiones, dentro del marco de los Estados en que viven el Convenio 169 de 
la OIT señala, en su capítulo de "Política General", que "[I]os gobiernos deberán asumir la 
responsabilidad de desarrollar, con la participación de los pueblos interesados, una acción coordinada 
y sistemática con miras a proteger los derechos de esos pueblos y a garantizar el respeto de su 
integridad: Agrega el Convenio que dicha acción "... deberá incluir medidas: a) que aseguren a los 
miembros de dichos pueblos gozar, en pie de igualdad, de los derechos y oportunidades que la 
legislación nacional otorga a los demás miembros de la población; b) que promuevan la plena 
efectividad de los derechos sociales, económicos y culturales de esos pueblos, respetando su identidad 
social y cultural, sus costumbres y tradiciones, y sus instituciones; c) que ayuden a los miembros de 
los pueblos interesados a eliminar las diferencias socioeconómicas que puedan existir entre los 
miembros indígenas y los demás miembros de la comunidad nacional, de una manera compatible con 

sus aspiraciones y formas de vida." 

Como se ha puesto de presente por la Corte, dentro del Convenio 169 tiene especial connotación y 
desarrollo el derecho de los pueblos indígenas y tribales a la participación en la adopción y la 
aplicación de las decisiones que los afectan, aspecto que está previsto en distintas disposiciones del 
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convenio y que, de manera general, se desarrolla en los artículos 6 y 7 del mismo, que enfatizan en la 
necesidad de que, para la aplicación de las disposiciones del Convenio, se asegure la participación de 
las comunidades, se establezcan mecanismo adecuados de consulta, se adelanten procesos de 
cooperación y se respete, en todo caso, el derecho de estos pueblos a "... decidir sus propias 
prioridades en lo que atañe al proceso de desarrollo, en la medida en que éste afecte a sus vidas, 
creencias, instituciones y bienestar espiritual y a las tierras que ocupan o utilizan de alguna manera, y 
de controlar, en la medida de lo posible, su propio desarrollo económico, social y cultural" 

De este modo, es posible apreciar que del marco del Convenio 169 de la OIT surgen dos grandes 
conjuntos de compromisos para los Estados signatarios, el primero, referido a las medidas que deben 
impulsar para obtener los fines propios del convenio en los distintos aspectos que son objeto del 
mismo, que, como se ha dicho, de una manera amplia, se orienta a promover las condiciones que 
permitan el desarrollo de los pueblos indígenas y tribales de un modo que respete la diversidad étnica 
y cultural, asegure los espacios de autonomía requeridos para ello y se desenvuelva en un marco de 
igualdad, y que específicamente se refiere a su relación con las tierras o territorios; a las condiciones 
de trabajo; a aspectos relacionados con la formación profesional, la artesanía y las industrias rurales; 
a salud y seguridad social; a educación y medios de comunicación y a contactos y cooperación a 
través de las fronteras, y el segundo que alude a la manera como deben adoptarse y ponerse en 
ejecución esas medidas y que tienen como elemento central la participación y el respeto por la 
diversidad y la autonomía. 

El Convenio en distintos apartes se refiere de manera expresa a los compromisos de los Estados 
signatarios orientados a que, en la aplicación del mismo, se garanticen los espacios de participación y 
consulta compatibles con su objetivo central, aspecto que, de manera general es desarrollado en el 
artículo 6° del convenio en los siguientes términos: 

Artículo 6 

1. Al aplicar las disposiciones del presente Convenio, los gobiernos deberán: 

a) consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos apropiados y en particular a través de 
sus instituciones representativas, cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas 
susceptibles de afectarles directamente; 
b) establecer los medios a través de los cuales los pueblos interesados puedan participar libremente, 
por lo menos en la misma medida que otros sectores de la población, y a todos los niveles en la 
adopción de decisiones en instituciones electivas y organismos administrativos y de otra índole 
responsables de políticas y programas que les conciernan; 
c) establecer los medios para el pleno desarrollo de las instituciones e iniciativas de esos pueblos, y en 
los casos apropiados proporcionar los recursos necesarios para este fin 

2. Las consultas llevadas a cabo en aplicación de este Convenio deberán efectuarse de buena fe y de 
una manera apropiada a las circunstancias, con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el 
consentimiento acerca de las medidas propuestas. 

Cabe distinguir en la anterior disposición dos dimensiones del derecho de participación de los pueblos 
indígenas y tribales: Por un lado, la obligación contenida en el literal b) de establecer los medios a 
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través de los cuales los pueblos inte esados puedan participar libremente, por lo menos en la misma 
medida que otros sectores de la población, y a todos los niveles en la adopción de decisiones en 
instituciones electivas y organismo administrativos y de otra índole responsables de políticas y 
programas que les conciernan; y, por otro, eideber de consulta previsto en el literal a) en relación con 
las medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectar directamente a dichos pueblos. 

De este modo, cuando se adopten medidas en aplicación del convenio, cabe distinguir dos niveles de 
afectación de los pueblos indígenas y tribales: el que corresponde a las políticas y programas que de 
alguna manera les conciernan, evento en el que debe hacerse efectivo un derecho general de 
participación, y el que corresponde a las medidas administrativas o legislativas que sean susceptibles 
de afectarlos directamente, caso para el cual se ha previsto un deber de consulta. 

4.2.2. En relación con el deber de consulta de las medidas que sean susceptibles de afectar 
directamente a los pueblos indígenas y tribales, la Corte ha dicho que el mismo es consecuencia 
directa del derecho que les asiste a las comunidades nativas de decidir las prioridades en su proceso 
de desarrollo y preservación de la cultura y que, cuando procede ese deber de consulta, surge para las 
comunidades un derecho fundamental susceptible de protección por la vía de la acción de tutela, en 
razón a la importancia política del mismo, a su significación para la defensa de la identidad e 
integridad cultural y a su condición de mecanismo de participación 

4.2.2.1. En diferentes oportunidades la Corte se ha referido a ese deber de consulta, específicamente 
cuando el mismo se predica frente a medidas legislativa 

Posteriormente la Corte, en la Sentencia C-891 de 2002, señaló que, al amparo de lo dispuesto en el 
artículo 330 de la Constitución y teniendo en cuenta "... la vital importancia que el ordenamiento 
minero reviste para las comunidades indígenas y otros grupos étnicos, en la perspectiva de la 
exploración y explotación de recursos mineros yacentes en sus territorios ..." y que "... la relevancia de 
la participación de los pueblos indígenas en relación con la explotación de recursos naturales yacentes 
en sus territorios está directamente vinculada con el trascendental significado que ellos le dan al 
territorio ...", era posible concluir que el principio participativo consagrado en el artículo 2° de la 
Constitución Política adquiere matices más intensos en relación con las comunidades indígenas y se 
concreta en el derecho de consulta que se desprende del artículo 330 de la Constitución y que 
corresponde a las previsiones del Convenio 169 de la OIT, en particular a lo que sobre la materia se 
dispone en su artículo 6°. 
(..•) 
Más recientemente, la Corte, en la Sentencia C-208 de 2007 expresó que la obligación impuesta al 
Estado, de consultar previamente a los grupos étnicos cada vez que se vayan a adoptar medidas 
legislativas o administrativas que los afecten directamente, es expresión concreta de los artículos 329 
y 330 del mismo ordenamiento, que prevén la participación previa de las comunidades para la 
conformación de las entidades territoriales indígenas y para la explotación de los recursos naturales en 
sus territorios. 

Adicionalmente, la Corte, en esa providencia, retomando lo que ya había expresado en la Sentencia C-
620 de 2003, señaló que existe un nexo muy claro entre la consulta como mecanismo de participación 
y la defensa de la integridad cultural de las comunidades étnicas, a partir de lo cual reiteró la posición 
adoptada por la Corte en la Sentencia T-737 de 2005, conforme a la cual "...la importancia del 
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Convenio 169 de 1989 la OIT y en especial del instrumento de consulta previa que se prevé en su 
artículo 6, radica particularmente no solo en que dicho proceso consultivo se surta de manera previa 
cuando quiera que se trate sobre la explotación de recursos naturales existentes en territorio, sino 
porque dicha consulta previa habrá de hacerse extensiva a todas aquellas decisiones administrativas y 
legislativas del Estado que afecten o involucren intereses propios de dichas minorías, aún cuando sean 
diferentes a lo señalado en el artículo 330 de la C.P., pues de esta manera se garantiza igualmente el 
derecho a su identidad. Así, la consulta previa que señala el Convenio 169 tendrá cabida respecto de 
todos aquellos casos que así se requiera y en los que se comprometan los intereses del pueblo 
indígena." 

La Corte, en la Sentencia SU-383 de 2003 hizo un pormenorizado recuento del desarrollo legislativo 
del derecho constitucional de los pueblos indígenas y tribales a ser consultados, recuento que se 
inscribía en el contexto conforme al cual tbsulta de especial importancia para el asunto en estudio, 
además, reiterar que el Convenio 169 de la 01, y concretamente el derecho de los pueblos indígenas y 
tribales a la consulta previa conforma con la Carta Política bloque de constitucionalidad, en virtud de lo 
dispuesto por los artículos 93 y 94 del ordenamiento constitucional, no sólo porque el instrumento que 
la contiene proviene de la Organización Internacional del Trabajo y estipula los derechos labores de 
dichos pueblos -artículo 53 C.P.- sino i) en virtud de que la participación de las comunidades indígenas 
en las decisiones que se adopten respecto de la explotación de recursos naturales en sus territorios, 
prevista en el artículo 330 de la Carta, no puede ser entendida como la negación del derecho de éstos 
pueblos a ser consultados en otros aspectos inherentes a su subsistencia como comunidades 
reconocibles —artículo 94 C.P.-, 5) dado que el Convenio en cita es el instrumento de mayor 
reconocimiento contra las discriminaciones que sufren los pueblos indígenas y tribales, iii) debido a 
que el derecho de los pueblos indígenas a ser consultados previamente sobre las decisiones 
administrativas y legislativas que los afecten directamente es la medida de acción positiva que la 
comunidad internacional prohíja y recomienda para combatir los orígenes, las causas, las formas y las 
manifestaciones contemporáneas de racismo, discriminación racial, xenofobia y las formas de 
intolerancia conexa que afecta a los pueblos indígenas y tribales —Declaración y Programa de Acción 
de Durban- y iv) debido a que el artículo 27 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
dispone que no se negará a las minorías étnicas el derecho a su identidad." 

Finalmente, en la Sentencia T-382 de 2006, la Corte, a propósito de una demanda de tutela que 
versaba, precisamente, sobre el trámite legislativo del proyecto de Ley Forestal, hizo un completo 
recuento de la jurisprudencia relevante en materia de la consulta a los pueblos indígenas y tribales en 
relación con las medidas administrativas o legislativas susceptibles de afectarlos directamente. 
Concluyó la Corte que "..al derecho fundamental de consulta previa tiene asidero dentro del trámite 
legislativo", pero que, "sin embargo, la influencia que el derecho pudiera ejercer sobre tal potestad 
está condicionada a los instrumentos que haya fijado la Constitución o la ley para intervenir en las 
iniciativas parlamentarias, siempre que éstos permitan cumplir con el objeto esencial de la consulta 
previa" y que, al respecto la jurisprudencia constitucional ha precisado que"... el gobierno puede echar 
mano de, por ejemplo, talleres preparatorios que tengan por objeto forjar el consentimiento completo, 
libre, previo e informado de las comunidades indígenas afectadas, a partir de los cuales se procure y 
gestione, de buena fe, un consenso real y lo más universal posible alrededor de la medida legislativa." 

4.2.2.2. Con base en el anterior recuento jurisprudencial, encuentra la Corte que es necesario avanzar 
en la precisión en torno al alcance y al contenido del deber de consulta previsto en el literal a) del 
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artículo 60  del Convenio 169 de la OIT, particularmente en cuanto tiene que ver con la consulta de las 
medidas legislativas que sean susceptibles de afectar directamente a las comunidades indígenas, aún 
cuando no estén circunscritas a la explotación de los recursos naturales en sus territorios (CP art. 330) 
o a la delimitación de esos mismos territorios (CP art. 229). En esta materia es preciso, entonces, 
establecer tres aspectos: (1) ¿Cuándo resulta obligatoria, de acuerdo con el literal a) del Convenio 169 
de la OIT, la consulta previa de una medida legislativa? (2) ¿En qué condiciones de tiempo, modo y 
lugar debe producirse esa consulta? y (3) ¿Cuál es la consecuencia jurídica de la omisión frente al 
deber de consulta? 

4.2.2.2.1. En primer lugar, tratándose específicamente de medidas legislativas, es claro que el deber 
de consulta no surge frente a toda medida legislativa que sea susceptible de afectar a las 
comunidades indígenas, sino únicamente frente a aquellas que puedan afectarlas directamente, 
evento en el cual, a la luz de lo expresado por la Corte en la Sentencia C-169 de 2001, la consulta 
contemplada en el artículo 6 0  del Convenio 169 de la OIT deberá surtirse en los términos previstos en 
la Constitución y en la ley. 

No cabe duda de que las leyes, en general, producen una afectación sobre todos sus destinatarios. De 
esta manera una ley, en cualquier ámbito, aplicable a la generalidad de los colombianos, afecta a los 
miembros de las comunidades indígenas y tribales que tengan la calidad de nacionales colombianos, 
sin que en dicho evento pueda predicarse que, en aplicación del literal a) del artículo 6 0  del Convenio 
169 de la OIT, resulte imperativa una consulta previa a dichas comunidades como condición para que 
el correspondiente proyecto de ley pueda tramitarse válidamente. Sostener lo contrario equivaldría a 
afirmar que una parte muy significativa de la legislación debería ser sometida a un proceso específico 
de consulta previa con las comunidades indígenas y tribales, puesto que las leyes que de manera 
general afecten a todos los colombianos, unas en mayor medida que otras, afectan a las comunidades 
indígenas, en virtud a que sus integrantes, como colombianos que son, se encuentran entre sus 
destinatarios, lo cual desborda el alcance del convenio 169. 
(...) 

En principio, las leyes, por su carácter general y abstracto, no generan una afectación directa de sus 
destinatarios, la cual sólo se materializa en la instancia aplicativa. Sin embargo, puede señalarse que 
hay una afectación directa cuando la ley altera el estatus de la persona o de la comunidad, bien sea 
porque le impone restricciones o gravámenes, o, por el contrario, le confiere beneficios. 

Cabría entonces, señalar que procede la consulta, cuando la ley contenga disposiciones susceptibles 
de dar lugar a una afectación directa a los destinatarios, independientemente de que tal efecto sea 
positivo o negativo, aspecto éste que debe ser precisamente, objeto de la consulta. 

Es claro, por otra parte, que lo que debe ser objeto de consulta son aquellas medidas susceptibles de 
afectar específicamente a las comunidades indígenas en su calidad de tales, y no aquellas 
disposiciones que se han previsto de manera uniforme para la generalidad de los colombianos. Este 
criterio surge no solo de la calidad de directa que se predica de la afectación que produzca una 
medida legislativa para que sea imperativa la consulta, sino también del hecho de la misma procede 
cuando se trate de aplicar las disposiciones del Convenio. No obstante que, por la amplitud del objeto 
del Convenio, cabría decir que en su artículo 6° se establece un deber general de consulta de todas 
las medidas que sean susceptibles de afectar directamente a los pueblos indígenas este enunciado 
fija una pauta interpretativa sobre el alcance de ese deber de consulta, del cual, en principio, se 
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sustraen las medidas que no se inscriban en el ámbito de aplicación del convenio. De este modo, si 
bien uno de los aspectos centrales del convenio tiene que ver con la promoción de la participación de 
los pueblos indígenas y tribales ante todas las instancias en donde se adopten medidas que les 
conciernan, no puede perderse de vista que el propio convenio contempla distintas modalidades de 
participación y ha dejado un margen amplio para que sean los propios Estados los que definan la 
manera de hacerlas efectivas. Así, aunque cabe señalar la conveniencia de que existan los niveles 
más altos de participación y que es deseable que la adopción de medidas administrativas y legislativas 
esté precedida de procesos amplios y efectivos de consulta con los interesados, el alcance vinculante 
del deber de consulta previsto en el Convenio es más restringido y se circunscribe a las medidas que 
se adopten para la aplicación de las disposiciones del mismo, esto es medidas que de manera 
específica afecten a los pueblos indígenas y tribales. 

En este contexto advierte la Corte que pueden surgir problemas de aplicación del convenio distintos 
de los referidos al deber de consulta, cuando, por ejemplo, el legislador omita en un determinado 
cuerpo normativo previsiones que resultan indispensables para atender la especificidad de las 
condiciones de los pueblos indígenas y tribales. En casos como ese, la Corte Constitucional no ha 
tomado una decisión con base en una eventual omisión frente al deber de consulta, sino que se ha 
inclinado por establecer la existencia de una omisión legislativa, por la ausencia la regulación que de 
manera específica se refiera a los pueblos indígenas y tribales y sin la cual la ley general no les podría 
ser aplicada. 

Así puede señalarse que no toda medida legislativa que de alguna manera concierna a los pueblos 
indígenas y tribales está sujeta al deber de consulta, puesto que como se ha visto, en el propio 
Convenio se contempla que, cuando no hay una afectación directa, el compromiso de los Estados 
remite a la promoción de oportunidades de participación que sean, al menos equivalentes a las que 
están al alcance de otros sectores de la población. 

De este modo, cabe señalar que la obligación de consulta prevista en el literal a) del artículo 6 0  del 
Convenio 169 de la OIT no puede interpretarse con el alcance de que toda la regulación del Estado, 
en cuanto que sea susceptible de afectar a las comunidades indígenas y tribales, deba someterse a un 
proceso de consulta previa con dichas comunidades, por fuera de los escenarios ordinarios de 
participación y deliberación democrática, y que dicho deber sólo se predica de aquellas medidas que, 
en el ámbito de la aplicación del Convenio, sean susceptibles de afectar directamente a tales 
comunidades. 

Con todo, es preciso tener en cuenta que la especificidad que se requiere en una determinada medida 
legislativa para que en relación con ella resulte predicable el deber de consulta en los términos del 
literal a) del artículo 6 del Convenio 169 de la OIT, puede ser el resultado de una decisión expresa de 
expedir una regulación en el ámbito de las materias previstas en el convenio, o puede provenir del 
contenido material de la medida como tal, que, aunque concebida con alcance general, repercuta de 
manera directa sobre las comunidades indígenas y tribales. 

En los anteriores términos en cada caso concreto sería necesario establecer si opera el deber de 
consulta, bien sea porque se esté ante la perspectiva de adoptar una medida legislativa que de 
manera directa y específica regula situaciones que repercuten en las comunidades indígenas y tribales, 
o porque del contenido material de la medida se desprende una posible afectación de tales 
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comunidades en ámbitos que les son propios. 

4.2.2.2.2. En cuanto a las condiciones de tiempo, modo y lugar en que debe producirse la consulta a 
la que se ha venido aludiendo, es preciso señalar que en la medida en que el Convenio 169 no 
establece unas reglas de procedimiento y en tanto que las mismas no hayan sido fijadas en la ley, 
debe atenderse a la flexibilidad que sobre el particular consagra el Convenio y al hecho de que, de 

acuerdo con el mismo, el trámite de la consulta se somete al principio de la buena fe, lo cual quiere 
decir, por un lado, que corresponde a los Estados definir las condiciones en las que se desarrollará la 
consulta, y por otro, que la misma, para que resulte satisfactoria a la luz del ordenamiento 
constitucional, debe realizarse de manera que sea efectiva y conducente, pero sin que quepa hablar, 
en ese contexto, de términos perentorios para su realización, ni de condiciones ineludibles para el 
efecto. Se trata de propiciar espacios de participación, que sean oportunos en cuanto permitan una 
intervención útil y con voceros suficientemente representativos, en función del tipo de medida a 

adoptar. Así, por ejemplo cuando de lo que se trata es de regular la intervención del Estado para la 
explotación de recursos naturales en una determinada área del territorio, en la cual se encuentra 
asentada una específica comunidad indígena, es claro que el proceso de consulta debe adelantarse 
con las autoridades legítimamente constituidas de dicha comunidad, pero si de lo que se tratase, 
también por vía de ejemplo, fuera de regular la manera como, en general, debe surtirse el proceso de 
consulta a las comunidades indígenas y tribales, sería claro también que la consulta que, a su vez, se 
requeriría para ello, no podría adelantarse con cada una de las autoridades de los pueblos indígenas y 
tribales, y, en ausencia de una autoridad con representación general de todos ellos, habría acudirse a 
las instancias que, de buena fe, se consideren más adecuadas para dar curso a ese proceso de 

consulta. 

Tratándose de medidas legislativas, la situación puede tornarse compleja, porque como se señaló en 
precedencia, el ejercicio del control abstracto de constitucionalidad frente a la omisión de consulta 
previa a la adopción de una medida legislativa, comporta la verificación en torno a un procedimiento, 
cuya ausencia, sin embargo, se proyecta sobre la materialidad misma de la ley. 

En ese evento, sería posible, en determinadas circunstancias, encontrar que la ley como tal es 
inconstitucional, pero también cabe que, en una ley que de manera general concierne a los pueblos 
indígenas y tribales, y que los afecta directamente, la omisión de la consulta se resuelva en una 
decisión que excluya a tales comunidades del ámbito de aplicación de la ley; o puede ocurrir que, en 
un evento de esa naturaleza, lo que se establezca es la presencia de una omisión legislativa, de tal 
manera que la ley, como tal, se conserve en el ordenamiento, pero que se adopten las medidas 
necesarias para subsanar la omisión legislativa derivada de la falta de previsión de medidas 
específicamente orientadas a las comunidades indígenas y tribales. Si la ley no tiene esas previsiones 
especificas, habría un vacío legislativo, derivado de la necesidad de que, en una materia que si bien 
afecta a todos, lo hace con los indígenas en ámbitos propios de su identidad, contemple previsiones 
especiales y que las mismas sean previamente consultadas. En ese caso, en la medida en que la ley 
general estuviese llamada a aplicarse a los indígenas, se decretaría una omisión legislativa por 
ausencia de normas específicas y previamente consultadas. 

Por un lado, el carácter general e integral de la ley hace que resulte imposible excluir de su ámbito de 
aplicación a las comunidades indígenas y tribales, a las cuales, según documentos oficiales, se las ha 
hecho entrega formal de un total de 36'336.807 hectáreas de tierras, lo que representa el 32.2% del 
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área total nacional, si se tiene en cuenta, además, que, de acuerdo con el informe de ponencia para 
segundo de debate del Proyecto de Ley Forestal en la plenaria del Senado de la República, "[d]el área 
cubierta en bosque natural; en el Pacífico y la Amazonia, cerca del 41.6% pertenece a comunidades 
indígenas y afrocolombianas. De hecho el 72% de los territorios de los resguardos indígenas, es decir 
22.5 millones de hectáreas, coinciden con áreas boscosas; por su parte, del 69.4% de las tierras 
adjudicadas a comunidades afrocolombianas, cerca de 2.6 millones de hectáreas cubren áreas 
boscosas. Estas comunidades dependen casi en su totalidad de los recursos que le proveen los 
bosques." 

Desde este punto de vista, las referidas previsiones podrían interpretarse, más que como medidas 
para afianzar la autonomía de las comunidades, como instrumentos dirigidos a obviar la necesidad de 
consulta y tendrían un alcance excluyente, porque no se entiende cómo un régimen general e integral 
en materia de manejo de bosques naturales y plantaciones forestales pueda adoptarse sin incluir en él 
la regulación de la situación de quienes tienen en el bosque su hábitat natural. 

Por otro lado, y en íntima conexión con lo anterior, debe tenerse en cuenta que esa ley, que es integral 
y que se aplica a todo el territorio nacional, versa sobre la explotación de los bosques, aspecto que 
tiene íntima conexión con la identidad de las comunidades indígenas y afrocolombianas y con sus 
posibilidades de supervivencia. 

En ese contexto, observa la Corte que las previsiones de la ley forestal son susceptibles de provocar 
efectos apreciables en áreas del territorio que, si bien no han sido formalmente delimitadas como 
territorios indígenas, o no han sido asignadas como propiedad colectiva de las comunidades negras, si 
hacen parte del hábitat natural de tales comunidades, de modo que su afectación puede alterar 
significativamente el modo de vida de las mismas. Las comunidades establecen una estrecha relación 
con su entorno, más allá de las fronteras formales de sus territorios, y la ley forestal puede tener 
impacto importante en aspectos como la conservación de la biodiversidad, la presión sobre la tierra, el 
manejo de los recursos hídricos, etc. 

No le corresponde a la Corte pronunciarse sobre los contenidos de la ley forestal, ni evaluar los 
criterios orientados a mostrar, por ejemplo, unas eventuales bondades de la ley desde la perspectiva 
de conservación ambiental o, por el contrario, su impacto negativo en este frente. De lo que se trata 
en este escenario de control de constitucionalidad, a la luz del problema jurídico que se ha planteado, 
es, de advertir la presencia de opiniones encontradas en ese y en otros frentes, las cuales, 
independientemente del lado en el que se encuentre la razón, evidencian la necesidad de adelantar 
una consulta en los términos del artículo 6 0  del Convenio 169 de la OIT, precisamente en la medida en 
que, entre los objetivos de dicha consulta está el de enterar a las comunidades y discutir con ellas, los 
posibles efectos, positivos o negativos que una determinada medida legislativa pueda tener sobre 
ellas. 

En este escenario cabe observar, por ejemplo, que las experiencias del pasado reciente permitían a 
las comunidades indígenas y afrocolombianas abrigar un temor fundado sobre el impacto que un 
proyecto de Ley General Forestal podría tener sobre sus modos de vida, lo cual, a su vez, hacía 
patente su interés en participar, más allá de lo que concierne al gobierno de sus propios territorios, en 
la discusión de medidas de limitación, control y mitigación de tales impactos. A título ilustrativo, puede 
señalarse que en la Sentencia T-955 de 2003, la Corte Constitucional, al pronunciarse sobre las 
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explotaciones forestales en la cuenca del río Cacarica, puntualizó que " las explotaciones forestales 
que se adelantan en las zonas rurales ribereñas de la Cuenca del Pacífico i) no han sido consultadas a 
las comunidades negras de la región, como lo disponen el artículo 15 del Convenio 169 de la OIT y los 
artículo 55 transitorio y 330 de la Carta Política, fi) que dichas explotaciones no benefician real y 
verdaderamente a las comunidades de la región, y iii) que no se ha expedido la reglamentación que 
deberá regular los aspectos que les permitirán a dichas comunidades extraer de manera sustentable 
los productos de sus bosques sin desmedro de su identidad cultural." 

En esa misma sentencia, la Corte registró la intervención en el proceso de la Fundación Natura 
Colombia, que señalaba que "... la más grande amenaza que encara el Chocó es la deforestación 
asociada con la extracción de madera, la expansión de la agricultura y la ganadería, la minería y el 
desarrollo de infraestructura. Y que en el Pacífico Central y Norteño Colombiano, las concesiones de 
madera han clareado grandes extensiones de bosques para la producción de papel y madera, con muy 
poco manejo y reforestación subsiguiente" 

Resulta indudable, en el anterior contexto, que una ley que regule de manera integral el manejo 
forestal en el país, afecta de manera directa y específica a los pueblos indígenas y tribales que habitan 
en zonas de alta incidencia de bosques, no sólo por el interés que tales comunidades tienen en 
participar en la definición de los elementos de un régimen nacional forestal, sino también por los 
conflictos que las distintas aproximaciones al tema pueden suscitar, en particular cuando, como en 
este caso se hace explícito en la iniciativa legislativa un énfasis en la necesidad de promover la 
explotación maderera como elemento estratégico para el desarrollo económico. Ese énfasis puede 
resultar contrapuesto con la concepción que las comunidades tienen sobre el bosque, lo cual 
claramente apunta hacia la necesidad de la consulta orientada a lograr una conciliación de intereses. 

El proyecto que culminó con la expedición de la Ley General Forestal fue concebido como un régimen 
integral, razón por la cual no cabe excluir de su ámbito la regulación de los bosques naturales, ni el 
impacto que de ello se desprende para las comunidades tribales. Para lograr ese propósito habría sido 
necesario concebir un proyecto distinto, desde su origen, orientado puntualmente a la adopción de 
medidas de fomento para el establecimiento y la explotación de plantaciones forestales, pero sin 
pretender hacer una regulación integral del sector forestal. La opción contraria, esto es la de tramitar 
un proyecto de carácter general e integral, implicaba que, necesariamente, debían haberse consultado 
las comunidades indígenas y tribales, porque por acción, en razón de las medidas adoptadas en la ley, 
o por omisión, en cuanto formalmente se excluyese a dichas comunidades del ámbito de aplicación de 
la misma, pese a su carácter general e integral, dicha medida legislativa es susceptible de afectar 
directa y específicamente a las comunidades que tienen en el bosque su hábitat natural. 

Observa la Corte que en este caso, paradójicamente, el carácter especifico de la afectación que la ley 
puede tener sobre las comunidades indígenas y tribales, se deriva de la condición general e integral 
que se le dio a la iniciativa legislativa, en cuanto que, por esa vía, sus previsiones son susceptibles de 
afectar a dichas comunidades en una dimensión muy particular cual es la relación que mantienen con 
el bosque. 

En ese sentido, en la Sentencia C-891 de 2002 se puso de presente que "... la relevancia de la 
participación de los pueblos indígenas en relación con la explotación de recursos naturales yacentes en 
sus territorios está directamente vinculada con el trascendental significado que ellos le dan al 
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territorio...", puesto que, "... la noción de territorio indígena supera los espectros simplemente jurídicos 
y económicos, toda vez que los pueblos están ligados a él de una manera comunitaria, espiritual y 
cosmogónica, precisamente por el carácter ancestral y sagrado que éste ostenta, constituyéndose 
entonces en un elemento integrante de la forma como aquéllos ven y entienden el mundo" 

En este caso no obstante el carácter general de la ley -no dirigida a regular especialmente, en 
aplicación del Convenio 169 de la OIT, la situación de las comunidades indígenas y tribales-, de su 
contenido material se deriva la posibilidad de una afectación específica a tales comunidades, como 
quiera que sus previsiones recaen sobre un objeto -el bosque- que tiene particular relevancia para las 
mismas y guarda una íntima e indisoluble relación con su modo de vida. 

A partir de las anteriores consideraciones, concluye la Corte que la materia propia de la Ley 1021 de 
2006 es susceptible de afectar directa y específicamente a las comunidades indígenas y tribales y que, 
por consiguiente, previamente a su expedición debió surtirse el trámite de la consulta con dichos 
pueblos, en los términos del literal a) del artículo 6° del convenio 169 de la OIT. 

5.2. De los antecedentes de la ley que obran en el expediente puede concluirse sin mayor dificultad 
que en relación con la Ley 1021 de 2006 no se surtió la consulta a los pueblos indígenas y tribales en 
los términos del Convenio 169 de la OIT Hubo, si, un proceso amplio de socialización que no satisface, 
sin embargo, los criterios fijados por la Corte Constitucional porque, no fue específico, no hay 
evidencia de que las comunidades hayan sido debidamente informadas y se les hayan puesto de 
presente los impactos que el proyecto podia significar para ellas, ni se generaron espacios de 
concertación. 

Si bien es cierto que, como se ha señalado, existe un margen de flexibilidad en torno a la manera 
como debe hacerse efectiva la consulta, en la medida en que no existen desarrollos legislativos sobre 
la materia y que, inclusive, la exigencia de que la consulta sea previa, en materia de medidas 
legislativas no es absoluta en relación con el momento de presentación del proyecto de ley, no es 
menos cierto que un proyecto de la dimensión, la complejidad y las implicaciones del que pretenda 
regular de manera integral los asuntos forestales, exigía que, como condición previa a su radicación en 
el Congreso, el gobierno adelantara un ejercicio específico de consulta con las comunidades indígenas 
y tribales, que permitiera hacer efectivo su derecho de participación. Dicho proceso habría permitido 
identificar dificultades, establecer las discrepancias relevantes en las aproximaciones, buscar 
alternativas, y, en todo caso, propiciar que el debate en el Congreso se enriqueciera con el aporte de 
posiciones previamente decantadas en las que, si bien no era imperativo el consenso, si permitirían 
apreciar con nitidez los aspectos que desde la perspectiva de las comunidades podrían resultar 
problemáticos. 

Por esas razones, no son suficientes, ni las actividades de socialización general del proyecto, ni las 
medidas unilaterales orientadas a depurarlo de los aspectos que pudiesen considerarse críticos desde 
la perspectiva de las comunidades indígenas y tribales, sino que se requería un proceso de consulta 
que respondiera a los lineamientos del literal a) del artículo 6° del Convenio 169 de la OIT, en las 
condiciones que se han decantado por la jurisprudencia constitucional. 

5.3. A partir de los anteriores elementos encuentra la Corte que: 
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El contenido de la Ley General Fores al reviste un innegable interés nacional, sus previsiones afectan, 
de manera amplia, a la totalidad de los colombianos, y de manera particular, a un conjunto diverso de 
sectores, que tienen una relación más estrecha con los bosques y con la actividad forestal o vinculada 
a ella. 

El correspondiente proyecto de ley fue debatido en el Congreso de la República y hay evidencia de 
que, además del proceso deliberativo y público que allí debe cumplirse, hubo un proceso amplio de 
participación de los distintos sectores interesados. 

La Ley General Forestal, en cuanto que regula de manera general e integral, la actividad forestal no 
obstante que, contiene previsiones orientadas a preservar la autonomía de las comunidades indígenas 
y afrocolombianas, y que reconoce el derecho exclusivo de las mismas al aprovechamiento de los 
recursos forestales de sus territorios, es susceptible de afectar directa y específicamente a tales 
comunidades, en la medida en que establece políticas generales, definiciones, pautas y criterios, que 
en cuanto que de aplicación general, pueden afectar las áreas en las que se encuentran asentadas las 
comunidades, lo cual, a su vez, puede repercutir sobre sus formas de vida y sobre la relación tan 
estrecha que mantienen con el bosque. 

En esa medida, de acuerdo con el ordenamiento constitucional y en particular con el Convenio 169 de 
la OIT, que en esta materia hace parte del bloque de constitucionalidad, la adopción de la ley debió 
haberse consultado con esas comunidades, para buscar aproximaciones sobre la manera de evitar que 
la misma las afectara negativamente, así como sobre el contenido mismo de las pautas y criterios que, 
aún cuando de aplicación general, pudiesen tener una repercusión directa sobre los territorios 
indígenas y tribales, o sobre sus formas de vida. 
Esa consulta, que tiene unas características especiales, no se cumplió en este caso, y la misma no 
puede sustituirse por proceso participativo que de manera general se cumplió en torno al proyecto de 
ley. 

Para que se hubiese cumplido con el requisito de la consulta habría sido necesario, poner en 
conocimiento de las comunidades, por intermedio de instancias suficientemente representativas, el 
proyecto de ley; ilustrarlas sobre su alcance y sobre la manera como podría afectarlas y darles 
oportunidades efectivas para que se pronunciaran sobre el mismo. Ese proceso no se cumplió, razón 
por la cual la Corte concluye que, dado que la ley versa sobre una materia que se relaciona 
profundamente con la cosmovisión de esas comunidades y su relación con la tierra, y que, por acción 
o por omisión, es susceptible de afectarlas de manera directa y específica, no hay alternativa distinta a 
la de declarar la inexequibilidad de la ley. 

Por su parte, la misma Corte Constitucional mediante la Sentencia C-366/11 declaró 
inexequible la Ley 1382 de 2010, mediante la cual se modificó el Código de Minas ante la 
ausencia de consulta previa, aun cuando difirió su inexequibilidad por dos años, es decir 
hasta el 11 de mayo de 2013, siendo precisamente esta razón, uno de los argumentos 
señalados por el Ministerio de Minas para justificar la expedición del Decreto 934 de 2013. 

Señaló la Corte: 

13.3. Como se observa, la condición que debe cumplirse para que a una medida legislativa o 
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administrativa le sea imponible el deber de adelantar la consulta previa, consiste en que la política 
correspondiente afecte directamente a las comunidades diferenciadas Esta incidencia directa se 
verifica en tres escenarios: (1) cuando la medida tiene por objeto regular un tópico que, por expresa 
disposición constitucional, debe ser sometido a procesos de decisión que cuenten con la participación 
de las comunidades étnicas, como sucede con la explotación de recursos naturales;(ii) cuando a pesar 
que no se trate de esas materias, el asunto regulado por la medida está vinculado con elementos que 
conforman la identidad particular de las comunidades diferenciadas; y (iii)cuando a pesar de tratarse 
de una medida de carácter general, regula sistemáticamente materias que conforman la identidad de 
las comunidades tradicionales, por lo que puede generarse bien una posible afectación, un déficit de 
protección de los derechos de las comunidades o una omisión legislativa relativa que las discrimine. 

Condiciones y etapas de la consulta [previa 

14.1. La consulta previa es un derecho fundamental de las comunidades indígenas y 
afrodescendientes, reconocido y protegido por el ordenamiento constitucional y, en consecuencia, 
exigible judicialmente. Este derecho está estrechamente relacionado con la salvaguarda de la 
identidad diferenciada de estas comunidades, presupuesto para el cumplimiento del mandato superior 
de reconocimiento y protección de la diversidad étnica y cultural de la Nación. La consulta previa, en 
tal sentido, es un instrumento jurídico imprescindible para evitar la afectación irreversible de las 
prácticas tradicionales de las comunidades diferenciadas, que constituyen sus modos particulares de 
sobrevivencia como comunidades diferenciadas. 

En armonía con estas consideraciones, el deber de consulta previa respecto de medidas legislativas, 
resulta jurídicamente exigible cuando las mismas afecten directamente a las comunidades indígenas y 
afrodescendientes. Ello sucede cuando la materia del proyecto está relacionada con aspectos que 
tienen una vinculación intrínseca con la definición de la identidad étnica de dichos grupos. Por ende, 
no existirá deber de consulta cuando la medida legislativa no pueda predicarse de forma particular a 
los pueblos indígenas y tribales y, a su vez, el asunto regulado no tenga relación con aspectos que, 
razonable y objetivamente, conformen la identidad de la comunidad diferenciada. 

Así, de acuerdo con el precedente constitucional estudiado en esta sentencia, para acreditar la 
exigencia de la consulta previa, debe determinarse si la materia de la medida legislativa tiene un 
vínculo necesario con la definición del ethos de las comunidades indígenas y afrodescendientes. En 
otras palabras, el deber gubernamental consiste en identificar si los proyectos de legislación que 
pondrá a consideración del Congreso contienen aspectos que inciden directamente en la definición de 
la identidad de las citadas indígenas y, por ende, su previa discusión se inscribe dentro del mandato de 
protección de la diversidad étnica y cultural de la Nación colombiana. Como se señaló en la sentencia 
C-030/08, uno de los parámetros para identificar las medidas legislativas susceptibles de consulta es 
su relación con las materias reguladas por el Convenio 169 de la OIT. 

Consecuencias del incumplimiento del procedimiento consulta previa  

15. Por último, la Sala señala cómo la jurisprudencia ha definido las consecuencias de la pretermisión 
del procedimiento de consulta previa, en las condiciones antes previstas y cuando este resulta exigible. 
Se parte de considerar que la consulta previa es un derecho constitucional de las comunidades 

diferenciadas, por lo que su omisión injustificada tiene como consecuencia la vulneración de ese 
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derecho. Verificada la vulneración, se predican efectos sustanciales para la política correspondiente. 
Para el caso puntual de las medidas legislativas, la afectación del derecho contrae (i) la declaratoria 

de inconstitucionalidad, total o parcial, de la normatividad correspondiente, al oponerse al derecho de 
consulta previa; o, cuando ello resulte posible (ii) la exequibilidad condicionada del precepto, que 
privilegie una interpretación que salvaguarde las materias que inciden en la definición de identidad de 

las comunidades diferenciadas. 
(...) 
Contenido, alcance y contexto normativo de la Ley 1382/10 

16. Como indica la denominación de la normatividad, la Ley 1382 de 2010 tiene por objeto modificar 
diversos apartes de la Ley 685 de 2001, contentiva del Código de Minas. Según se evidencia del 
estudio de las pruebas decretadas por la Corte, esta ley tuvo lugar luego de la discusión del proyecto 
de ley 010/07 Senado, iniciativa gubernamental que contiene la mayoría de los asuntos objeto de 
reforma, a la cual le fue acumulado el proyecto de ley 042/07 Senado "por la cual se exceptúa el 
proceso licitatorio establecido en el artículo 355 de la Ley 685 de 2001, la adjudicación de concesiones 
relativas a salinas terrestres y marítimas y se dictan otras disposiciones.". 

17. La finalidad del proyecto de reforma, conforme lo expresa la exposición de motivos de la iniciativa 
gubernamental, es la modernización de la actividad minera nacional, a partir de varios instrumentos, 
relativos a (i) la corrección de las estipulaciones normativas previstas en el Código de Minas que no se 
habían mostrado eficaces para el manejo eficiente de los recursos mineros; (ii) la modificación de la 
institucionalidad que ejerza el control de la actividad minera, a partir de la emulación de otros 
proyectos análogos calificados por el Gobierno como exitosos, como sucede con la Agencia Nacional de 
Hidrocarburos; (iii) la introducción de modificaciones al contrato de concesión minera, las cuales 
faciliten el ingreso de inversión extranjera en ese región de la economía;(iv) la instauración de 
procedimientos que permitan una actividad minera segura, eficiente y que advierta criterios de 
desarrollo sostenible y crecimiento económico. Esto mediante mecanismos que aseguren, entre otros 
objetivos, la formalización de la explotación existente. Al respecto, el documento contentivo del 
proyecto estatal, puesto a consideración del Congreso por el Ministro de Minas y Energía de la época, 

señala lo siguiente: 

20.3. La modificación del artículo 34 CM., sobre zonas excluibles de minería, norma que luego de la 
reforma legal prevé (i) la prohibición de efectuar labores de exploración o explotación minera en zonas 
declaradas y delimitadas como de protección y desarrollo de los recursos naturales renovables o del 
ambiente. Entre estas zonas se encuentran las áreas que e integran el sistema de parques nacionales 
naturales, parques naturales de carácter regional, zonas de reserva forestal protectora y demás zonas 
de reserva forestal, ecosistemas de páramo y los humedales designados dentro de la lista de 
importancia internacional de la Convención Ramsar; (ii) las reglas generales para la delimitación de 
esas áreas excluidas; 00 la posibilidad de efectuar, bajo determinadas condiciones, actividad minera en 
las áreas de reserva forestal creada por la Ley 2 4  de 1959 , al igual que las áreas de reserva forestal 

regional; (iii) las reglas sobre sustracción, por parte de la autoridad ambiental, de las áreas de reserva 
anteriormente citadas; (iv) el respeto de los títulos mineros y licencias ambientales, sin posibilidad de 
prórroga, respecto de las actividades de construcción, montaje o explotación, desarrolladas en zonas 
de reserva que a la entrada en vigencia de la ley no estaban excluidas; y (y) la competencia y plazos 
para que el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, con el concepto no vinculante del 
Ministerio de Minas y Energía, delimite las zonas excluidas de actividad minera. (Art. 3 0 ). 
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20.4. La adición del artículo 38 CM., sobre la sujeción de los planes de ordenamiento territorial a la 
información geológica — minera disponible sobre las zonas correspondientes, en el sentido de otorgas 
al Ministerio de Minas y Energía la competencia para elaborar el Plan Nacional Minero en el cual 
deberá tener en cuenta las políticas, normas determinantes y directrices establecidas en materia 
ambiental y de ordenamiento del territorio expedidas por el Ministerio de Ambiente, Vivienda y 
Desarrollo Territorial. A su vez este plan deberá contar con un análisis ambiental estratégico del  
territorio, que advierta los efectos sobre el ambiente de la actividad minera la localización de la  
población v las posibilidades de uso ambiental del suelo. (Art. 4 4). (Subrayado fuera de texto). 
(...) 
Las actividades de exploración y explotación minera y los derechos de las comunidades 

indígenas y afrodescendientes 

21. En diversas oportunidades tanto la jurisprudencia constitucional como distintos órganos del 
sistema internacional y regional de derechos humanos, se han referido a la relación intrínseca entre la 
protección de la diversidad étnica y cultural de las comunidades diferenciadas, y el aprovechamiento 
de los recursos mineros en los territorios que ocupan. Así, en el presente apartado se presentarán 
algunos casos paradigmáticos sobre la materia, con el objeto de identificar reglas acerca del grado de 
incidencia de las medidas legislativas sobre tópicos mineros, como las que ahora se analizan, y el 
derecho a la consulta previa de las citadas comunidades. 

22. El primer caso que por su nodal importancia debe ser tenido en cuenta por la Sala, fue el resuelto 
por la Corte en la sentencia C-891/02 (M.P. Jaime Araújo Rentería), fallo que asumió, entre otros 
asuntos, la demanda contra varias disposiciones de la Ley 685/01 — Código de Minas, fundada en la 
omisión de la consulta previa respecto de asuntos que afectaban directamente a las comunidades 
indígenas y afrodescendientes. Asumiéndose una estructura argumentativa similar a la formulada en 
este fallo, la Corte evidenció que el mandato constitucional de reconocimiento y protección de la 
identidad étnica y cultural, sumado al principio democrático participativo y la existencia de cláusulas 
particulares que imponen la participación de las comunidades étnicas en las decisiones relativas a la 
explotación de los recursos naturales en sus territorios (Art. 330, par. C.P.), llevaban a concluir que 
este derecho de participación debía ser garantizado en las medidas legislativas que regulen el tema 
minero. 

22 1 Este deber estatal de garantía de la participación se encuentra sustentado, además, en 
explicaciones sociológicas e históricas que demuestran (i) el vínculo inescindible entre la conformación 
de la identidad diferenciada y la relación de la comunidad con la tierra, y de manera general los 
recursos naturales, a partir de una cosmovisión particular que dista de la utilización patrimonial de 
estos bienes; y correlativamente (ii) la incidencia que tienen los proyectos de exploración y explotación 
minera en los territorios de las comunidades tradicionales, en la conformación y garantía de integridad 
de su identidad diferenciada. Así, el fallo sostuvo que "...es claro que el derecho de los pueblos 
indígenas a tener su propia vida social, económica y cultural, así como a profesar y practicar su propia 
religión y a emplear su propio idioma (Art. 27 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos), 
debe entenderse atado al derecho que tienen a poseer su propio territorio, sobre el cual puedan 
dichos pueblos edificar sus fundamentos étnicos. Es de notar que el territorio indígena y sus recursos, 
así como la tradición y el conocimiento, "constituyen un legado que une -como un todo- la generación 
presente y a las generaciones del futuro." II Se advierte entonces que la participación indígena 
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encuentra un sustento que desborda la esfera netamente política del concepto, en la medida en que 
hace parte de una cosmogonía según la cual dicho valor está relacionado con el respeto a los seres 
vivos, el no tomar nunca más de lo que se necesita y el devolver siempre a la tierra cuando se toma 
algo de ella. i i En síntesis, de la concepción holística de territorio que ostentan los pueblos indígenas 
se puede concluir que la explotación de recursos naturales yacentes en territorios ancestrales hace 
parte de su esfera vital y de su forma de relacionarse directamente con la naturaleza, así como de su 
legado cultural y socio-económico. De esta manera, el principio participativo consagrado en el artículo 
2° de la Constitución Política adquiere matices más intensos en relación con las comunidades 
indígenas. I I Finalmente, cabe afirmar que tratándose de asuntos mineros la anterior afirmación acusa 
mayores connotaciones, puesto que el proceso de la minería se concibe desde ese punto de vista 
como un ciclo de vida integral tendiente a satisfacer las necesidades de las presentes y futuras 
generaciones, y por sobre todo, respetuoso del desarrollo sostenible y la integridad étnica de los 
pueblos." 

22.3. El aprovechamiento minero de los recursos que se encuentran en los territorios indígenas, señaló 
la sentencia C-891/02, es un asunto que afecta directamente a las comunidades indígenas y 
afrodescendientes. En consecuencia, según las disposiciones integrantes del bloque de 
constitucionalidad a la que se ha hecho referencia en este fallo, las medidas legislativas que regulen la 
actividad de exploración y explotación minera, que pueda afectar los territorios de dichas 
comunidades, deben ser sujetas al trámite de consulta previa, en las condiciones antes explicadas. A 
este respecto, la sentencia en comento recopiló las reglas fijadas sobre ese particular por la 
jurisprudencia, en especial las expuestas en la sentencia C-418/02 (M.P. Alvaro Tafur Galvis) sobre un 
asunto similar, para concluir que la consulta previa debió realizarse en relación con las distintas 
estipulaciones del Código de Minas. 

(---) 
23.1. La Corte partió de considerar que, de acuerdo con la Constitución, las actividades de 
aprovechamiento minero que se realicen en zonas en que se encuentren asentadas las comunidades 
tradicionales, deben ser previamente consultadas con las mismas Esto con el fin de garantizar el 
cumplimiento del mandato de participación previsto tanto en el artículo 330 C.P., como en el Convenio 
169 de la OIT. Ello en el entendido que (i) existe una cláusula constitucional concreta que impone al 
Gobierno de propiciar dicha participación; y, en cualquier caso, (ii) la explotación petrolera en los 
territorios de las comunidades es un asunto que, sin duda alguna, recae en el ámbito de los que los 
afectan directamente, lo que justifica la consulta previa sobre las medidas correspondientes, para el 
caso planteado de índole administrativo. 

La Corte consideró, del mismo modo, que este deber de garantía de participación de las comunidades 
diferenciadas encontraba sustento en la necesidad, evidenciada por el Texto Constitucional, de 
ponderar entre la explotación económica de los recursos mineros, la protección del medio ambiente, el 
logro del desarrollo sostenible y la identidad étnica y cultural de las citadas comunidades. Esta 
ponderación solo es posible si la posición e intereses de los pueblos indígenas y afrodescendientes 
afectados es integrada al debate sobre la política pública correspondiente. En caso contrario, la 
actividad estatal desconocería su derecho constitucional al reconocimiento como minoría objeto de 
especial protección del Estado. Para la Sala, "...[I]a explotación de los recursos naturales en los 
territorios indígenas hace necesario armonizar dos intereses contrapuestos: la necesidad de planificar 
el manejo y aprovechamiento de los recursos naturales en los referidos territorios para garantizar su 
desarrollo sostenible, su conservación, restauración o sustitución (art. 80 C.P.), y la de asegurar la 
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26 de la Convención Americana de Derechos Humanos 2" y, en tal sentido, las medidas que 
disminuyen la protección que haya alcanzado un derecho social, son contrarias a los 
instrumentos de Derecho Internacional en los que el Estado colombiano es signatario. 

Adicionalmente, en la nota aclaratoria del artículo 11 de la Convención para la confección de 
informes periódicos, aprobada por la Asamblea General de la OEA, se definen las medidas 
regresivas como "(..) todas aquellas disposiciones o políticas cuya aplicación signifique un 
retroceso en el nivel de goce o ejercicio de un derecho protegiclo."También, dicho principio 
ha sido objeto de pronunciamiento a la luz de los criterios dados por los Principios de 
Limburgo de 1987 y las Directrices de Maastricht de 1997, que fungen como 
recomendaciones de implementación y comprensión de los derechos consagrados en el 
PIDESC. 

En Colombia, uno de los campos de aplicación del principio más recurrente es el referido a 
derechos pensionales, en razón a su carácter social. En tal virtud, la Corte Constitucional en 
Sentencia C-556/09, expresamente señaló que: 

El deber asumido por el Estado al respecto es de no regresividad, es decir, no es legítimo, en principio, 
adoptar medidas ni sancionar normas jurídicas que disminuyan los derechos económicos, sociales y 
culturales de los que disfruta á población. 

Dado que, por regla general, el Estado se obliga a mejorar el cubrimiento y calidad de estos derechos, 
simultáneamente asume la proscripción de reducir los niveles vigentes o derogar los ya existentes. Es 
decir, no pueden existir reformas regresivas, salvo que exista una justificación de raigambre 
constitucional. 

Por tanto, dentro de la normatividad constitucional se pregona la progresividad de los derechos, lo 
cual significa, en principio, que han de ser mejorados o dejados igual, pero no disminuidos. Por eso, 
los mínimos básicos que garantizan las políticas públicas de un Estado, deben ser progresivos y 
facilitar las estrategias de protección de los derechos económicos, sociales y culturales. 

Con todo, bien pueden darse unas circunstancias en las que se justifique una regresión, pero sólo por 
superiores razones constitucionales. 

máximo de los recursos disponibles y tomando en cuenta su grado de desarrollo, a fn de loarar progresivamente,   y de conformidad con la 

legislación interna, la plena efectividad de los derechos que se reconocen en el presente Protocolo." (Subrayado fuera de texto) 

20 "Los Estados Partes se comprometen a adoptar providencias, tanto a nivel interno como mediante la cooperación internacional, 

especialmente económica y técnica, para lonrar oronresivamente la plena efectividad de los derechos que se derivan de las normas 

económicas sociales v sobre educación, ciencia v cultura  contenidas en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, reformada 

por el Protocolo de Buenos Aires, en la medida de los recursos disponibles, por vía legislativa u otros medios apropiados". (Subrayado fuera 

de texto) 
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proyecto de ley ante el Congreso no estuvo precedida de ningún trámite de consulta con autoridades 
representativas de las comunidades indígenas y afrodescendientes; y 00 los escenarios de 
participación ciudadana durante el trámite no contaron con espacios particulares para la consulta a 
tales comunidades. Sobre este último aspecto, se tiene que los secretarios de las comisiones quintas 
de Senado y Cámara certificaron que durante el trámite legislativo de se adelantaron foros y 
audiencias públicas sobre la iniciativa de reforma al Código de Minas 

No obstante tales escenarios de participación tuvieron carácter ordinario, dirigido a la ciudadanía en 
general y no precedieron al trámite del proyecto de ley, sino que se hicieron en el marco del mismo y, 
por ende, no contaron con el procedimiento y condiciones propias de la consulta previa. En ese 
sentido, no configuran sucedáneos de ese trámite particular y concreto. Del mismo modo, tampoco 
concurre en los proyectos de ley acumulados y sus correspondientes exposiciones de motivos, 
evidencia que el Gobierno o los ponentes hayan realizado algún trámite relacionado con la consulta 
previa de la iniciativa 
(---) 
39. En ese orden de ideas, la Corte advierte que concurren en el presente proceso de 
inconstitucionalidad suficientes elementos de juicio para concluir que el procedimiento de consulta 
previa no fue llevado a cabo respecto de la Ley 1382/10. 

En consonancia por lo expuesto por la Corte Constitucional en las sentencias citadas, es 
evidente que debió haberse surtido el proceso de consulta previa antes de la expedición del 
Decreto 934 de 2013, por cuanto afecta directamente a las comunidades étnicas, debido a 
que cercena de manera directa las facultades que les otorgó la Constitución Política y el 
Convenio 169 de la OIT para adoptar determinaciones sobre su territorio, por cuanto los 
excluyó de un proceso que involucra una actividad sectorial que como la minera ocasiona 
grave daño a los bosques, agua, aire, suelo, biodiversidad, paisaje, seguridad alimentaria, y 
que hoy día está ad portas de extenderse a más del 3O% del territorio nacional, donde se 
incluyen territorios de comunidades étnicas. Esta situación debe llevar a la declaratoria de 
nulidad del decreto aludido. 

SECCIÓN 2: PRINCIPIO DE NO REGRESIÓN Y PROGRESIVIDAD 

De acuerdo con lo expuesto, el Decreto 934 de 2013 está en contravía del principio de 
progresividad y no regresión consagrado en los artículos 2.1 del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Políticos y Culturales -PIDESC 18 , 1.1 del Protocolo de San Salvador °  y 

18 "7. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a adoptar medidas, tanto por separado corno mediante la 

asistencia y la cooperación internacionales, especialmente económicas y técnicas, hasta el máximo de los recursos de que disponga para 

lograr progresivamente, por todos los medios apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas legislativas, la plena efectividad de 

los derechos aquí reconocidos" (Subrayado fuera de texto). 

19 tos Estados partes en el presente Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos se comprometen a adoptar 

las medidas necesarias tanto de orden interno como mediante la cooperación entre los Estados, especialmente económica y técnica, hasta el 
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protección de la integridad étnica, cultural, social y económica de las comunidades indígenas que 
ocupan dichos territorios, es decir, de los elementos básicos que constituyen su cohesión como grupo 
social y que, por lo tanto, son el sustrato para su subsistencia. Es decir, que debe buscarse un 
equilibrio o balance entre el desarrollo económico del país que exige la explotación de dichos recursos 
y la preservación de dicha integridad que es condición para la subsistencia del grupo humano 
indígena. (...) La explotación de los recursos naturales en los territorios indígenas debe hacerse 
compatible con la protección que el Estado debe dispensar a la integridad social, cultural y económica 
de las comunidades indígenas, integridad que como se ha visto antes configura un derecho 
fundamental para la comunidad por estar ligada a su subsistencia como grupo humano y como cultura. 
Y precisamente, para asegurar dicha subsistencia se ha previsto, cuando se trate de realizar la 
explotación de recursos naturales en territorios indígenas, la participación de la comunidad en las 
decisiones que se adopten para autorizar dicha explotación De este modo, el derecho fundamental de 
la comunidad a preservar la referida integridad se garantiza y efectiviza a través del ejercicio de otro 
derecho que también tiene el carácter de fundamental, en los términos del art. 40, numeral 2 de la 
Constitución, como es el derecho de participación de la comunidad en la adopción de las referidas 
decisiones." 

23.2. De otro lado, la Corte también advirtió que la participación de las comunidades étnicas, como 
paso previo a la expedición de la licencia ambiental, no podía adelantarse de cualquier modo sino que, 
antes bien, debía cumplir con determinadas condiciones que sean compatibles con el citado deber de 
protección de la identidad diferenciada, entre ellas, (i) el conocimiento pleno de la comunidad étnica 
acerca del contenido del proyecto y los mecanismos en que será ejecutado; (ii)que la comunidad sea 
ilustrada sobre el grado de incidencia que la ejecución del proyecto minera tendrá sobre los elementos 
y circunstancias que conforman esa identidad diferenciada; (iii) que la comunidad pueda deliberar 
libremente sobre las ventajas y desventajas del proyecto, de modo que participe efectivamente en la 
definición del mismo, procurándose la concertación de las medidas correspondientes. Por ende, dicha 
participación no se perfecciona con la simple notificación a la comunidad acerca del contenido del 
proyecto; y (iv) en caso que la concertación no sea posible,"..., la decisión de la autoridad debe estar 
desprovista de arbitrariedad y de autoritarismo; en consecuencia debe ser objetiva, razonable y 
proporcionada a la finalidad constitucional que le exige al Estado la protección de la identidad social, 
cultural y económica de la comunidad indígena. II En todo caso deben arbitrarse los mecanismos 
necesarios para mitigar, corregir o restaurar los efectos que las medidas de la autoridad produzcan o 
puedan generar en detrimento de la comunidad o de sus miembros." Estas condiciones, de acuerdo 
con la sentencia en comento, solo se logran a partir del procedimiento de consulta previa, explicado en 
la presente decisión. 

25. Ahora bien, la Corte también ha identificado cómo las actividades de explotación minera pueden 
llegar a configurar factores de "riesgo transversal" para las comunidades indígenas y 
afrodescendientes, en especial cuando se trata de labores adelantadas bajo un concepto industrial a 
gran escala que, por sus propias características, inciden en porciones importantes del territorio Esto 
lleva, incluso, a que tales actividades, cuando se desarrollan al margen de los intereses de las 
comunidades afectadas, lleven a situaciones especialmente graves en términos de protección y 
garantía de derechos fundamentales, como es el desplazamiento forzado interno A este respecto y 
para el caso específico de los territorios colectivos habitados por las comunidades afrodescendientes, 
el Auto 005/09, adoptado como consecuencia del seguimiento de las órdenes estructurales de 
protección a la población desplazada, dictadas en la sentencia T-025/04 (M.P. Manuel losé Cepeda 
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Espinosa), señaló: 

"67. En la documentación remitida a la Corte Constitucional por las distintas organizaciones que 
participaron en la sesión del 18 de octubre de 2007, se resaltan tres factores transversales que 
contribuyen a que la población afrodescendiente sea una de las más afectadas por el fenómeno del 
desplazamiento forzado. Estos factores son (i) una exclusión estructural de la población 
afrocolombiana que la coloca en situación de mayor marginación y vulnerabilidad; (ii) la existencia de 
procesos mineros y agrícolas en ciertas regiones que impone fuertes tensiones sobre sus territorios 
ancestrales y que ha favorecido su despojo; y (iii) la deficiente protección jurídica e institucional de los 
territorios colectivos de los afro colombianos, lo cual ha estimulado la presencia de actores armados 
que amenazan a la población afrodescendiente para abandonar sus territorios. 

(..) 
De esta manera, como la Ley 1382/10 contiene decisiones legislativas que inciden directamente en la 
explotación de recursos mineros en los territorios de las comunidades étnicas, su expedición debió 
estar precedida de espacios de participación para dichos pueblos, en los términos del parágrafo del 
artículo 330 C.P. y los artículos 6° y 15 del Convenio 169 de la OIT. Esto se sustenta en el hecho que 
tales disposiciones son aplicables a las actividades de exploración y explotación minera en dichos 
territorios. En consecuencia, al tratarse de medidas legislativas que afectan directamente a las 
comunidades, de conformidad con lo expuesto en este fallo debieron someterse al trámite de consulta 
previa, de acuerdo a los requisitos y etapas explicados en esta sentencia. 

(.•.) 
37. En suma, la Corte concluye que la Ley 1382/10 contiene diversas e importantes reformas a 
distintos aspectos del Código de Minas, que modifican o adicionan reglas legales que son aplicables 
respecto del aprovechamiento minero en los territorios indígenas y afrodescendientes. Estas 
disposiciones, por ende, afectan directamente a las comunidades étnicas, puesto que (i) como se 
indicó, son aplicables a la actividad minera en sus territorios ancestrales, de forma articulada con las 
condiciones y límites que el mismo Código de Minas prevé para la actividad minera en los territorios 
ancestrales; y (ii) existe un consenso, tanto.en la jurisprudencia constitucional como en el derecho 
internacional de los derechos humanos, respecto de la estrecha relación entre la salvaguarda de la 
identidad diferenciada de las comunidades étnicas y su participación en el diseño y ejecución de 
medidas legislativas y administrativas relacionadas con la explotación de los recursos naturales en sus 
territorios, entre ellos los mineros. Esto debido a la especial significación que para dicha identidad 
tiene el vínculo entre la comunidad y la tierra en que se asiente, que se extiende a los recursos 
naturales en ella contenidos. Por lo tanto, la Ley 1382/10 debió ser objeto de procedimiento de 
consulta previa de medidas legislativas, con sujeción a los requisitos y condiciones jurídicas y 
materiales descritas en este fallo. 

Omisión del procedimiento de consulta previa. Inexequibilidad de la lev acusada  

38. Habida consideración de lo expuesto y según la metodología determinada por la Sala en el 
fundamento jurídico 30, comprobada la obligación constitucional de satisfacción del derecho de 
consulta previa respecto de la norma acusada, debe la Corte determinar si esta fue llevada a cabo, con 
sujeción a las condiciones explicadas en esta sentencia. 

La respuesta a este interrogante es negativa. En efecto, a partir del análisis de las pruebas sobre el 
procedimiento legislativo recaudadas en este proceso, se comprobó que (i) la presentación del 
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En suma, del principio de progresividad (la obligación de moverse lo más rápidamente posible hacia la 
meta) se deriva la prohibición de regresividad (las medidas de carácter deliberadamente retroactivo en 
este aspecto requerirán la consideración más cuidadosa y deberán justificarse plenamente). Así, el 
Estado se encuentra obligado a aumentar progresivamente la satisfacción de los derechos sociales y 
tiene prohibido, al menos en principio, retroceder en los avances obtenidos4. Como se verá, uno de 
tales avances es la inversión de recursos para la satisfacción del derecho, especialmente si existe una 
deficiente prestación del mismo por insuficiente cobertura, baja calidad o adaptabilidad. 

Lo anterior en consonancia con lo establecido en la Sentencia C-507 de mayo 21 de 2008, en 
la que manifiesta que: 

La prohibición de regresividad ha sido explicada en múltiples decisiones de esta Corte. En algunas de 
ellas la Corte se ha referido a la prohibición de reqresividad por la disminución del radio de protección  
de un derecho social. En otras, se ha referido a la violación de esta garantía constitucional, por la 
disminución de los recursos públicos invertidos en la satisfacción de un derecho social o el aumento 
significativo del costo para la persona de escasos recursos que está en proceso de acceder al derecho. 
En otro tipo de decisiones la Corte ha reiterado la aplicación del principio de progresividad y la 
prohibición de regresividad cuando se está frente a sectores especialmente vulnerables de la 
población. 

Como lo ha señalado la Corte, cuando una norma retrocede, por cualquier vía, el nivel de satisfacción 
de un derecho social, inmediatamente debe presumirse inconstitucional. Sin embargo, esta presunción 
admite, prueba en contrario. En este sentido la Corte ha señalado que la prohibición de regresividad es 
apenas una prohibición prima facie y no absoluta. Lo anterior significa que cuando el Estado ha  
obtenido un mayor nivel de satisfacción de derechos sociales la decisión política de disminuir el 
alcance de la protección debe contar con una justificación suficiente para superar la prohibición de 
re resividad. 

(...) 

Una medida se entiende regresiva, al menos, en los siguientes eventos: (1) cuando recorta o limita el  
ámbito sustantivo de protección del respectivoJereclio; (2) cuando aumentan sustancialmente los  
requisitos exigidos para acceder al respectivo derecho; (3) cuando disminuye o desvía sensiblemente 
los recursos públicos destinados a la satisfacción del derecho. 

Adicionalmente, las Sentencias C-038 de 2004 y C-228 de 2011 establecen algunos criterios 
para establecer si la medida regresiva es viable a la luz de intereses superiores, entre las 
cuales se encuentran: 

• Establecer si la medida regresiva tiene un fin constitucionalmente legítimo y un 
presupuesto constitucional que la justifique. 

• Valorar si de todas las medidas posibles, la que se escogió es la menos regresiva. 
• Verificar la proporcionalidad en sentido estricto que consiste en confrontar el principio de 
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no regresividad con otros principios constitucionales para establecer si en el caso concreto 
se presenta un mayor menoscabo del principio de progresividad frente al principio 
constitucional que se enfrenta a éste 

• Determinar que las medidas no fueron tomadas inopinadamente sino que se basaron en 

un estudio cuidadoso. 
• Analizar otras alternativas, de las cuales pueda establecerse que no existían otras 

igualmente eficaces que fueran menos lesivas, en términos de la protección del derecho 

• Verificar que la medida no sea desproporcionada en estricto sentido, esto es, que el 
retroceso en la protección del derecho no aparezca excesivo. 

• Comprobar que la medida no afectan el contenido mínimo no disponible del derecho social 

comprometido 
• Establecer que el beneficio que alcanza es claramente superior al costo que apareja. 

En lo que hace relación con el derecho al ambiente sano está reconocido en el artículo 11 del 
Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales "Protocolo de San Salvador": 

Articulo 11.Derecho a un Medio Ambiente Sano .  1 Toda persona tiene derecho a vivir en un medio 

ambiente sano y a contar con servicios públicos básicos. 2. Los Estados partes promoverán la 
protección, preservación y mejoramiento del medio ambiente. 

Debe aclararse que aun cuando estamos en presencia de un derecho individual y colectivo, 
simultáneamente, esta naturaleza no excluye la aplicación del principio de progresividad, de 
conformidad con lo dispuesto en la Sentencia C-443/09. 

Ahora bien, específicamente frente a la violación del principio de no regresión por parte del 
Decreto 934 de 2013, se debe señalar que se concreta debido a la evidente limitación del 
gobierno nacional en la toma de medidas de protección del patrimonio ecológico del 
municipio, así como la elaboración inconsulta de dicho acto administrativo en contra del 
carácter participativo de nuestro Estado Social de Derecho, sin que los representantes 
democráticamente elegidos puedan decidir sobre las decisiones que los afectan directamente, 
a lo que debe sumarse la ausencia del derecho fundamental a consulta previa con las 
comunidades étnicas. En consonancia con lo anterior, la libertad de configuración del 

ejecutivo debe estar limitada por dicho principio. 

La no regresión del derecho ambiental se legitima, entonces, a partir del reconocimiento de 
los derechos humanos, y en especial los de carácter social, dentro de los cuales se encuentra 
el derecho a gozar de un ambiente sano La esencia misma del Principio de Rigor Subsidiario 
encarna la idea de progresividad en la toma de medidas y políticas dirigidas a proteger los 
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valores ambientales, así como proscribe la posibilidad de disminuir el grado de protección de 
los avances realizados por el sector central, tal y como se verá más adelante; de igual 
manera, la imposibilidad misma de desconocer derechos trae de suyo el principio de no 
regresión. 

MEDIOS DE CONTROL PROCEDENTES 

Nulidad por Inconstitucionalidad. (Artículo 135 del CPACA) Por violación arbitraria y 
protuberante de la Constitución Política de Colombia al invadir la órbita de la autonomía 
municipal respecto de regular el uso del suelo y adoptar las medidas que considere 
necesarias para defender su patrimonio ecológico, así como por no haber surtido el proceso 
de consulta previa con las comunidades étnicas; desconocer los principios de rigor subsidiario 
y no regresividad consagradas en normas de carácter superior y las competencias de los 
Ministerios del Interior y de Ambiente y Desarrollo Sostenible en la expedición del Acto 
administrativo demandado. 

Nulidad: (Artículo 137 del CPACA) Por desconocer de manera arbitraria y protuberante las 
disposiciones que consagran el principio ambiental de Rigor Subsidiario y el de no 
regresividad, por no haber surtido el proceso de consulta previa con las comunidades étnicas 
y por desconocer las competencias de los Ministerios del Interior y de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible en la expedición del Acto administrativo demandado„ normas en las cuales debía 
funda rse. 

PRUEBAS Y ANEXOS 

Solicito a esa Honorable Corporación tener como pruebas dentro del proceso las siguientes: 

1. Decreto 934 de 09 de mayo de 2013 "Por el cual se reglamenta el artículo 37 de la Ley 
685 de 2001' Publicado en el Diario Oficial 48785 de mayo 9 de 2013. 

2. Estudio de la Contraloría General de la República Minería en Colombia: Fundamentos para 
superar el modelo extractivista. (medio magnético). 

3. Proyecto de Acuerdo de modificación excepcional del Plan de Ordenamiento Territorial de 
Bogotá D.C. (medio magnético). 

4. Documento técnico de soporte para la prohibición de la minería en el D.C. incluido en el 
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proyecto de modificación del POT de Bogotá, D.C. (medio magnético). 

5. Copia del poder a mí conferido por el Subdirector Distrital de Defensa Judicial y 
Prevención del Dañó Antijurídico de la Alcaldía Mayor de Bogotá D.C., con los respectivos 
documentos de ley. 

COMPETENCIA Y TRÁMITE 

Es competente el Honorable Consejo de Estado para conocer de este proceso por la 
naturaleza del acto demandado, conforme al procedimiento señalado en el artículo 184 del 
CPACA. 

NOTIFICACIONES 

• La Nación — Ministerio de Minas y Energía, podrá ser notificado en la Calle 7 No.6-54, 
Teléfono: 562 9300. 

• Adicionalmente solicito que se notifique al Ministerio Público, en desarrollo de lo 
preceptuado en el artículo 172 del CPACA. 

• A mí representado, el Distrito Capital- Secretaría Distrital de Ambiente, y al suscrito en 
el Palacio Liévano Edificio Bicentenario, ubicado en la carrera 8a No. 10-65 piso 4°, o 
en la Secretaría de su Despacho. 

De los Honorables M 	rados, 

HENRY A 	 4.,,LEZ MOLINA 
C.C. 79.450.26. de Bogotá 
T.P. 75496 del . S. De la J. 
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SECCIVe PRIMERA 
EN 	 FOLIOS 
Y 	  ANEXOS 

REFERENCIA: 
1 

MEDIO DE CONTROL Nulidad por inconstitucionalidad y/o Nulidad. 

DEMANDANTE Bogotá Distrito Capital-Secretaria Distrital de de Ambiente. 

DEMANDADADO Nación- Ministerio de Minas y Energía. 

DISPOSICIONES DEMANDADAS Decreto 934 de 2013 "Por el cual se reglamenta el articulo 37 
de la Ley 685 de 2001" . 

HENRY ALBERTO GONZÁLEZ MOLINA, mayor de edad, identificado con la cédula de 
ciudadanía No. 79.450.267 de Bogotá, abogado titulado, con Tarjeta Profesional No. 75496 
del Consejo Superior de la Judicatura, en mi condición de apoderado especial del Distrito 
Capital conforme con el poder que adjunto, respetuosamente concurro ante Ustedes para 
que paralelamente al trámite de la ACCIÓN DE NULIDAD POR INCONSTITUCIONALIDAD 
de la referencia, se decrete la SUSPENSIÓN PROVISIONAL de la totalidad del Decreto 
934 de 2013, por la evidente contradicción que presenta frente a las disposiciones legales 
y reglamentarias a las que debe sujeción, de acuerdo con lo expuesto a continuación. 

ACTO ADMINISTRATIVO DEMANDADO 

"DECRETO 934 DE 9 DE MAYO DE 2013 

"Por el cual se reglamentan el artículo 37 de la Ley 685 de 2001" 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA, 

En uso de sus facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas por el numeral 11 del 
articulo 189 de la Constitución Politica, y en desarrollo del artículo 37 de la Ley 685 de 2001, Y 

CONSIDERANDO: 

Que el artículo 80 de la Constitución Política de Colombia establece que el Estado planificará el 
manejo y aprovechamiento de los recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible. 

Que el artículo 332 de la Constitución Política de Colombia dispone que el Estado es propietario del 
subsuelo y de los recursos naturales no renovables. 

Que el artículo 339 de la Constitución Política de Colombia señala que en el Plan Nacional de 
Desarrollo se incluirán los propósitos y objetivos nacionales de largo plazo, las metas y prioridades 
de la acción estatal a mediano plazo y las estrategias y orientaciones generales de la política 
económica, social y ambiental que serán adoptadas por el gobierno. 
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Que la Ley 1450 de 2011, Ley del Plan dispuso que uno de los tres pilares sobres los cuales se 
fundamenta la Prosperidad Democrática es contar con una estrategia de crecimiento sostenido 
basado en una economía más competitiva, más productiva y más innovadora, y con sectores 
dinámicos que jalonen el crecimiento, como es el caso del sector minero. 

Que adicionalmente el artículo 360 de la Constitución Politica de Colombia establece que la ley 
determinará las condiciones para la explotación de los recursos naturales no renovables. 

Que las competencias hacen referencia al conjunto de materias que se atribuyen a los órganos del 
Estado y, entre ellos, a los entes territoriales. y que las facultades, potestades o atribuciones se 
refieren a los poderes jurídicos que el ordenamiento otorga a los diversos órganos o a una parte de 
ellos en el Estado. 

Que los artículos 151 y 288 de la Constitución Política de Colombia disponen que la ley orgánica de 
ordenamiento territorial, establecerá las competencias de los municipios en esta materia. 

Que el Ordenamiento Minero no hace parte del ordenamiento territorial y, por ende, de las 
competencias o facultades de las entidades territoriales, a que hacen referencia los artículo 151 y 
288 de la Constitución Política de Colombia. 

Que el artículo 109 de la Ley 1450 de 2011 dispuso que es la autoridad minera la competente para 
elaborar y expedir el Plan de Ordenamiento Minero con base en las políticas, normas, determinantes 
y directrices establecidas en materia ambiental y ordenamiento del territorio, expedidas por el 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Territorial. 

Que la actividad minera de conformidad con el articulo 1° de la Ley 685 de 2001, debe ser 
estimulada para lograr el aprovechamiento de los recursos naturales del subsuelo, el cual se debe 
realizar en forma armónica con los principios y normas de explotación racional de los recursos 
naturales no renovables y del ambiente, dentro de un concepto integral de desarrollo sostenible y 
del fortalecimiento económico y social del país. 
Que en desarrollo del artículo 58 de la Constitución Política, el artículo 13 del Código de Minas 
declaró como de utilidad pública e interés social la industria minera en todas sus ramas y fases 

Que la Ley 388 de 1997 en su artículo 5° dispuso que el ordenamiento del territorio municipal y 
distrital comprende un conjunto de acciones políticoadministrativas y de planificación física 
concertadas, emprendidas por los municipios o distritos y áreas metropolitanas, en ejercicio de la 
función pública que les compete, pero dentro de los límites fijados por la Constitución y las leyes. 

Que de acuerdo con el artículo 37 de la Ley 685 de 2001 y con excepción de las facultades de las 
autoridades nacionales y regionales que se señalan en los' artículos 34 y 35 de dicha ley, se dispone 
que ninguna Autoridad regional, secciona' o local podrá establecer zonas del territorio que queden 
permanente o transitoriamente excluidas de la minería. 

Que esta prohibición comprende los planes de ordenamiento territorial de que trata el artículo 38 
del Código de Minas, que en forma expresa dispone que en la elaboración, modificación y ejecución 
de los planes de ordenamiento territorial, la autoridad competente se sujetará a la información 
geológico-minera disponible sobre las zonas respectivas, así como lo dispuesto en el Código de 
Minas sobre zonas de reservas especiales y zonas excluibles de la minería. 

Que en el mismo sentido se ha pronunciado la Honorable Corte Constitucional en su sentencia C-
891 de 2002 en la cual expresó: "De conformidad con el citado texto legal, la decisión de establecer 
zonas excluidas de la minería compete exclusivamente a las autoridades ambiental y minera 
(artículos 34 y 35, en concordancia con el artículo 122 de la Ley 685 de 2001) labor ésta que se 
enmarca en el ámbito de sus funciones constitucionales y legales. Al respecto, ya la Corte se 
pronunció en la sentencia C-418/02 sobre la constitucionalidad del artículo 122 ibídem, según el 
cual es la autoridad minera la encargada de señalar y delimitar, dentro de los territorios indígenas, 
las zonas mineras indígenas, en la inteligencia de que se deberá respetar la participación de las 
rnmi inicia/1x an dicha tahnr da idonfifinriAn da Inc rocnartiune 	 
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Que por lo tanto, se hace necesario reglamentar el artículo 37 de la Ley 685 de 2001, para 
determinar cómo se armonizarán las competencias para el Ordenamiento Minero con las del 
ordenamiento del territorio, en cabeza de otros órganos del Estado. 

Que en mérito de lo expuesto, 

DECRETA: 

Articulo 1°._ La decisión de establecer zonas excluidas y restringidas de minería compete 
exclusivamente, y dentro de los límites fijados en los artículos 34 y 35 de la Ley 685 de 2001, a las 
autoridades minera y ambiental, quienes actuarán con base en estudios técnicos, económicos, 
sociales y ambientales y dando aplicación al principio del desarrollo sostenible. 

PARÁGRAFO. Para efectos de la aplicación del artículo 37 de la Ley 685 de 2001 y de este decreto, 
Se entenderá que la autoridad ambiental es el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, las 
Corporaciones Autónomas Regionales, las de Desarrollo Sostenible y los Distritos Especiales de 
acuerdo con lo establecido en la Ley 768 de 2002 o quien haga sus veces y la autoridad minera o 
concedente, la Agencia Nacional de Minería o quien haga sus veces. 

Artículo 2°._ Dado el carácter de utilidad pública e interés social de la minería, a través del 
Ordenamiento Territorial no es posible hacer directa ni indirectamente el Ordenamiento Minero, 
razón por la cual los planes de ordenamiento territorial, planes básicos de ordenamiento territorial o 
esquemas de ordenamiento territorial de los municipios y distritos, no podrán incluir disposiciones 
que impliquen un ordenamiento de la actividad minera en el ámbito de su jurisdicción, salvo previa 
aprobación de las autoridades nacionales. 

Parágrafo 1.-En desarrollo de la anterior prohibición, los Concejos Municipales y las Asambleas 
Departamentales no podrán establecer zonas del territorio que queden permanentemente o 
transitoriamente excluidas de la minería mediante acuerdos municipales u ordenanzas 
departamentales respectivamente, por exceder el ámbito de sus competencias. 

Parágrafo 2.-Las prohibiciones que se establezcan en los mencionados instrumentos de 
ordenamiento del territorio en violación de la ley, no podrán ser oponibles, aplicadas o exigidas a 
las actividades mineras, por ninguna autoridad. 

Artículo 3.-Como efecto de lo dispuesto en los artículos anteriores, los certificados de uso del suelo 
expedidos por las autoridades departamentales o municipales, que prohiban o señalen como 
Incompatible el ejercicio de actividades mineras, no podrán ser reconocidos como exclusiones o 
limitaciones, por parte de las autoridades para el trámite y obtención de licencias, permisos, 
concesiones o autorizaciones de cualquier naturaleza que se requieran para el ejercicio de la 
actividad minera en el territorio de su jurisdicción. 

Articulo 4.-El presente decreto rige a partir de su publicación. 

Publíquese y cúmplase' 

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN 
• 	Presidente de la República 

FEDERICO RENGIFO VÉLEZ 
Ministro de Minas y Energias 

HECHOS 

1 Publicado en el Diario Oficial No. 
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El día de mayo de 2013 el gobierno nacional expidió el Decreto 934 "Por el cual se 

reglamenta el artículo 37 de la Ley 685 de 2001", publicado en el Diario Oficial 48785 del 9 de 

mayo de 2013. 

— 	El mencionado acto administrativo regula las competencias de las autoridades 
mineras y ambientales en materia de ordenamiento minero, excluyendo a los entes 
territoriales. 

— 	En el acto administrativo citado se adoptan disposiciones que se consideran 
violatorias de las facultades constitucionales y legales con que cuentan los entes 
territoriales, y concretamente los municipios y distritos, en relación con la autonomía 
territorial para regular el uso del suelo y adoptar normas necesarias para el control, la 
preservación y defensa del patrimonio ecológico y la de las autoridades ambientales en los 
procesos de concertación de los Planes de Ordenamiento Territorial; exceso de la facultad 
reglamentaria al referirse a aspectos que no son del ámbito de este tipo de normas ni de 
su competencia; el derecho a la consulta previa y el principio rigor subsidiario. 

Lo anterior, teniendo en cuenta que se establecen una serie de disposiciones que 
privilegian una actividad sectorial y altamente impactante como es la minería sobre las 
facultades constitucionales y legales con que cuentan los entes territoriales, con lo que se 
limita la posibilidad de hacer efectivos los fines esenciales del Estado. 

La administración del Distrito Capital, luego de cumplidos los requisitos y surtidas las 

etapas previstos en las Leyes 388 de 1997 y 507 de 1999, entre ellas la de concertación 
del componente ambiental ante la CAR y la Secretaria Distrital de Ambiente, presentó ante 
el Concejo Municipal el Proyecto de Acuerdo de modificación excepcional del Plan de 
Ordenamiento Territorial de Bogotá, el día 3 de mayo de 2013. En dicho proyecto se 
prohíbe la minería en todo el territorio capitalino y se establecen los escenarios de 
transición, con fundamento en los soportes técnicos y jurídicos que se presentan como 

Anexo de la presente demanda. 

CONCEPTO DE VIOLACION 

Con fundamento en los hechos y consideraciones que se exponen a continuación, se 
solicita al honorable Consejo de Estado se sirva decretar la suspensión provisional del 
Decreto 934 de 2013, por violar de manera arbitraria y protuberante la Constitución Política 
de Colombia al invadir la órbita de la autonomía municipal respecto de regular el uso del 
suelo y adoptar las medidas que considere necesarias para defender su patrimonio 
ecológico, así como no haber surtido el proceso de consulta previa con las comunidades 

étnicas, desconocer los principios de rigor subsidiario y no regresividad en normas de 

carácter social y las competencias de los Ministerios del Interior y de Ambiente y Desarrollo 

Sostenible en la expedición del Acto administrativo demandado. 

Basta un simple cotejo directo de las normas para constatar la evidente vulneración de la 
disposición de rango superior, como pasa a verse: 
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DECRETO 934 DE 2013 CONCEPTO DE VIOLACIÓN 
AL ORDEN SUPERIOR 

NORMAS 
CONSTITUCIONALES 

VIOLADAS 

Articulo r._ Dado el carácter 

de utilidad pública e interés 

social de la minería, a través 
del Ordenamiento Territorial no 

es posible hacer directa ni 
indirectamente 	 el 
Ordenamiento 	Minero, 	razón 
por 	la 	cual 	los 	planes 	de 
ordenamiento territorial, planes 
básicos 	de 	ordenamiento 
territorial 	o 	esquemas 	de 
ordenamiento territorial de los 
municipios 	y 	distritos, 	no 
podrán incluir disposiciones 

que impliquen un ordenamiento 

de la actividad minera en el 
ámbito de su jurisdicción, salvo 
previa 'aprobación de las 

autoridades nacionales. 

Parágrafo 1.-En desarrollo de 
la 	anterior 	prohibición, 	los 
Concejos 	Municipales 	y 	las  

Asambleas 	Departamentales 
no podrán establecer zonas del 
territorio 	que 	queden 
permanentemente 	 a 

 transitoriamente excluidas de la 
minería 	mediante 	acuerdos 
municipales 	u 	ordenanzas 
departamentales 

respectivamente, por exceder 
el ámbito de sus competencias. 

la 

El decreto viola la autonomía 

de los municipios y distritos al 

prohibirles que regulen el uso 
del suelo frente al desarrollo de 
actividades mineras que 

afectan gravemente el territorio 
municipal. 

As! 	mismo, 	desconoce 	al 
municipio 	como 	la 	entidad 
fundamental 	de 	la 	división 

político-administrativa d e l 

Estado al que le corresponde 
ordenar su territorio. 

Lo 	anterior 	implica 	que 	la 
restricción 	establecida 	en 	el 
decreto demandado no solo 

las 	facultades 
constitucionales de los 
Concejos Municipales, sino que 

coarta la participación de los 
ciudadanos en la  

conformación, 	ejercicio 	
Y 

control 	li i l tro 	político 	y 	en 	las 
decisiones que los afectan por 
medio de la limitación impuesta 
a sus representantes elegidos 
democráticamente. 

La reglamentación del articulo 
37 	del 	Código 	de 	Minas 
mediante 	el 	decreto 
demandado, 	desconoce 	el 
deber de aplicar los principios 
de coordinación, concurrencia y 
subsidiariedad respecto de los 
conflictos de competencias 

entre la Nación y las entidades 
territoriales. 

El 	decreto 	desconoce 	el 
principio de reserva de ley, por 

cuanto adopta determinaciones 
que competen al Congreso de 

República, 	como 	limitar la 

- El 	articulo 	1 	de 	la 
Constitución 	Política, 	que 
define a Colombia como un 
Estado 	Social 	de 	Derecho 

República 	 unitaria, 
descentralizada 	pero 	con 
autonomía de sus entidades 
territoriales, 	democrática, 
participativa y pluralista, 
fundada en la prevalencia del 
interés general, entre otros 
principios. 

- El 	articulo 	2 	de 	la 
Constitución 	Política 	que 
establece como algunos de 
los 	fines 	esenciales 	del 
Estado 	garantizar 	la 
efectividad de 	los principios, 
derechos 	y 	deberes 
consagrados 	en 	la 
Constitución; facilitar la 
participación de todos en las 
decisiones que los afectan. 

- El 	artículo 4 	que 	prescribe: 
.. La Constitución es norma de 
normas. 	En todo caso de 
incompatibilidad entre la 
Constitución y la ley u otra 
norma jurídica, se aplicarán 
las disposiciones 
constitucionales". 

- El articulo 40, en el que se 
consagra el derecho a 
Participar en la conformación, 
ejercicio 	y 	control 	político  
mediante 	la 	participación  
democrática 	(numeral 	2),
entre otras formas. 

- El articulo 209, según el cual 
"La 	función 	administrativa 
está 	al 	servicio 	de 	los 
intereses 	generales 	y 	se 
desarrolla con fundamento en 
los 	principios 	de 	igualdad, 
moralidad, 	 eficacia, 
economía, 	celeridad, 
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facultad 	de 	los 	concejos 
municipales, 	asambleas 
departamentales 	 y 
corporaciones 	autónomas 
regionales en relación con la 
reglamentación de los usos del 
suelo, la defensa del patrimonio 
ecológico y los procesos de 

imparcialidad 	y 	publicidad, 
mediante 	 la 
descentralización, 	la 
delegación 	y 	la 
desconcentración 	de 
funciones. 	Las 	autoridades  
administrativas 	deben 
coordinar 	sus 	actuaciones 
para 	el 	adecuado 

concertación 	del 	componente cumplimiento de los fines del 
ambiental de los POT. Estado". 

Finalmente, 	desconoce 	el - El articulo 287, en el que la 
decreto que el Distrito Capital Carta Politica establece que 
cuenta 	con 	un 	régimen las 	entidades 	territoriales 
constitucional y legal especial y gozan de autonomía para la 

que 	en 	tal 	sentido 	les 
corresponde °A las autoridades 

gestión 	de 	sus 	intereses, 
dentro 	de 	los 	limites  
constitucionales y legales y en 

distritales 	(...1 	garantizar 	el tal 	virtud entre 	otros, 	tienen 
desarrollo armónico e integrado derecho a 	gobernarse 	por 
de la ciudad° el cual no puede autoridades 	propias, 	ejercer 
verse 	aislado 	de 	las las 	competencias 	que 	les 

determinaciones 	nacionales correspondan, administrar los 

respecto 	de 	las 	actividades recursos 	y 	establecer 	los 
tributos 	necesarios 	para 	el 

mineras. cumplimiento 	de 	sus 
funciones. 

- El articulo 288, por medio del 
cual 	se 	determina 	que 	las 
competencias 	de 	Nación 	y 
entidades 	territoriales 	se 
distribuirá 	mediante 	la 	ley 
orgánica 	de 	ordenamiento 
territorial 	establecerá 	la 
distribución de competencias 
entre 	la 	Nación 	y 	las 
entidades 	territoriales; 
también, 	que 	tales 
competencias 	"serán 
ejercidas 	conforme 	a 	los 
principios de coordinación, 
concurrencia y subsidiariedad 
en los términos que 
establezca la ley". 

- El articulo 311, que instituye 
al 	municipio 	como 	°entidad 
fundamental 	de 	la 	división 
político-administrativa 	del 
Estado" 	a 	la 	cual 	le 
corresponde 	"prestar 	los 
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determine la ley, construir las 
obras 	que 	demande 	el 
progreso 	local, 	ordenar el 
desarrollo 	de . su 	territorio 
promover 	la 	participación 
comunitaria, el mejoramiento 
social 	y 	cultural 	de 	sus 
habitantes 	y 	cumplir 	las 
demás funciones que le 
asignen la Constitución y las 
leyes". (Subrayado fuera de 
texto) 

- El articulo 313, que determina 
las funciones de los Concejos 
en tanto que desconoce que 
le corresponde reglamentar 
los usos del suelo y dictar las 
normas necesarias para el 
control, 	la 	preservación 	y 
defensa 	del 	patrimonio 
ecológico 	y 	cultural 	del 
municipio (Numerales 7. y 9.). 

- El articulo 322, en el que se 
establece que en el Distrito 
Capital "A las autoridades 
distritales 	corresponderá 
*garantizar 	el 	desarrollo 
armónico e integrado de la 
ciudad 	y 	la 	eficiente 
prestación de los servicios a 
cargo 	del 	Distrito; 	a 	las 
locales, 	la 	gestión 	de 	los 
asuntos 	propios 	de 	su 
territorio". 	(Subrayado 	fuera 
de texto) 

O B.1. la CC 
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El decreto viola la autonomia 

de los municipios y distritos al 

prohibirles que dicten normas 
necesarias para el control, la 

preservación y defensa del 

patrimonio ecológico en lo que 
toca al desarrollo de 

actividades mineras. 

Viola también la Norma 
Superior, al restringir la facultad 

de participación de la 
comunidad en las decisiones 
que la afectan a través de sus 

representantes, al limitar la 

actuación pública de los 
Concejos respecto de la 

actividad minera. 

El Decreto desconoce que el 
subsuelo y el suelo conforman 

una sola unidad y que los 

graves impactos que ocasiona 
la minería, tanto a cielo abierto, 

como subterránea, como son 

descapotes, tala de árboles, 
perforaciones, ruido, emisiones, 
vertimientos, disposición de 

residuos sólidos, peligrosos, 

escombros, 	acopio 	de 

minerales, 	disposición 	de 

residuos rocosos, construcción 

de vías, campamentos, talleres, 
zonas de parqueo, casinos, 

etc., afectan las aguas 

Articulos 	2.1 	del 	Pacto 
Internacional 	de 	Derechos 
Económicos, Politicos y 
Culturales -PIDESC`, 1.1 del 
Protocolo de San Salvador 3 .26 
de la Convención Americana de 
Derechos Humanos'. 

- El 	articulo 	1 	de 	la 
Constitución Polilica, que 
define a Colombia como un 
Estado Socia: de Derecho 
organizado en forma de 
República unitaria , 
descentralizada pero con 
autonomía de sus entidades 
territoriales, democrática , 
participativa y pluralista , 
fundada en la prevalencia de l 
interés general, entre otros 
principios. 

El 	artículo 	2 	de 	la 
Constitución Política que 
establece como algunos de 
los fines esenciales de l 
Estado garantizar la 
efectividad de los principios , 
derechos y deberes 
consagrados 	en 	la 
Constitución; facilitar la 
participación de todos en las 
decisiones que los afectan. 

- Articulo 4 que prescribe' °La 
Constitución es norma de 
normas. En todo caso de 
incompatibilidad entre la 
Constitución y la ley u otra 
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Articulo 2 ._ Dado el carácter 

de utilidad pública e interés 

social de la minería, a través 
del Ordenamiento Territorial no 

es posible hacer directa ni 

indirectamente el 
Ordenamiento Minero, razón 
por la cual los planes de 
ordenamiento territorial, planes 
básicos de ordenamiento 
territorial o esquemas de 
ordenamiento territorial de los 
municipios y distritos, no 

podrán incluir disposiciones 

que impliquen un ordenamiento 
de la actividad minera en el 
ámbito de su jurisdicción, salvo 

previa aprobación de las 

autoridades nacionales. 

Parágrafo 1.-En desarrollo de 

la anterior prohibición, los 

Concejos Municipales y las 
Asambleas Departamentales 

no podrán establecer zonas del 

territorio que queden .  
permanentemente o 
transitoriamente excluidas de la 

mineria mediante acuerdos 

municipales u ordenanzas 

departamentales 
respectivamente, por exceder 
el ámbito de sus competencias. 

2 '1. Cada uno de los Estados Panes en el presente Pacto se compromete a adoptar m didas. tanto por separado como mediante la 

asistencia y la cooperación internacionales, especialmente económicas y técnicas, hasta el máximo de los recursos de que disponga, 

para Morar ~masivamente  por todos los medios apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas legislativas, la plena 

efectividad de los derechos aquí reconocidos"(Subrayado fuera de texto). 

3 tos Estados parles en el presente Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos se comprometen a 

adoptar las medidas necesarias tanto de orden interno como mediante la cooperación entre los Estados, especialmente económica y 

técnica, hasta el máximo de los recursos disponibles y tomando en cuenta su grado de desarrolla ~Impía, y de 

conformidad con te legislación interna. la plena efectividad de los derechos que se reconocen en el presente Protocolo" (Subrayado 

fuera de texto) 

4 tos Estados Partes se comprometen a adoptar providencias. tanto a nivel interno como mediante la cooperación internacional, 

especialmente económica y técnica, 1711 e lo derecha deriven  

gconóminas sociales y sobre educachin ciencia v cultura,  contenidas en la Carta de la Organización de los Estados Americanos. 
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estructura ecológica principal 
de los municipios, representada 
en las condiciones del suelo, 
calidad y cantidad de las aguas 
superficiales y subterráneas, la 
biodiversidad, ecosistemas 
estratégicos, calidad del aire; 
aspectos estos que son .objeto 
de planificación y 
reglamentación de los usos del 
suelo y el patrimonio ecológico 
que les corresponde defender a 
los entes territoriales. 

En consecuencia, se reduce la 
facultad municipal y distrital de 
garantizar el derecho 
fundamental a gozar de un 
ambiente sano que tiene los 
colombianos , y por lo mismo, 
es una medida regresiva a la 
luz de los pactos 
internacionales suscritos por 
Colombia en materia de 
Derechos Humanos, y en 
especial, los sociales, políticos 
y culturales. 

Asi mismo, se elimina el 
Principio de Rigor Subsidiario 
habida cuenta de que se limita 
la facultad del Concejo 
Municipal para adoptar normas 
más restrictivas que a su 
consideración sean necesarias 
para defender el patrimonio 
ecológico del D.C., 
representado en su estructura 
ecológica principal, en especial 
porque ni siquiera las áreas 
protegidas, áreas de protección 
por riesgo, corredores 
ecológicos, parques 
metropolitanos, de bolsillo, etc, 
o en general, constituyan suelo 
de protección en los POT 
serian oponibles a tal norma. 
Esto se traduce también en el 
desconocimiento del principio 

norma jurídica, se aplicarán 
las disposiciones 
constitucionales". 

El articulo 8 que impone la 
obligación del Estado y. a las 
personas de proteger las 
riquezas culturales y 
naturales de la Nación. 
(Articulación con 79, 80 y 
313) 

El articulo 40, en el que se 
consagra el derecho a 
participar en la conformación, 
ejercicio y control político 
mediante la participación 
democrática (numeral 2), 
entre otras formas. 

- El artículo 58, en tanto que 
desconoce que el interés 
privado deberá ceder al 
interés público o social, así 
como que la propiedad es 
una función social que implica 
obligaciones y, en 
consecuencia, le es inherente 
una función ecológica. 

- El articulo 79 que garantiza el 
derecho a gozar de un 
ambiente sano y la 
participación de la comunidad 
en las decisiones que puedan 
afectarlo; asi mismo, impone 
al Estado el deber de 
proteger la diversidad e 
integridad del ambiente, 
conservar las áreas de 
especial importancia 
ecológica y fomentar la 
educación para el logro de 
estos fines. 

- El articulo 80, según el cual el 
Estado planificará el manejo y 
aprovechamiento de los 
recursos 	naturales, 	para 
garantizar su desarrollo 
sostenible, su conservación, 
restauración o sustitución. 
También, tiene el deber de 
prevenir y controlar los 
factores de deterioro 
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de precaución que conforme 
señala la Corte Constitucional 
en la Sentencia C-595/10, se 
encuentra constitucionahzado. 

ambiental, 	imponer 	las 
sanciones legales y exigir la 
reparación de los daños 
causados. 

El decreto demandado está 
desconociendo los deberes de 
planificación, conservación y 
defensa de los recursos 

naturales, la obligación de 
particulares y del Estado de 
proteger las riquezas naturales, 
el derecho a gozar de un 
ambiente sano y la 
participación de la ciudadanía 
en asuntos ambientales. 

El decreto desconoció los 
principios de coordinación, 
concurrencia y subsidiariedad 
respecto de los conflictos de 

competencias entre la Nación y 

las entidades territoriales. 

- El numeral 8. del articulo 95, 

es cual determina que el 
ejercicio de los derechos y 
libertades reconocidos en 
esta Constitución implica 
responsabilidades, y en virtud 
de lo cual son deberes de la 
persona y del ciudadano 
"Proteger los recursos 
culturales y naturales del pais 
y velar por la conservación de 
un ambiente sano". 

- El articulo 209, según el cual 
la función administrativa 
está al servicio de los 
intereses generales y se 
desarrolla con fundamento en 
los principios de igualdad, 
moralidad, 	eficacia, 
economía, 	celeridad, 
imparcialidad y publicidad, 
mediante 	 la 
descentralización, 	la 
delegación 	y 	la 
desconcentración de 
funciones. Las autoridades 
administrativas deben 
coordinar sus actuaciones 
para el adecuado 
cumplimiento de los fines del 
Estado". 

- El articulo 287, en el que la 
Carta Politica establece que 
las entidades territoriales 
gozan de autonomía para la 
gestión de sus intereses, 
dentro de los limites 
constitucionales y legales y 
en tal virtud entre otros, 
tienen derecho a gobernarse 
por autoridades propias, 
ejercer las competencias que 
les correspondan, administrar 
los recursos y establecer los 
tributos necesarios para el 
cumplimiento de sus 
funciones. 
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- El artículo 288, por medio del 
cual 	se 	determina 	que 	las 
competencias 	de 	Nación 	y 
entidades 	territoriales 	se 
distribuirá 	mediante 	la 	ley 
orgánica 	de 	ordenamiento 
territorial 	establecerá 	la 
distribución de competencias 
entre 	la 	Nación 	y 	las 
entidades 	territoriales; 
también, 	que 	tales 
competencias 	°serán 
ejercidas 	conforme 	a 	los 
principios de coordinación, 
concurrencia y subsidiariedad 
en los términos que 
establezca la ley". 

- El articulo 313, que determina 
las funciones de los Concejos 
en tanto que desconoce que 
le corresponde reglamentar 
los usos del suelo y dictar las 
normas 	necesarias 	para 	el 
control, 	la 	preservación 	y 
defensa 	del 	patrimonio 
ecológico 	y 	cultural 	del 
municipio (Numerales 7. y 9.). 

- El articulo 322, en el que se 
establece que en el DC "A las 
autoridades 	distrilales 
corresponderá 	garantizar el 
desarrollo armónico e 
integrado de la ciudad y la 
eficiente prestación de los 
servicios a cargo del Distrito; 
a las locales, la gestión de los 
asuntos propios de su 
territorio". 

Artículo 2°._ Dado el carácter El decreto viola la autonomía - El 	articulo 	2 	de 	la 
de 	utilidad 	pública 	e 	interés de las autoridades ambientales Constitución 	Política 	que 
social de la minería, a través al prohibirles que conceden con establece como algunos de 
del Ordenamiento Territorial no los 	municipios 	y 	distritos 	el los 	fines 	esenciales 	del 
es 	posible 	hacer 	directa 	ni 
indirectamente 	 el 

componente ambiental de los 
planes 	de 	ordenamiento 

Estado 	garantizar 	la  
efectividad de 	los principios, 
derechos 	y 	deberes Ordenamiento 	Minero, 	razón territorial con 	respecto 	al consagrados 	en 	la 

por 	la 	cual 	los 	planes 	de desarrollo 	de 	actividades Constitución; 	facilitar 	la 
ordenamiento territorial, planes mineras. participación de todos en las 
básicos 	. de 	ordenamiento 
territorial 	o , . esquemas 	de 
ordenamiento territorial de los 

decisiones que los afectan. 
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municipios y distritos, 	no 

podrán incluir disposiciones 
que impliquen un ordenamiento 
de la actividad minera en el 
ámbito de su jurisdicción, salvo 
previa aprobación de las 
autoridades nacionales. 

Parágrafo 1.-En desarrollo de 
la anterior prohibición, los 
Concejos Municipales y las 
Asambleas Departamentales 
no podrán establecer zonas del 

territorio que queden 
permanentemente o 
transitoriamente excluidas de la 
minería mediante acuerdos 

municipales u ordenanzas 
departamentales 
respectivamente, por exceder 
el ámbito de sus competencias. 

Mediante la expedición del 
decreto, el gobierno nacional se 
atribuye facultades que están 
por fuera de la potestad 
reglamentaria del presidente de 
la República, desconociendo el 
principio de legalidad y 
abrogándose las que solamente 
están atribuidas al Congreso de 
la República en violación del 

principio de legalidad y de 
reserva de ley. 

ALCALCMIOAVOR 

talia••••••••1 

- El articulo 8 que impone la 
obligación del Estado y a las 
personas de proteger las 
riquezas culturales y 
naturales de la Nación. 

El articulo 58, en tanto que 
desconoce que el interés 
privado deberá ceder al 
interés público o social, así 
corno que la propiedad es 
una función social que implica 
obligaciones y, en 
consecuencia, le es inherente 
una función ecológica . 

- El articulo 79 que garantiza el 
derecho a gozar de un 
ambiente sano y la 
participación de la cómunidad 
en las decisiones que puedan 
afectarlo; asi mismo, impone 
al Estado el deber de 
proteger la diversidad e 
integridad del ambiente, 
conservar las áreas de 
especial importancia 
ecológica y fomentar la 
educación para el logro de 
estos fines. 

- El artículo 80, según el cual el 
Estado planificará el manejo y 
aprovechamiento de los 
recursos 	naturales, 	para 
garantizar su desarrollo 
sostenible, su conservación, 
restauración o sustitución. 
También, tiene el deber de 
prevenir y controlar los 
factores de deterioro 
ambiental, imponer las 
sanciones legales y exigir la 
reparación de los daños 
causados. 

- El numeral 8. del articulo 95, 
es cual determina que el 
ejercicio de los derechos y 
libertades reconocidos en 
esta Constitución implica 
responsabilidades, y en virtud 
de lo cual son deberes de la 
persona y del ciudadano 
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culturales y naturales del pais 
y velar por la conservación de 
un ambiente sano". 

- El articulo 150, según el cual 
corresponde al Congreso 
hacer las leyes, mediante las 
cuales, entre otras, ejerce la 
función (7) de determinar la 
estructura 	de 	la 
administración 	nacional 	y 
crear, 	suprimir 	o 	fusionar 
ministerios, 	departamentos 
administrativos, 
superintendencias, 
establecimientos 	públicos 	y 
otras 	entidades 	del 	orden 
nacional, 	señalando 	sus 
objetivos 	y 	estructura 
orgánica; reglamentar la 
creación y funcionamiento de 
las Corporaciones Autónomas 
Regionales dentro de un 
régimen de autonomía. 

Artículo 2. (...) 

Parágrafo 2.-Las prohibiciones 
que se establezcan en los 

mencionados instrumentos de 
ordenamiento del territorio en 
violación de la ley, no podrán 

ser , oponibles, aplicadas o 
exigidas 	a 	las 	actividades 
mineras, por ninguna autoridad. 

Artículo 3.-Como efecto de lo 
dispuesto en los artículos 
anteriores, los certificados de 
uso del suelo expedidos por las 

autoridades departamentales o 
municipales, que prohiban o 

señalen como incompatible el 

ejercido de actividades 
mineras, no podrán ser 

reconocidos como exclusiones 

o limitaciones, por parte de las 
autoridades para el trámite y
obtención de licencias, 
permisos, 	concesiones 	o 
autorizaciones , de 	cualquier 

El 	gobierno 	nacional 	asumió 
funciones para las cuales no se 
encontraba facultado e invadió 
ámbitos de competencia del 

Congreso de la República al 
prohibirle a los municipios que 
regularan sobre el uso del suelo 

en relación con una actividad 

altamente impactante sobre el 
territorio como es la minería, y 
de igual manera, al excluir a las 
CAR de los procesos de 
concertación de esta temática 

ambiental en los POT -siendo ieno d 
este 	un 	aspecto 	que 
corresponde 	al 	poder 
legislativo- desconociendo  de 

esta manera la reserva de ley 
prevista en el articulo 150 de la 
Carta superior. 

Finalmente, el decreto atacado 
pasa por alto el orden 
constitucional al considerar de 

facto nulos los actos 
administrativos 	que 	profieran 

- El 	articulo 	2 	de 	la 
Constitución 	Politica 	que 
establece como algunos de 
los 	fines 	esenciales 	del 
Estado 	garantizar 	la 
efectividad de 	los principios, 
derechos 	y 	deberes 
consagrados 	en 	la 
Constitución: facilitar la 
participación de todos en las 
decisiones que los afectan. 

- El articulo 6, según el cual los 
servidores 	públicos 	son 
responsables 	ante 	las 
autoridades por infringir la 
Constitución y las leyes y por 
omisión o extralimitación en el 
ejercido de sus funciones. 

- El artículo 4 que prescribe .  
"La Constitución es norma de 
normas. En todo caso de 
incompatibilidad 	entre 	la 
Constitución y la ley u otra 

. norma jurídica, se aplicarán 
las 	 disposiciones 
constitucionales". 
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naturaleza que se requieran 
para el ejercicio de la actividad 
minera en el territorio de su 

jurisdicción . 

los Concejos y Asambleas a 
través de los cuales se 
prohiban las actividades 
mineras, así como al establecer 

que los certificados de uso del 
suelo que en tal sentido se 
expidan deben ser 

desconocidos. Lo anterior, por 
cuanto se desconoce el 

principio de legalidad reserva 
de ley y la presunción de 
legalidad de los referidos actos 
administrativos, atribuyéndose 

funciones que le corresponde a 
la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo. 

El articulo 29, que consagra 
el debido proceso, el cual se 
aplicará a toda clase de 
actuaciones judiciales y 
administrativas. 

El articulo 150, según el cual 
corresponde al Congreso 
hacer las leyes, mediante las 
cuales, entre otras, ejerce la 
función (7) de determinar la 
estructura 	de 	la 
administración nacional y 
crear, suprimir o fusionar 
ministerios, 	departamentos 
administrativos, 
superintendencias, 
establecimientos públicos y 
otras entidades del orden 
nacional, 	señalando 	sus 
objetivos 	y 	estructura 
orgánica; reglamentar la 
creación y funcionamiento de 
las Corporaciones Autónomas 
Regionales dentro de un 
régimen de autonomia. 

El articulo 209, según el cual 
"La función administrativa 
está al servicio de los 
intereses generales y se 
desarrolla con fundamento en 
los principios de igualdad, 
moralidad, 	eficacia, 
economía, 	celeridad, 
imparcialidad y publicidad, 
mediante 	 la 
descentralización, 	la 
delegación 	y 	la 
desconcentración de 
funciones. Las autoridades 
administrativas deben 
coordinar sus actuaciones 
para el adecuado 
cumplimiento de los fines del 
Estado". 

El decreto viola el principio de 
legalidad y la facultad 
reglamentaria al omitir la firma 
de los Ministros del Interior y de 

Ambiente y Desarrollo 
gnefenihlo tan ncl mine ni la cnn 

El articulo 6, según el cual los 
servidores 	públicos 	son 
responsables 	ante 	las 
autoridades por infringir la 
Constitución y las leyes y por 
omisión o extralimitación en el 
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Asi, por regular asuntos de 
desarrollo territorial y relativos a 
la relación entre Nación y 
entidades territoriales 
referentes a minería, era 
indispensable la participación 
del Ministro del Interior. Asi 
mismo, teniendo en cuenta que 
a través del acto administrativo 
atacado se limitó a las 
Corporaciones Autónomas 
Regionales -CAR- la facultad 
de concertar en los POT 
aspectos ambientales 
relacionados con la minería, la 
norma aludida debió haber sido 
suscrita también por el Ministro 
de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible.  

- El artículo 29, que consagra 
el debido proceso, el cual se 
aplicará a toda clase de 
actuaciones judiciales y 
administrativas. 

- El articulo 115, en el cual se 
consagra lo relacionado al 
Presidente de la República y 
la conformación y constitución 
del Gobierno Nacional. 
Adicronalmente, 	determina 
que 	"Ningún 	acto 	del 
PIOSI(1(3111(). oxceitto el de 
numbiamienro y leinuctÚn de 
Ministros y Lhiectoies de 
Depatlameiflos 
Administrativos y aquellos 
expedidos en su calidad de 
Jefe del Estado y de suprema 
autoridad administrativa, 
tendrá valor ni fuerza alguna 
mientras 170 sea suscrito y 
comunicado por el Ministro 
del ramo respectivo o por el 
Director del Departamento 
Administrativo 
correspondiente, quienes, por 
el mismo hecho, se hacen 
responsables" 

- El articulo 150. según-el cual 
corresponde al Congreso 
hacer las leyes, mediante las 
cuales, entre otras, ejerce la 
función (7) de determinar la 
estructura 	de 	la 
administración nacional y 
crear, suprimir o fusionar 
ministerios, 	departamentos 
administrativos, 
superintendencias, 
establecimientos públicos y 
otras entidades del orden 
nacional, 	señalando sus 
objetivos y estructura 
orgánica; reglamentar la 
creación y funcionamiento de 
las Corporaciones 
Autónomas Regionales 
dentro de un régimen de 
autonomia. 

- El articulo 208, según el cual 
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los ministros y los directores 
de departamentos 
administrativos son los jefes 
de la administración en su 
respectiva dependencia, bajo 
la dirección del Presidente de 
la República. 

- El articulo 209, según el cual 
"La 	función 	administrativa 
está 	al 	servicio 	de 	los 
intereses 	generales 	y 	se 
desarrolla con fundamento en 
los 	principios 	de 	igualdad, 
moralidad, 	eficacia, 
economía, 	celeridad, 
imparcialidad 	y 	publicidad, 
mediante 	 la 
descentralización, 	la 
delegación 	y 	la 
desconcentración 	de 
funciones. 	Las 	autoridades 
administrativas 	deben 
coordinar 	sus 	actuaciones 
para 	el 	adecuado 
cumplimiento de los fines del 
Estado. 	La 	administración 
pública, 	en 	todos 	sus 
órdenes, tendrá un control 
interno que se ejercerá en los 
términos que señale la ley". 

- El articulo 288, por medio del 
cual se determina que las 
competencias de Nación y 
entidades territoriales se 
distribuirá 	mediante 	la 	ley 
orgánica 	de 	ordenamiento 
territorial 	establecerá 	la 
distribución de competencias 
entre 	la 	Nación 	y 	las 
entidades 	territoriales; 
también, 	que 	tales 
competencias 	"serán 
ejercidas 	conforme 	a 	los 
principios de coordinación, 
concurrencia y subsidiariedad 
en los términos que 
establezca la ley". 

Articulo 1.(...) El decreto viola el principio de - Articulo 2 de la Constitución 

legalidad, 	reserva 	de 	ley 	y Politica 	que 	establece 	que 
PARÁGRAFO. Para efectos de excede 	la 	facultad "Son 	fines 	esenciales 	del 

la aplicación del artículo 37 de 
la I e„ ARS eta snnt y rla dacha 

reglamentaria al excluir a los 
. 	._ 

Estado: 	servir 	a 	la 
comunidad, 	promover 	la 
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decreto, se entenderá que la 
autoridad 	ambiental 	es 	el 
Ministerio 	de 	Ambiente 
Desarrollo 	Sostenible, 	las 

autoridades 	ambientales, 
siendo 	esta 	una 	facultad 

y exclusiva del Congreso 	la 
República. 

prosperidad 	general 	y 
garantizar la 	efectividad de 
los 	principios, 	derechos 	y 
deberes consagrados en la  

Corporaciones 	Autónomas Constitución; 	facilitar 	la 

Regionales, las de Desarrollo participación de lodos en las
decisiones que los afectan y Sostenible 	y 	los 	Distritos en 	la 	vida 	económica, 

Especiales de acuerdo con lo politica, 	administrativa 	y 
establecido en la Ley 768 de cultural 	de 	la 	Nación: 
2002 o quien haga sus veces y defender 	la 	independencia 
la 	autoridad 	minera 	o 
concedente, 	la 	Agencia 

nacional, 	mantener 	la  
integridad 	tointorial 	y 
asegurar 	In 	convivencia Nacional de Mineria o quien 
pacifica 	y 	asewitar 	la 

haga sus veces. convivoncia 	pacifica 	y 	la 
vincticia do 	un onkit justo 
( 	l" 

- El 	articulo 8 	que impone la 
obligación del Estado y a las 
personas 	de 	proteger 	las 
riquezas 	culturales 	y 
naturales de la Nación. 

	

- El articulo 58, 	en tanto que 
desconoce 	que 	el 	interés 
privado 	deberá 	ceder 	al 
interés 	público 	o 	social, 	asi 
como que la propiedad es 
una función social que implica 
obligaciones y, en 
consecuencia, le es inherente 
una función ecológica. 

- El artículo 79 que garantiza el 
derecho 	a 	gozar 	de 	un 
ambiente sano y la 
participación de la comunidad 
en las decisiones que puedan 
afectado; asi mismo, impone 
al Estado el deber de 
proteger 	la 	diversidad 	e 
integridad 	del 	ambiente, 
conservar 	las 	áreas 	de 
especial 	importancia 
ecológica 	y 	fomentar 	la 
educación para el 	logro de 
estos fines. 

- El artículo 80, según el cual el 
Estado planificará el manejo y 
aprovechamiento 	de 	los 
recursos 	naturales, 	para 
garantizar 	su 	desarrollo 
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sostenible, su conservación, 
restauración o sustitución. 
También, tiene el deber de 
prevenir y controlar los 
factores de deterioro 
ambiental, imponer las 
sanciones legales y exigir la 
reparación de los daños 
causados. 

- El numeral 8. del articulo 95, 
es cual determina' que el 
ejercicio de los derechos y 
libertades reconocidos en 
esta Constitución implica 
responsabilidades, y en virtud 
de lo cual son deberes de la 
persona y del ciudadano 
"Proteger los recursos 
culturales y naturales del pais 
y velar por la conservación de 
un ambiente sano". 

- El articulo 150, según el cual 
corresponde al Congreso 
hacer las leyes, mediante las 
cuales, entre otras, ejerce la 
función (7) de determinar la 
estructura 	de 	la 
administración nacional y 
crear, suprimir o fusionar 
ministerios, 	departamentos 
administrativos, 
superintendencias, 
establecimientos públicos y 
otras entidades del orden 
nacional, 	señalando 	sus 
objetivos 	y 	estructura 
orgánica; 	reglamentar 	la 
creación y funcionamiento de 
las Corporaciones Autónomas 
Regionales dentro de un 
régimen de autonomía. 

- El artículo 287, en el que la 
Carta Politica establece que 
las entidades territoriales 
gozan de autonomía para la 
gestión de sus intereses, 
dentro de los límites 
constitucionales y legales y 
en tal virtud entre otros, 
tienen derecho a gobernarse 
por autoridades propias, 



les correspondan, administrar 
los recursos y establecer los 
tributos necesarios para el 
cumplimiento 	de 	sus 
funciones. 

- El articulo 288, por medio del 
cual 	se 	determina 	que 	las 
competencias 	de 	Nación 	y 
entidadeS 	territoriales 	se 
distribuirá 	mediante 	la 	ley 
orgánica 	de 	ordenamiento 
territorial 	establecerá 	la 
distribución de competencias 
entre 	la 	Nación 	y 	las 
entidades 	territoriales; 
también, 	que 	tales 
competencias 	"serán 
ejercidas 	conforme 	a 	los 
principios de coordinación, 
concurrencia y subsidiariedad 
en los términos que 
establezca la ley". 

El 	decreto 	viola 	el 	derecho 
fundamental 	a 	la 	consulta 
previa. 

- Convenio 169 de la OIT. 

- Articulos 	2.1 	del 	Pacto 
Internacional 	de 	Derechos 

La 	consulta 	previa 	era Económicos. 	Políticos 	y 
necesaria 	debido 	a 	que 	los Culturales -PIDESC 7 , 	1.1 del 
procesos 	de 	ordenamiento Protocolo 	de 	San  
territorial 	y 	minero 	y 	demás Salvador8 ,26 	de 	la  
decisiones 	que 	afecten 	el 

Convención 	Americana 	de 

territorio 	colombiano, 	incluyen 
el 	de 	las 	comunidades 

Derechos Humanos' . 

- Articulo 2 de la Constitución 
indígenas 	y 	negras. 	Éstas Politica 	que 	establece 	que 
cuentan 	con 	la 	facultad 	de "Son 	fines 	esenciales 	del 
definir 	sus 	propias Estado: 	servir 	a 	la 
prioridades en lo que 	atañe a comunidad, 	promover 	la  
sus 	procesos de desarrollo 	y prosperidad 	general 	y  

garantizar la efectividad de adoptar determinaciones sobre los 	principios, 	derechos 	y 
sus 	territorios, 	para 	lo 	cual deberes consagrados en la 
formulan 	Planes 	de 	Vida, 
documentos que son referencia 

Constitución; 	facilitar 	la 
participación de todos en las 

obligatoria 	en 	los 	diferentes decisiones que los afectan y 

procesos 	de 	planificación 	y 
ordenamiento del territorio, 

en 	la 	vida 	económica,  
Política, 	administrativa 	y 
cultural 	de 	la 	Nación; 

Los territorios de comunidades defender 	la 	independencia  

indígenas 

y 	negras 	suman 
nacional 	mantener 	la
integridad 	territorial 	y alrededor de 	30 	millones 	de asegurar 	la 	convivencia 

lectáreas s 	y, 	a 	su 	vez, 	las pacifica 	y 	asegurar 	la 
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áreas que cuentan con titulo 
minero, o se encuentran 
solicitadas en titulación o han 
sido declaradas como áreas 
estratégicas 	mineras, 	suman 
por lo 	menos 	cuarenta 	(40) 
millones de hectáreas de las 
ciento catorce 	(114) 	millones" 
que conforman el territorio 
continental de Colombia, con lo 
cual se evidencia la afectación 
directa que el decreto 
demandado ocasiona a estas 
comunidades, por lo que debió 
ser consultado. 

convivencia 	pacífica 	y 	la 
vigencia de un orden justo 

(- -) 

No 	obstante, 	la 	norma 
demandada 	no solo no 	fue 
consultada, sino que además 
excluye 	a 	las 	comunidades 
étnicas 	de 	cualquier 
intervención sobre las 
decisiones que se adopten en 
su territorio en materia minera. 

Así 	mismo, 	la 	aplicación 	del 
decreto citado puede llevar a 

5 Fuente: Cruce del mapa de ecosistemas. 2007 con los mapas: Reserva Ley 2 de 1959 IDEAM 2005. Aleas I ndigenas y negritudes. 

SIGOT IGAC 2008 Áreas del SPNN, 2009. 

6 Contralorla General de la República de Colombia. Minarla en Colombia: Fundamentos para superar el modelo extractivrsta. Capitulo 

1. Derechos, minerla y conflictos. Aspectos normativos. Rodrigo E. Negrele Montes. Bogotá. 2013 

9 'tos Estados Partes se comprometen o adoptar providencias, tanto a nivel interno como mediante la cooperación 

internacional, especialmente económica y técnica, para lograr progresivamente la plena efectividad de los derechos 

gue se derivan de las normas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura  contenidas en la Carta de la 

Organización de los Estados Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos Aires, en la medido de los recursos 

disponibles, por via legislativa u otros medios apropiados". (Subrayado fuera de texto) 

8 "Los Estados partes en el presente Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos se 

comprometen a adoptar las medidas necesarias tanto de orden interno como mediante la cooperación entre los 

Estados, especialmente económica y técnica, hasta el máximo de los recursos disponibles y tomando en cuenta su 

grado de desarrollo, a fin de lograr progresivamente  y de conformidad con lo legislación interna, lo plena efectividad 

de los derechos que se reconocen en el presente Protocolo."(Subrayado fuera de texto) 

7 Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a adoptar medidas, tanto por separado como 

mediante la asistencia y la cooperación internacionales, especialmente económicas y técnicas, hasta el máximo de los 

recursos de que disponga, para loaror progresivamente por todos los medios apropiados, inclusive en particular la 
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que 	al '', 	efectuarse 	el 
ordenamiento 	minero 
autorizarse'  mineras 
en los territorios que han sido 
adjudicados a las comunidades 
étnicas, , se desconozca la 

destinación constitucional de 
estos territorios y su naturaleza 
de inalienables, imprescriptibles 
e inembargables. 

y 

La 	expedición 	inconsulta 	del 
acto  	administrativo, 	se 
constituye 	en 	una 	evidente 
violación 	de 	un 	derecho 
fundamental y es una medida 
que.,a su vez conlleva 	a 	la 
violación 	de 	otros 	derechos 
fundamentales 	como 	la 
participación 	de 	las 
comunidades 	étnicas 	en 	las 
decisiones que las afecta, 	la 

i. integridad, 	 la 
autodeterminación; 	lo 	que 
desafía 	los 	pactos 
internacionales 	suscritos 	por 

I. Colombia 	en 	materia 	de 
I  Derechos. 	Humanos, 	y 	en 

especiaL 	los 	sociales 	y  
culturales...  

I 
El Decreto en cuestión debió 
haber sido consultado con las 
comunidades 	étnicas 	porque 
afecta 	directamente 	sus 
intereses al generar conflictos 

 , 	; II 	4, . 	. ;.z 	/u . 	, 	t , de,  usos sobre sus territorios. 
' 	1 . 	.'. 	1/1 	/1!7 	, 

-.-) 	.111 ii, 	fJ 	'<ticii:./ 	r.r:'r,.l 
Esto, 	por 	cuanto 	el 	acto 

, i.... 	, „ , : ,./ r : 	1 , / 	t ,, ,,,,, 	,. administrativo se aplica en todo 
I. 

,. ::13 	i jz 	,u, ,,i33  Ici 	,,,7_,.., el país de manera genérica 

ph , l 1 	Diri-/rWl - 	./   para 	las 	actividades 	de 

í o 	5r,bmkirinsmr, 1 : 

explotación del subsuelo y, en 

I i.1 l . 1 nti:',/64 1.3.. r- • 
ese sentido, el decreto puede 

• afectar áreas que, pese a no 
estar 	definidos 	formalmente 

- 	- -- 	— - -- -- 	como territorios indígenas o no 
haber sido 	asignadas 	como 
propiedad colectiva 	de 	las 

. 	_. 	. 
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comunidades 	negras, 	son 	el 

lugar 	en 	dónde 	ellas 	se 

asientan 	naturalmente, 	y, 	en 

ese sentido, puede alterar 
significativamente el modo de 
vida de las mismas. 

Por lo mencionado, el proyecto 

de 	acto 	administrativo 	debió 

haberse consultado con las 
comunidades sobre los efectos 
que recayeran sobre su 
territorio. 

Como 	corolario, 	pese 	al 

carácter 	general 	del 	decreto 

reglamentario, resulta evidente 

que 	afecta 	directamente 	la 

capacidad 	 de 

autodeterminación 	de 	las 

comunidades 	étnicas 	para 
definir sus propias 
prioridades, en lo que atañe a 
sus procesos de desarrollo, 
atendiendo al impacto que la 
actividad minera ocasiona en el 

suelo y subsuelo, y la relación 
íntima de éstos con el entorno 
en el cual habitan y su modo de 
vida, por el trascendente 

significado 	cultural 	que 	el 

territorio tiene para ellas. 

Lo expuesto, evidencia la arbitraria violación de normas de orden Superior por cuenta de la 
expedición del Decreto 934 de 2013, razón por la cual se reitera la solicitud de decretar la 
suspensión provisional del Decreto 934 de 2013, pues el mismo invade la órbita de la 
autonomía municipal respecto de regular el uso del suelo y adoptar las medidas que 
considere necesarias para defender su patrimonio ecológico, así como no haber surtido el 
proceso de consulta previa con las comunidades étnicas, desconocer los principios de rigor 
subsidiario y no regresividad en normas de carácter social y las competencias de los 
Ministerios del Interior y de Ambiente y Desarrollo Sostenible en la expedición del Acto 

administrativo demandado. 

De los Honorabletrados, 

HENRY ALGONZÁLEZ MOLINA 
CC 79.450_267 de :oaotá 
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